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l nacimiento del Instituto Electoral Veracruzano en el año
2001 ha implicado un intenso proceso de planeación, organización y diseño de activida-
des. Para dar cumplimiento a sus atribuciones constitucionales y legales, cada una de estas
acciones requiere del ejercicio permanente de prácticas tendientes a mejorar procedimien-
tos que promuevan el desarrollo y fortalecimiento institucional.

La planeación y ejecución de los planes y programas de trabajo del Instituto Electoral
Veracruzano para el año 2002, se da en un escenario de transición que requiere de la
consolidación del organismo como entidad pública. Con ello se busca sentar las bases
que permitan la organización y desarrollo de futuros procesos electorales, plebiscitarios y
de referendo de acuerdo al marco legal vigente y con el profesionalismo que debe de
imprimir en cada uno de sus actos esta institución electoral jurídicamente delimitada y so-
cialmente legitimada.

Las bases de este gran proyecto se asientan sobre cinco políticas generales: 1. Forta-
lecer los niveles de eficiencia del Instituto Electoral Veracruzano; 2. Consolidar la autono-
mía técnica, presupuestal y de gestión, fortaleciendo los mecanismos que garanticen el uso
transparente de los recursos de que se disponen y la preservación de la imparcialidad en
materia electoral; 3. Apoyar la capacitación y profesionalización del personal del Instituto
Electoral Veracruzano; 4. Impulsar el desarrollo político y consolidar la cultura democrática
en Veracruz, y 5. Fortalecer los consejos distritales y municipales para que cuenten con los
recursos necesarios para organizar los procesos electorales, plebiscitarios y de referendo.

De estas vertientes se deriva el desarrollo de seis programas generales, los cuales se
derian en subprogramas y proyectos relativos a las actividades sustantivas del Instituto, que
permitirán, mediante la planeación adecuada, encausar el proceso de operación
programática para la obtención de resultados óptimos.

Programa Operativo
Anual 2002
Políticas y Programas

E
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01 Programa
Desarrollo y Fortalecimiento Institucional

Descripción:
Este programa integra las funciones y actividades del Instituto agilizando y optimizando la
comunicación de sus áreas ejecutivas y operativas, a través del diseño de una red en materia
de comunicación y difusión, sistemas de información, seguimiento y evaluación de programas,
así como la definición de un marco normativo acorde a las exigencias de un modelo de admi-
nistración pública eficiente y eficaz.

Este programa se divide en tres subprogramas:

•Desarrollo Institucional
•Fortalecimiento Institucional
•Información y Comunicación

Subprograma
0101  Desarrollo Institucional

Proyecto:
010101 Simplificación y Modernización Administrativa

Descripción:
Desarrollo de esquemas que permitan la formulación de instrumentos administrativos necesa-
rios para el funcionamiento del Instituto Electoral Veracruzano.

Estrategias:

1..... Analizar la situación actual en materia de normatividad y desarrollar los instrumentos
necesarios.

2. Revisar y actualizar la estructura organizacional.

Proyecto:
010102 Sistematización de Información Institucional

Descripción:
Consiste en el desarrollo de sistemas informáticos que faciliten las tareas del personal y permi-
tan al Instituto el enlace con otros organismos electorales, con el propósito de compartir
metodologías y tecnologías aplicables en los procesos electorales.

Del mismo modo, se plantea la necesidad de capacitar y actualizar al personal en el
manejo de los diferentes paquetes informáticos. En el caso del personal del Departamento de
Informática, la capacitación incluye programación, multimedia, redes de cómputo y telefonía.

Estrategias:

1. Identificar las necesidades de equipo de cómputo y programas en las diferentes áreas y
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actualizar al personal en materia de informática para facilitar la sistematización.
2. Actualizar la red de cómputo y los servicios de Internet del Instituto Electoral Veracruzano.
3. Asesorar y dar soporte técnico a las diversas áreas del Instituto Electoral Veracruzano.

Subprograma
0102 Fortalecimiento Institucional

Proyecto:
010201 Vinculación Institucional e Interinstitucional

Descripción:
El Consejo General, como órgano superior de dirección del Instituto Electoral Veracruzano,
debe garantizar que sus esfuerzos por lograr el desarrollo democrático en Veracruz sean de
carácter permanente; esto implica que su actividad se desarrolle de manera ininterrumpida,
tanto en tiempos electorales, como en periodos preelectorales.

Al mismo tiempo, debe fortalecer su identidad institucional, observando el cumplimiento de
los principios de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza, independencia, profesionalismo,
equidad y definitividad.

Del mismo modo, proyectar una imagen pública como institución autónoma, para lo cual
su relación con las asociaciones políticas y las autoridades estatales deberá desarrollarse so-
bre las bases de la confianza y mediante estructuras, modos de operación y relaciones internas
que la fortalezcan.

Estrategias:

1. Integrar las Comisiones de Trabajo que el Consejo General considere necesarias para
el desempeño de sus atribuciones y fortalecer las ya existentes.

2. Crear espacios y mecanismos para la transferencia de metodologías y tecnologías apli-
cables en los procesos electorales y realizar estudios y debates.

3. Optimizar los tiempos y actividades del Consejo General del Instituto Electoral
Veracruzano.

4. Optimizar los tiempos y actividades de la Junta General Ejecutiva.

Proyecto:
010202 Asuntos Jurídicos

Descripción:
Consiste en la realización de acciones que redunden en el cumplimiento de los principios
constitucionales por parte del Instituto Electoral Veracruzano.

Estrategias:

1. Establecer vínculos instituciones académicas, judiciales y homólogas que cuenten con
acervo jurídico—electoral para su intercambio.

2. Elaborar investigaciones y estudios en materia jurídica, electoral y administrativa.
3. Implementar líneas de acción encaminadas a proporcionar a la Secretaría Ejecutiva los

elementos jurídicos necesarios para el cumplimiento de sus atribuciones.
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Proyecto:
010203 Programación, Seguimiento y Desarrollo Institucional

Descripción:
Consiste en el establecimiento de mecanismos que garanticen el cumplimiento de la normatividad
interna y de los acuerdos emanados del Consejo General y de la Junta General Ejecutiva.

Estrategia:

1. Establecer mecanismos de coordinación para el seguimiento, control y evaluación de
resultados de los programas institucionales.

Subprograma
0103 Información y Comunicación

Proyecto:
010301 Definición de la Línea Editorial

Descripción
Consiste en establecer valores homogéneos que identifiquen al Instituto Electoral Veracruzano
y que se reconozcan en las políticas y lineamientos institucionales establecidos en materia de
capacitación electoral y educación cívica, producción editorial y comunicación social.

La identidad en los mensajes emitidos por el Instituto Electoral Veracruzano, a través de sus
distintas publicaciones, permitirá potenciar el impacto en la ciudadanía, estableciendo sólidos
criterios de opinión en favor de la imagen y presencia del organismo.

Estrategias:

1. Integrar un Consejo editorial que permita definir su forma y contenido mediante la iden-
tificación de las necesidades de la Institución.

2. Elaborar y aplicar un Manual de Comunicación e Identidad Institucional que permita
sentar las bases de la producción editorial en su conjunto, emitiendo un mensaje
institucional homogéneo, preciso y de interés social.

Proyecto:
010302 Comunicación Social

Descripción
La comunicación social –relación y efectos de los medios masivos de información en la socie-
dad— es una condición fundamental para la participación ciudadana en las actividades electo-
rales; a través de ella se construye la confianza y, con base en la credibilidad, se incide en la
capacidad de persuasión para fortalecer el ejercicio democrático de nuestras garantías indivi-
duales.

Para la ejecución de una política de comunicación social es necesario la estructuración de
un plan específico que resulte de la planeación estratégica, la coordinación entre las distintas
áreas, la capacitación y el entrenamiento, bajo líneas bien definidas de ética y honestidad.
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Estrategia:

1. Desarrollar una política de comunicación que privilegie el fortalecimiento de un mensaje
periodístico inductivo, favoreciendo la opinión respecto del funcionamiento del Instituto.
La difusión de las actividades debe ser consecuente con las necesidades internas y
externas de la institución, así como de sus capacidades financieras. Este perfil evitará
realizar un gasto excesivo en espacios publicitarios no ocupados eficientemente, así
como caer en un círculo vicioso de contratarlos sólo como una forma de negociación
política.

Proyecto:
010303 Producción Editorial

Descripción
Este proyecto establece las estrategias y actividades fundamentales para el desarrollo
programático de la producción editorial del Instituto Electoral Veracruzano, además de coadyuvar
a la homologación de los criterios editoriales en coordinación  con otras áreas del Instituto.

Estrategia:

1. Definir con precisión tiempos establecidos en coordinación con otras áreas del Instituto
para los criterios de la línea editorial, además de establecer vínculos y convenios de
colaboración con actores y sectores sociales involucrados en la investigación en materia
político—electoral en particular y producción literaria en general.
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Programa 01:     Desarrollo y     Fortalecimiento Institucional

Objetivo:     Prever y aplicar los mecanismos operativos, administrativos y normativos que conlleven a una consolidación de la estructura
organizacional y delimite clara y objetivamente las atribuciones y deberes de las áreas ejecutivas  y operativas que integran el Instituto,

coadyuvando en su desarrollo y fortalecimiento.

Subprogramas Proyectos Objetivo Unidad Responsable

01010101010101010101
Desarrollo
Institucional

01020102010201020102
Fortalecimiento
Institucional

01030103010301030103
Información y
Comunicación

010101010101010101010101010101
Simplificación
y Modernización
Administrativa

010102010102010102010102010102
Sistematización de
Información Institucional

010201010201010201010201010201
Vinculación Institucional
e Interinstitucional

010202010202010202010202010202
Asuntos Jurídicos

010203010203010203010203010203
Programación,
Seguimiento y
Desarrollo Institucional

010301010301010301010301010301
Definición de la Línea
Editorial

010302010302010302010302010302
Comunicación Social

010303010303010303010303010303
Producción Editorial

Elaborar, desarrollar y actualizar los instrumentos
administrativos y operativos que permitan el
funcionamiento óptimo de todas las áreas del Instituto.

Actualizar, desarrollar y optimizar los servicios de
cómputo y de comunicaciones para sistematizar la
información del Instituto Electoral Veracruzano.

Optimizar los tiempos y actividades de este órgano
electoral, crear los espacios y mecanismos para la
transferencia de metodologías y tecnologías aplicables
en los procesos electorales y la realización de estudios
y debates.

Elaborar, desarrollar y actualizar estrategias e
instrumentos doctrinarios, normativos y operativos que
coadyuven en la optimización de la actuación del
Instituto Electoral Veracruzano, dentro de un marco
jurídico.

Programar y verificar el cumplimiento de los acuerdos
emitidos por el Consejo General y la Junta General
Ejecutiva, así como llevar el control de las actividades
programadas en cada uno de los proyectos del
Programa Operativo Anual, evaluando la eficacia y
eficiencia de los mismos.

Establecer una línea editorial y comunicación educativa,
basada en los principios de libertad, igualdad y
fraternidad, que permita homogenizar los mensajes
respecto del sentido y la razón de nuestras actividades,
y fortalecer la identidad institucional.

Desarrollar un concepto de comunicación social,
democrático y plural, que permita fortalecer la imagen
institucional, difundir las actividades y definir un mensaje
a partir de los principios democráticos que rigen al
Instituto, con el propósito de fortalecer su vínculo con
la sociedad veracruzana.

Establecer mecanismos de comunicación mediante la
elaboración de documentos informativos que coadyuven
a ampliar el acervo del IEV, proporcionando a la
sociedad mayores recursos de referencia y orientación
hacia el conocimiento político—electoral.

Dirección Ejecutiva de Administración
Departamento de Organización
y Métodos

Departamento de Informática

Presidencia del Consejo General

Coordinación del Secretariado

Secretaría Ejecutiva

Dirección Ejecutiva de Capacitación
Electoral y Educación Cívica
Departamento de Comunicación Social
Departamento de Diseño, Edición e
Impresión

Departamento de Comunicación Social

Departamento de Diseño, Edición e
Impresión
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02   Programa
Fortalecimiento del Sistema de Partidos Políticos

Descripción:
Para fortalecer el sistema de partidos políticos en la entidad, el Instituto Electoral Veracruzano
busca desarrollar una serie de actividades encaminadas a propiciar que estos puedan difundir
su pensamiento político, además de la elaboración de instructivos sobre tramites y registros que
deben realizar ante la autoridad electoral

De la misma forma, y para que conozcan los derechos y obligaciones que tienen en
materia fiscal, se considera la realización de cursos de actualización con las autoridades co-
rrespondientes.

Para desarrollar este programa se establecieron dos subprogramas:
•Desarrollo del Sistema de Partidos Políticos; y,
•Prerrogativas a los Partidos Políticos.

Subprograma
0201 Desarrollo del Sistema de Partidos Políticos

Proyecto:
020101 Difusión del Ideario de los Partidos Políticos

Descripción:
Al ser los partidos políticos coadyuvantes en la conformación de la democracia, es convenien-
te para un órgano electoral apoyar a los mismos, de forma equitativa, para que presenten sus
propuestas ideológicas.

En este sentido el IEV plantea la realización de una serie de eventos en los cuales los
representantes de los partidos políticos podrán manifestar su ideología, su forma de ver y hacer
la política, en torno a un tema y con un tiempo y un público similar para cada uno.

Estrategias:

1. Realizar eventos regionales sobre temas de interés para los partidos políticos.
2. Organizar un foro con dirigentes nacionales de partidos políticos.

Proyecto:
020102 Sistematización Documental de Organismos Políticos

Descripción:
Mediante una base de datos se llevará un registro puntual de los representantes de los organis-
mos políticos acreditados ante el IEV, así como de sus comités directivos y de sus documentos
básicos, a fin de mantener actualizada esta información y hacerla de fácil consulta.

Estrategias:

1. Desarrollar  bases de datos que permitan almacenar de manera sistemática la informa-
ción referida.
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2. Solicitar a los representantes de los partidos políticos y a los dirigentes de las asociacio-
nes políticas estatales y las agrupaciones políticas municipales la información actualiza-
da que se requiera de sus organizaciones políticas.

Proyecto:
020103 Derechos y Obligaciones de los Organismos Políticos

Descripción:
Mediante este proyecto se deberá realizar lo conducente para que los organismos políticos
acreditados ante el Instituto Electoral Veracruzano puedan gozar de los derechos que les
marca el Código Electoral del Estado de Veracruz, al igual que se definirán los tiempos y
formas en que deberán cumplir con las obligaciones ahí señaladas.

Para mejorar los trabajos marcados por el Código se realizarán actividades de revisión y
evaluación de los mecanismos implementados por otros órganos electorales del país para la
vigilancia del gasto que ejercen los organismos políticos.

De este trabajo podrán salir sugerencias de propuestas de adecuaciones, modificaciones
y modernización del reglamento existente en Veracruz sobre este particular.

Estrategias:

1. Revisar los informes y documentación sobre el financiamiento público, así como de los
recursos utilizados por los organismos políticos en el desarrollo de sus actividades.

2. Investigar y analizar el financiamiento a organismos políticos en otras entidades y los
procedimientos de revisión del mismo.

3. Promover cursos de actualización sobre derechos y obligaciones fiscales de los parti-
dos políticos.

4. Elaborar instructivos sobre trámites y registros.
5. Elaborar material para promocionar los derechos y obligaciones de los partidos políti-

cos, así como sus documentos básicos.

Subprograma
0202 Prerrogativas a los Partidos Políticos

Proyecto:
020201 Financiamiento a Organismos Políticos

Descripción:
El Instituto Electoral Veracruzano debe establecer, de acuerdo con su presupuesto y la fórmula
determinada en la Constitución, el otorgamiento de las prerrogativas y el financiamiento a que
tienen derecho los organismos políticos acreditados ante este órgano electoral, con la finali-
dad de fortalecer el sistema de partidos políticos.

Estrategia:

1. Determinar el financiamiento público estatal ordinario, financiamiento especial y de apo-
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yo a las tareas editoriales de las asociaciones políticas estatales, así como los apoyos
extraordinarios correspondientes.

Proyecto:
020202 Acceso de los Partidos Políticos a Medios de Difusión.

Descripción:
El Instituto Electoral Veracruzano tiene la responsabilidad de realizar las actividades pertinentes
para que los organismos políticos disfruten de las prerrogativas a que tienen derecho en materia
de acceso a medios de difusión propiedad del Gobierno del Estado, y que están marcadas en el
Código Electoral del Estado de Veracruz, así como en la Constitución Política local.

Estrategia:

1. Difundir a través de los medios de comunicación del Gobierno del Estado las platafor-
mas ideológicas de los partidos políticos.

Programa 02: Fortalecimiento del Sistema de Partidos Políticos

Objetivo:     Contribuir a fortalecer la presencia de los partidos políticos ante la ciudadanía.

Subprogramas Proyectos Objetivo Unidad Responsable

02010201020102010201
Desarrollo del
Sistema de Partidos
Políticos

02020202020202020202
Prerrogativas a los
Partidos Políticos

020101020101020101020101020101
Difusión del Ideario de
los Partidos Políticos

020102020102020102020102020102
Sistematización
Documental de
Organismos Políticos

020103020103020103020103020103
Derechos y
Obligaciones de los
Organismos Políticos

020201020201020201020201020201
Financiamiento a
Organismos Políticos

020202020202020202020202020202
Acceso de los Partidos
Políticos a Medios de

Difusión

Coadyuvar con los partidos políticos en la difusión de
sus planteamientos ideológicos mediante eventos de
interés público.

Mantener actualizado el acervo de documentos
básicos y comités directivos de los organismos políticos,
así como los registros de los representantes de partidos
políticos ante el Consejo General del IEV.

Implantar las acciones adecuadas para que los
organismos políticos disfruten sus derechos y facilitar el
cumplimiento de sus obligaciones.

Cubrir oportuna y adecuadamente los pagos
concernientes a los organismos políticos

Realizar las actividades para que los partidos políticos
accedan a los medios de comunicación propiedad del
Gobierno del Estado.

Dirección Ejecutiva de Prerrogativas
y Partidos Políticos

Dirección Ejecutiva de Prerrogativas
y Partidos Políticos

Dirección Ejecutiva de Prerrogativas
y Partidos Políticos

Dirección Ejecutiva de Prerrogativas
y Partidos Políticos

Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y
Partidos Políticos
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03   Programa
Educación Cívica y Cultura Democrática

Descripción:
El presente programa establece los proyectos y actividades que en materia de educación
cívica y cultura democrática debe realizar el Instituto Electoral Veracruzano con el objeto de
cumplir con el mandato de ley que establece el Código Electoral del Estado. Para lo cual se
pretenden acciones que permitan fomentar en la ciudadanía y en los educandos la importan-
cia de la educación cívica y los valores democráticos.

Este programa se divide en dos subprogramas:

•Desarrollo de la Educación Cívica y Cultura Democrática
•Difusión de los Programas de Educación Cívica y Cultura Democrática

Subprograma
0301 Desarrollo de la Educación Cívica y Cultura Democrática

Proyecto:
030101 Fortalecimiento de la Educación Cívica y Cultura Democrática.

Descripción:
La implementación de este proyecto permitirá fomentar el interés y la participación de los
educandos y la ciudadanía, para el ejercicio de sus derechos y obligaciones cívicas mediante
actividades que tienden impulsar a los valores democráticos.

Estrategia:

1. Concertar con las autoridades de educación pública en el estado e instituciones civiles
para crear espacios de interlocución que permitan implementar la logística organizacional
respecto a la aplicación de las actividades contenidas en este proyecto.

Proyecto:
030102  Desarrollo Bibliotecario

Descripción:
Consiste en la conformación de una acervo bibliotecario especializado en Sistemas Electorales,
Partidos Políticos, Cultura Política y Estudios comparados, mediante la firma de convenios con
Instituciones de educación superior y casas editoriales para la donación de material bibliográfi-
co, así como la automatización del servicio bibliotecario y la promoción del portal de Internet.

Estrategia:

1. Contar con un centro de consulta que se conforme con el material bibliotecario de la
Institución y material donado por instituciones públicas y privadas que contribuyan al
fortalecimiento de la Educación Cívica, mediante tareas propias de la Institución.
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Proyecto:
030103 Actualización y Mejoramiento Político—Electoral.

Descripción:
La dinámica de los procesos electorales conlleva a la aparición cotidiana de nuevas necesida-
des en materia político—electoral que inciden precisamente en propuestas o reformas de orden
constitucional y legal dado que tanto el derecho como la sociedad son dinámicos y evolucio-
nan conforme a los requerimientos de dicha sociedad.

La cultura democrática debe estar a la par con los cambios, su difusión y promoción debe
ser el reto de los organismos electorales, partidos políticos, asociaciones políticas y civiles,
instituciones educativas y ciudadanía en general. Es por ello que se requiere de una sistemati-
zación, capacitación e investigación de los fenómenos políticos electorales, económicos y
sociales, relacionados con los procesos de renovación institucional.

Estrategia:

1. Realizar un diplomado en derecho electoral, así como la organización de un congreso
nacional de consejeros y funcionarios electorales sobre resultados y experiencias en
procesos electorales.

Subprograma
0302 Difusión de los Programas de Educación Cívica y Cultura Democrática

Proyecto:
030201 Promoción del Programa de Educación Cívica y Cultura Democrática

Descripción:
Consiste en darle continuidad a la instalación de stands en las diversas ferias del estado de Veracruz.

Estrategia:

1. Instalar en las ciudades de Coatzacoalcos, Xalapa, Coatepec, Boca del Río, Martínez
de la Torre, Tuxpan, Misantla y Orizaba, stands en las ferias para difundir entre los
asistentes las actividades del Instituto Electoral Veracruzano.

Proyecto:
030202 Edición de Material Didáctico y Actualización de los Programas e Instructivos Electorales

Descripción:
Difundir la cultura política y la educación cívica a través de la edición de documentos de
divulgación y material didáctico. En coadyuvancia con el departamento de Diseño e Impresión
y el de Comunicación Social se diseñará la definición de la línea editorial.

Estrategia:

1. Elaborar y distribuir material didáctico y documentos de divulgación de los valores demo-
cráticos en los espacios donde el Instituto Electoral Veracruzano realice actividades inhe-
rentes a su función.
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Subprogramas Proyectos Objetivo Unidad Responsable

03010301030103010301
Desarrollo de la
Educación Cívica y
Cultura Democrática

03020302030203020302
Difusión de los
Programas de
Educación Cívica y
Cultura Democrática

030101030101030101030101030101
Fortalecimiento de la
Educación Cívica y
Cultura Democrática

030102030102030102030102030102
Desarrollo Bibliotecario

030103030103030103030103030103
Actualización y
Mejoramiento Político—
Electoral

030201030201030201030201030201
Promoción del
Programa de
Educación Cívica y
Cultura Democrática

030202030202030202030202030202
Edición de Material
Didáctico y
Actualización de los
Programas e Instructivos
Electorales

Fomentar en la ciudadanía y en los educandos la
importancia de la Educación Cívica y los valores
democráticos, mediante la combinación de procesos
de acción, reflexión y análisis de experiencias. Promover
el conocimiento y ejercicio responsable de los derechos
y obligaciones, y propiciar el desarrollo abierto y
armónico con los miembros de la comunidad. Dar a
conocer a la ciudadanía la manera gráfica los  avances
en materia democrática en el estado.

Promover y acrecentar en los educandos y la
ciudadanía en general la participación e interés por la
literatura en materia político—electoral. Así como contar
con un portal de internet que les permita obtener de
manera eficiente la información requerida.

Reafirmar los conocimientos en materia político—
electoral e intercambiar criterios que permitan el
perfeccionamiento en la organización de los procesos
electorales a través de las experiencias vivenciales.
Adquirir y desarrollar conocimientos teóricos prácticos
sobre la legislación electoral, el sistema electoral,
instituciones que intervienen en un proceso electoral.

Contar con mecanismos adecuados que permitan la
difusión del programa de educación cívica y cultura
democrática.  Contribuir a la formación de una ciuda-
danía más informada, participativa y responsable con
el fin de construir una cultura democrática.

Realizar y distribuir material impreso que fortalezca la
educación cívica y cultura democrática, así como
actualizar los programas e instructivos electorales.
Contribuir con el conocimiento y práctica de los
principios, valores e instituciones de la democracia
mediante la difusión de mensajes escritos. Unificar los
mensajes del Instituto Electoral Veracruzano hacia la
ciudadanía.

Programa 03: Educación Cívica y Cultura Democrática

Objetivo: Objetivo: Objetivo: Objetivo: Objetivo: Promover el desarrollo de la educación cívica y cultura democrática en el estado. Así como desarrollar mecanismos que

permitan promover acciones encaminadas a brindar información y orientación a la ciudadanía con el fin de propiciar la formación
permanente de conocer y participar de manera activa y responsable en el desarrollo de los procesos y procedimientos electorales
como garantes de la legalidad en la integración de la autoridad.

Dirección Ejecutiva de Capacitación
Electoral y Educación Cívica

Dirección Ejecutiva de Organización
Electoral

Dirección Ejecutiva de Capacitación
Electoral y Educación Cívica

Dirección Ejecutiva de Capacitación
Electoral y Educación Cívica

Dirección Ejecutiva de Capacitación
Electoral y Educación Cívica

Dirección Ejecutiva de Capacitación
Electoral y Educación Cívica
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04   Programa
Organización Electoral

Descripción:
El programa de Organización Electoral orienta sus acciones a  contar con instrumentos que
permitan a los partidos políticos, organizaciones, ciudadanía en general y, por supuesto, al
propio Instituto formarse juicios de opinión y para la toma de decisiones, a través del análisis e
interpretación de datos estadísticos de los más recientes procesos electorales en nuestro estado.

El desarrollo de este programa le permitirá al Instituto contar con archivos gráficos de los
alcances y delimitaciones de las secciones electorales y, fotográficos, de los lugares donde
tradicionalmente se instalan las casillas.

Durante este año una de las tareas principales del Instituto será realizar los estudios corres-
pondientes para la nueva distritación local, que serán presentados al H. Congreso del Estado.

Para desarrollar este programa se establecieron dos subprogramas:

•Actualización de la Documentación e Información Electoral; y
•Geografía Electoral.

Subprograma
0401 Actualización de la Documentación e Información Electoral

Proyecto:
040101 Acopio y Análisis de la Información Electoral

Descripción:
Consiste en la elaboración de un directorio que permita el fácil manejo de la información sobre
los ciudadanos que integraron los órganos desconcentrados, mesas directivas de casilla y
consulta, así como de las autoridades auxiliares municipales.

Estrategias:

1. Elaborar un directorio de órganos desconcentrados y mesas directivas de casilla y
consulta.

2. Elaborar un directorio de Agencias y Subagencias Municipales.

Proyecto:
040102 Diseño de Documentación Electoral

Descripción:
Cada proyecto de diseño  de documentación electoral busca integrar los contenidos temáticos
necesarios, para contribuir al desarrollo de los procesos electorales en el futuro y fomentar el
crecimiento democrático de la sociedad.

Estrategia:

1. Realizar un estudio comparativo con documentación electoral de otros organismos, que
nos permita diseñar una propuesta para las elecciones locales.
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Proyecto:
040103 Estadística Electoral

Descripción:
Conjunto de herramientas para el análisis de los procesos electorales locales en nuestra enti-
dad, al servicio de partidos políticos, funcionarios electorales y ciudadanía en general.

Estrategia:

1. Capturar, la información estadística de la elección local del año 2000, presentarla en
medio magnético y editar la memoria de dichas elecciones.

Subprograma
0402 Geografía Electoral

Proyecto:
040201 Redistritación Electoral

Descripción:
Este proyecto va encaminado a realizar los estudios correspondientes para la nueva distritacion
electoral local.

Estrategia:

1. Realizar los estudios y análisis necesarios para la nueva distritacion electoral local y
conformar un archivo con los datos relevantes de la misma.

Proyecto:
040202 Cartografía Electoral

Descripción:
Proyecto que pretende acopiar la cartografía actual para adecuarla a la nueva distritacion,
que permita, integrar los archivos de organización electoral de manera distrital, municipal y
seccional.

Estrategias:

1. Convenir con el Instituto Federal Electoral la adquisición de la cartografía electoral
actualizada.

2. Verificar físicamente la ubicación de las mesas directivas de casilla y tomar fotografías
de las mismas, previendo los posibles lugares que pudieran servir para la reubicación
de las casillas.

Proyecto:
040203 Acopio de Espacios de Uso Común
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Descripción:
Recabar de cada uno de los 210 municipios la relación de espacios de uso común disponibles
en sus localidades que puedan ser utilizadas por los partidos políticos y el propio Instituto.

Estrategia:
Conformar un archivo con los datos relevantes de los espacios de uso común.

Subprogramas Proyectos Objetivo Unidad Responsable

Programa 04: Organización Electoral

Objetivo:     Actualizar los datos estadísticos, bancos de datos de integrantes de órganos desconcentrados y formatos de documentación
electoral que permitan formar juicios de opinión.

04010401040104010401
Actualización de
la Documentación
e Información
Electoral

04020402040204020402
Geografía
Electoral

040101040101040101040101040101
Acopio y Análisis de la
Información Electoral

040102040102040102040102040102
Diseño de
Documentación Electoral

040103040103040103040103040103
Estadística Electoral

040201040201040201040201040201
Redistritación Electoral

040202040202040202040202040202
Cartografía Electoral

040203040203040203040203040203
Acopio de Espacios de
Uso Común

Obtener la información necesaria para la elaboración
del banco de datos, respecto de los integrantes de
los organos desconcentrados, así como de las
agencias y sub—agencias municipales

Adecuar la documentación para el desarrollo de los
procesos Electorales.

Contar con información estadística de la elección local
del año 2000.

Conformar los municipios que integrarán la nueva
distritación electoral local.

Contar con los datos necesarios que permitan
determinar con precisión la ubicación y delimitación
de cada una de las secciones electorales, con un
archivo fotográfico de los lugares donde se han
instalado las mesas directivas de casilla.

Conformar un archivo con los datos relevantes de los
espacios de uso común.

Dirección Ejecutiva de Organización
Electoral

Dirección Ejecutiva de Organización
Electoral

Dirección Ejecutiva de Organización
Electoral

Dirección Ejecutiva de Organización
Electoral
Dirección Ejecutiva del Registro de Electores

Dirección Ejecutiva de Organización
Electoral
Dirección Ejecutiva del Registro de Electores

Dirección Ejecutiva de Organización
Electoral
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05   Programa
Servicio Profesional Electoral

Descripción:
El principio de profesionalismo electoral resulta altamente relevante y tiene el propósito de
asegurar una actuación de mayor calidad entre sus elementos. El Instituto Electoral Veracruzano,
ha organizado y desarrollado un sistema de reclutamiento, selección y formación del personal
calificado para prestar el servicio electoral; dicho sistema se ha denominado “Servicio Profesio-
nal Electoral”. La idea central de este parte de las siguientes premisas:

Este programa esta formado por dos subprogramas:

• Integración del Servicio Profesional Electoral
• Capacitación Institucional.

Subprograma
0501 Integración del Servicio Profesional Electoral

Proyecto:
050101 Proceso de Incorporación al Servicio Profesional Electoral 1ª y 2ª Fase

Descripción:
El ingreso al Servicio Profesional Electoral comprende el reclutamiento y selección de aspiran-
tes, la ocupación de vacantes, su incorporación a los cuerpos que componen el servicio, así
como el registro de toda la documentación de los aspirantes que hayan cubierto los requisitos
legales correspondientes.

Los aspirantes deberán cumplir con los requisitos y aprobar las fases que establezca la
convocatoria expedida por el Instituto Electoral Veracruzano y sólo podrán concursar por un
puesto.

El concurso se desarrollará en dos fases. La primera fase está dirigida sólo a aspirantes
externos, y consta de dos etapas. La primera constará de la revisión curricular académica y
profesional para ocupar el puesto por el que se concurse; la segunda etapa comprende la
aprobación de los exámenes previos de conocimientos generales.

Estrategia:

1. Preparar el contenido temático de los exámenes de ingreso y elaborar la convocatoria
correspondiente, la cual deberá contener la descripción de requisitos que deben cumplir
los interesados en ocupar una plaza del Servicio Profesional Electoral, así como las reglas
y modalidades de ingreso al mismo, que comprende el reclutamiento, selección, la ocupa-
ción de vacantes y la incorporación a los cuerpos que conforman el Servicio.

Proyecto:
050102 Formación Básica

Descripción:
La Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral del Instituto Electoral Veracruzano, ela-
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bora el presente proyecto con la finalidad de consolidar la formación del personal de nuevo
ingreso al Servicio Profesional Electoral, a través de las actividades conducentes a la adquisi-
ción de conocimientos teóricos y prácticos, además de las aptitudes que se requiere para
emplearse, la cual permite mejorar sus habilidades, generando el desarrollo del personal.

Para llevar a cabo este proceso se diseñó el proyecto denominado “Formación Básica”,
que consiste en la preparación para la entrada directa al empleo. Con la cual se da respuesta
a la necesidad institucional de contar con un cuerpo de funcionarios el cual se concibe como
instrumento inicial para lograr la integración, desarrollo y consolidación formativa del personal
que ingrese al Servicio de carrera.

Con un enfoque participativo se involucra al personal de nuevo ingreso, en el proceso de
enseñanza—aprendizaje con el propósito de que se les permita mejorar paulatinamente su
desempeño laboral y genera y un impacto positivo en su desempeño, así como la obtención,
en su caso, de incentivos y promociones dentro del servicio.

En suma, se pretende dar a la formación un carácter integrado y multiplicador que permita
alentar y promover en los miembros del Servicio la planeación de su carrera.

Estrategia:

1. Preparar el contenido temático en materias relacionadas con las actividades electorales que
permita al personal que ingresa al Servicio Profesional Electoral homogeneizar los conoci-
mientos necesarios que los faculte para asegurar el desempeño profesional del Instituto.

Subprograma
0502  Capacitación Institucional

Proyecto:
050201 Desarrollo Humano y Profesionalización del Servidor Público

Descripción:
Ante las dificultades que enfrenta el personal del Instutito Electoral Veracruzano para hacer
compatible la capacitación con el trabajo, se ha diseñado una serie de cursos y conferencias
con el fin de contribuir al desarrollo individual y laboral del personal y fomentar la correspon-
dencia de su actuación con los principios de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza,
independencia, profesionalismo, equidad y definitividad, así como coadyuvar al fortalecimien-
to y desarrollo de sus actividades con el Instituto.

Los cursos que integran este proyecto fueron sometidos a consideración de los titulares de
las diversas áreas, con la finalidad de actualizar sus conocimientos y poder brindar a los
ciudadanos mas seguridad y eficacia en los procesos electorales, y un desarrollo profesional
entre los trabajadores.

Estrategia:

1. Identificar las Instituciones más apropiadas para realizar los cursos y talleres de capaci-
tación y desarrollo del personal, de acuerdo al contenido y calidad de estos y cubrir las
necesidades de capacitación de cada una de las áreas que integran al Instituto.
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 06   Programa
Planeación y Administración

Descripción:
No obstante que el Instituto Electoral Veracruzano es un organismo dotado de autonomía
presupuestal, como entidad debe sujetarse a los lineamientos de programación y presupuestación
emitidos por el Gobierno del Estado a través de la Secretaría de Finanzas.

Con base en lo anterior, se ha diseñado un programa orientado a establecer mecanismos de
disciplina presupuestal, bajo los criterios de austeridad, racionalidad, honestidad y eficiencia, en
el gasto de este organismo.

Este programa se divide en dos subprogramas:

•Administración y Control de los Recursos
•Auditoria Operativa y Financiera

Subprogramas Proyectos Objetivo Unidad Responsable

Programa 05: Servicio Profesional Electoral

Objetivo: Realizar el proceso de ingreso al Servicio Profesional Electoral, de conformidad a lo establecido en la convocatoria.
Realizar la formación básica mediante la capacitación al personal que ingrese al servicio profesional electoral. Capacitar al
personal de Instituto.

05010501050105010501
Integración al
Servicio Profesional
Electoral

05020502050205020502
Capacitación
Institucional

050101050101050101050101050101
Proceso de
Incorporación al Servicio
Profesional Electoral 1ª y
2ª Fase.

050102050102050102050102050102
Formación Básica

050201050201050201050201050201
Desarrollo Humano y
Profesionalización del
Servidor Público

Realizar el proceso de ingreso al Servicio Profesional
Electoral en su primera y segunda fase de
conformidad a lo establecido en la convocatoria.

Realizar la formación básica mediante la
capacitación al personal que ingrese al Servicio
Profesional Electoral (primera fase).

Capacitar al personal del Instituto Electoral
Veracruzano.

Dirección Ejecutiva del
Servicio Profesional Electoral

Dirección Ejecutiva del
Servicio Profesional Electoral

Dirección Ejecutiva del
Servicio Profesional Electoral



21

Agenda

Subprograma
0601 Planeación y  Administración Financiera

Proyecto:
060101 Administración y Control de los Recursos

Descripción:
Conjunto de estrategias y actividades que permiten conocer en todo momento la situación
financiera del Instituto.

Estrategias:

1. Hacer un uso adecuado de los recursos financieros asignados al Instituto.
2. Proveer los recursos humanos, materiales y financieros necesarios para el buen funciona-

miento de las actividades del instituto, asi como agilizar y dar seguimiento a las gestio-
nes administrativas pertinentes, definiendo las políticas aplicables para tal efecto.

3. Formular el programa anual de adquisiciones del Instituto Electoral Veracruzano.
4. Realizar la adquisición de bienes, contratación de servicios y arrendamiento de inmuebles,

observando los criterios que fije el Comité de Adquisiciones y Obras Públicas del Institu-
to Electoral Veracruzano.

5. Garantizar el control sobre los bienes muebles e inmuebles y de consumo, propiedad
del Instituto Electoral Veracruzano.

6. Coordinar la elaboración y liquidación correcta y oportuna de las remuneraciones a los
servidores públicos del Instituto, de conformidad con los tabuladores de sueldos, sala-
rios e incentivos vigentes.

Subprograma
0602 Consolidación y Control de los Recursos

Proyecto:
060201 Auditoria Operativa y Financiera.

Descripción:
Aplicación de un proceso sistemático que permita obtener y evaluar de manera objetiva las
evidencias relacionadas con informes sobre actividades financieras y operativas del Instituto,
para determinar el grado de correspondencia con los programas previamente establecidos y si
han sido desarrollados observando los principios requeridos para el caso.

Estrategias:

1. Contratar servicios especializados de auditoría que permitan conocer una opinión inde-
pendiente sobre la contabilidad del Instituto.

2. Establecer mecanismos para regular el ejercicio del presupuesto, con base en las
dispociones legales, fiscales y administrativas.
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Subprogramas Proyectos Objetivo Unidad Responsable

Dirección Ejecutiva de Administración

Dirección Ejecutiva de Administración

Programa 06: Planeación y Administración

Objetivo: Objetivo: Objetivo: Objetivo: Objetivo: Diseñar y establecer mecanismos de planeación financiera que coadyuven a mantener sanas las finanzas del Instituto,

mediante la disciplina presupuestal y bajo criterios de austeridad, racionalidad, honestidad y eficiencia en el gasto público.

06010601060106010601
Planeación y
Administración
financiera

06020602060206020602
Consolidación y
Control de los Recursos

060101060101060101060101060101
Administración y Control
de los Recursos

060201060201060201060201060201
Auditoría Operativa y
Financiera

Administrar, controlar y dar uso eficiente a los recursos
del Instituto, que permitan cumplir con los fines del
mismo de una manera  eficaz y con la normatividad
establecida para el uso racional de los mismos.

Consolidar la información financiera, contable y
presupuestal que se genera, vigilando y asegurando
que la documentación que soporta las operaciones
realizadas por el instituto, reúna los requisitos legales,
fiscales y administrativos que establece la normatividad
vigente, dar seguimiento a la gestión del Instituto en
materia contable, presupuestal, financiera y operativa
y garantizar el correcto cumplimiento del Instituto en
materia fiscal.
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as diversas doctrinas políticas vigentes hoy en día están de
acuerdo en sostener que una de las diferencias básicas entre los sistemas totalitarios y los
democráticos consiste en que estos últimos han establecido y legitimado sus canales de partici-
pación política, contemplada no sólo en su manifestación electoral, sino en otro tipo de expre-
siones provenientes de la sociedad civil.

El hecho de que la democracia, tal como es entendida en el mundo occidental, descanse
en los postulados del liberalismo, presenta graves problemas en la identificación del ciudada-
no, especialmente cuando este concepto se enfrenta a la problemática de género.

El liberalismo es en sí la creencia en un conjunto de prácticas y métodos que tienen por
objetivo la consecución del ideal de la libertad para los individuos, así como la generación de
los mecanismos idóneos para su participación democrática en la toma de decisiones orienta-
das al óptimo ejercicio de la función pública. Estas ideas descansan en los siguientes supuestos:
en primer término, en la libre expresión de la personalidad individual; segundo, en la creencia
en la capacidad del hombre para lograr que esa expresión sea valiosa para sí mismo y para la
sociedad; finalmente, se cree también en la existencia de instituciones y prácticas capaces de
protejan y favorecer la libre expresión y la confianza en el valor supremo de la libertad.

Así, el pensamiento liberal se ha debatido entre dos puntos centrales: uno es el repudio
frente a la autoridad arbitraria y, el otro, la libre expresión de la personalidad individual.

Dulce Ma. Cinta Loaizapor

L

1 La autora agradece a la maestra Vitalia López D. sus valiosas opiniones y sugerencias a este trabajo.

Democracia
y Participación Política Femenina1
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Bajo este enfoque, el individuo guiado por sus
intereses personales y la satisfacción de sus necesi-
dades constituirá la esencia de la sociedad, la cual
será vista como un conjunto de átomos indepen-
dientes, autónomos, racionales y libres, aunque no
iguales. Para lograr el funcionamiento de este tipo
de sociedad, se insiste en la conveniencia de que
los controles sociales y políticos imperantes sean
impersonales. Los dos elementos centrales de esta
impersonalidad serían el Estado de derecho y el
mercado. Así, en aras de la libertad y mediante sus
respectivas instituciones, se buscará apoyar una
impartición equitativa de la justicia y el estricto ape-
go a las normas jurídicas, la abolición de los mono-
polios y la vigencia de las leyes económicas de la
competencia.

En este sentido, el pensamiento liberal puro
sostiene como tesis central al individuo y su libertad
como el eje de todas las decisiones. Esta concep-
ción de libertad implica que el individuo racionali-
za su libre voluntad para decidir, en términos políti-
cos, su forma de participación en la sociedad. En
otras palabras, habrá de determinar no sólo cómo
obrar por sí mismo, sino también para consigo mis-
mo y para con los demás.

Sin embargo, es reconocido, al tenor de lo
antes expuesto, que no hay sistemas democráti-
cos que reflejen el ideal de la participación
igualitaria. Aun en las democracias liberales más
avanzadas, el ejercicio de los derechos políticos,
junto a la existencia de elecciones libres y compe-
tidas, con un sistema de partidos plural y la alter-
nancia en el poder, muestran la existencia de pri-
vilegios de ciertos grupos con respecto a otros.
Éste es el caso de la participación política de gé-
nero. La desigual representación de los intereses
de género condiciona la acción ciudadana para
la participación política.

El concepto de la participación política en las
democracias occidentales, sin considerar en este
momento la problemática de género, ha llevado a
un sesgo en su conceptualización, toda vez que la
participación política se circunscribe muy frecuen-
temente a los estrechos confines de la participa-
ción electoral. Sin cuestionar que en todo sistema
democrático decidir quién habrá de gobernar co-
rresponde a la expresión de las preferencias políti-
cas del ciudadano mediante el voto, es necesario

recordar que la acción política de los individuos
no se agota en el ámbito electoral.

Así, Bobbio ha destacado que la expresión
participación política puede usarse para designar
toda una serie de actividades, que van desde el
acto mismo del voto, hasta acciones tan variadas
como la militancia en un partido político, la partici-
pación en manifestaciones, los apoyos concedidos
a una determinada agrupación política, la discu-
sión de sucesos políticos, el apoyo a un candidato
de manera individual o la presión ejercida sobre el
gobierno para lograr modificar sus decisiones, por
mencionar sólo algunos.

En este trabajo no se abordará el estudio de
las formas en que se lleva a cabo la participación
política desde los distintos ámbitos organizados
(partidos políticos, movimientos sociales, grupos de
presión, entre otros), sino que se pretende explorar
cómo, al margen del tipo de participación, las de-
mocracias no se han mostrado muy interesadas en
la defensa de sus ideales cuando se trata de la
desigualdad de género.

La participación política en cualesquiera de
sus formas, se refiere indiscutiblemente a aque-
llas acciones que llevan a cabo los individuos
en su calidad de ciudadanos. Es a partir de este
último concepto que puede iniciarse la reflexión
sobre la participación política de las mujeres.
¿Son ellas realmente ciudadanas? Si bien las
constituciones de todo Estado democrático esta-
blecen que sí lo son, la práctica parece demos-
trar que no es así.

Veamos con detalle esta situación. La partici-
pación política es una de las esferas de la ciencia
política que está íntimamente relacionada con la
del ejercicio del poder en la sociedad. La reflexión
teórica pretende responder a preguntas del tipo:
¿a quién se otorga el poder?, ¿cómo se obtiene?,
¿para qué se usa? Asimismo, y por definición, el
poder y su ejercicio político está asociado con la
esfera de lo público.

Respecto a este asunto, en las democracias
liberales por mucho tiempo ha sido común consi-
derar que el mundo de lo público es el mundo
de los hombres y el mundo de lo privado es el
de las mujeres, excluyéndolas, por lo tanto, de
participar de forma efectiva del poder y de la
toma de decisiones.
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Una democracia sin la participación total de
las mujeres en los diversos aspectos de la vida pú-
blica, no es democracia. Al establecer la universa-
lización de los derechos políticos, las democracias
liberales la hacen descansar en la premisa de la
igualdad de oportunidades, que formalmente se
refleja en las normas expresadas en la legislación.
El problema radica en que para hacer uso de esta
igualdad de oportunidades, el punto de partida
entre hombres y mujeres no es igualitario. En pala-
bras de Bourdieu,

la igualdad formal entre los hombres y las mujeres tiende
a disimular que, a igualdad de circunstancias, las mujeres
ocupan siempre unas posiciones menos favorecidas.2

De esta forma, las mujeres no son ciudadanas
en el sentido aplicado a los hombres. Tal como
Fernández Poncela ha afirmado:

la democracia y la ciudadanía han tenido siempre un
género: el masculino. El ciudadano abstracto por
antonomasia es el hombre y la democracia se ha
aprendido durante mucho tiempo en ese sentido.3

Por lo tanto, el ejercicio democrático del po-
der y su concepción teórica han de ser redefinidos
en el sentido propuesto por Anne Phillips:

la política se ha de reconceptualizar sin los prejuicios
del género, y la democracia debe repensarse con ambos
sexos incluidos en ella. Los viejos conceptos se han de
reconfigurar.4

La comprensión de esta relación democracia—
ciudadanos presenta un sinnúmero de complejida-
des. Al no considerar las condiciones de orden so-
cial, cultural y político asociadas a las diferencias
de género, la larga fase de construcción teórica y
práctica de la igualdad democrática finalmente ha
derivado en serios límites a la participación políti-
ca de las mujeres. Aun cuando en el desempeño
de las variadas formas de democracia vigentes ac-
tualmente, se ha llegado a reconocer la existencia
de estas asimetrías de género como potencialmente
positivas. Lo cierto es que en las democracias libera-
les más radicales sólo se las reconoce de forma
marginal, es decir, los espacios de participación a
que las mujeres tienen acceso son reducidos.

Así, cuando en las democracias se establecen
las demandas para los puestos de mayor rango en

la actividad pública y se llama a la participación
de los ciudadanos, el discurso parece dirigirse a un
solo género, el masculino. La discusión teórica acer-
ca del concepto de ciudadano refleja claramente
esta situación. Así, por ejemplo, la definición de ciu-
dadanía propuesta por Marshall establece que:

la ciudadanía es un estatus conferido a aquellos que
son miembros plenos de una comunidad. Todos los que
poseen dicho estatus son iguales con respecto a los
derechos y deberes con los que el estatus está dotado.5

De ser esto cierto, ¿por qué tan pocas muje-
res participan en los puestos de poder y toma de
decisiones? La respuesta no es simple. El significa-
do de la ciudadanía en relación al género constitu-
ye un problema no resuelto de construcción  de las
categorías para elucidarlo.

A este respecto, la reflexión de Beatriz Rodríguez
es pertinente en tanto que aborda el carácter históri-
co de la cuestión de las inequidades de género. La
argumentación de esta autora hace énfasis en que
desde sus orígenes —que se remontan a la Grecia
antigua— el concepto de ciudadano no apunta a
una comunidad de iguales, toda vez que es consi-
derado como un atributo de adscripción a la ciu-
dad, la cual es concebida como el lugar de don-
de emanan las cuestiones públicas, mismas que
guardan una total correspondencia con el géne-
ro masculino.6

A pesar de los siglos transcurridos desde
Aristóteles y de las sucesivas discusiones teóricas y
precisiones sobre el concepto de ciudadanía, en
las democracias actuales el problema continúa vi-
gente, en tanto que resulta difícil de entender y mu-
cho más de aplicar. Esto se refleja claramente al

2 Bourdieu, Pierre: La dominación masculina, Barcelona, Anagrama,
2000, p. 115.

3 Fernández Poncela, Anna: “Participación social y política en México:
un Estado de la cuestión”, en Participación política. Las mujeres en
México al final  del milenio, México, El Colegio de México,1995,
p. 23.

4 Phillips, Anne: Género y teoría democratica, México, IIS/PUEG. UNAM,
1996. p 14.

5 Marshall, T.H.: Ciudadanía y clase social, Madrid, Alianza Editorial,
1995, p. 18.

6 Rodríguez V., Beatriz: Algunas reflexiones sobre el concepto de
ciudadanía, a partir de un texto de Thomas H. Marshall, documento
de trabajo, 1999.
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intentar explicarse que a pesar del enorme bagaje de derechos y obligaciones para los
ciudadanos, se permita la exclusión en la vida de una sociedad, en donde hay inmensas
mayorías de población relegadas de sus derechos políticos y sociales.

Así, las mujeres, los marginados, los desempleados, los indígenas, los homosexuales/
lésbicas, los niños de la calle, realmente no participan de sus derechos de ciudadanos en
condiciones de igualdad, libertad y de estricta aplicación de la justicia. En materia de parti-
cipación política, las mujeres aún no ejercen una ciudadanía plena. Existe una amplia gama
de explicaciones teóricas sobre dicha problemática. La de mayor peso es aquella que enfo-
ca la desigual participación de las mujeres en las democracias, a la construcción social que
de la categoría género las mismas democracias han desarrollado a través del tiempo.

En esencia, las construcciones sociales que predeterminan la actuación de los géne-
ros se afirman y reafirman a través de relaciones de poder, toda vez que el poder es un
fenómeno siempre presente en la interacción humana. Por su esencia misma, estas relacio-
nes no se rigen bajo un criterio de igualdad.

En las sociedades democráticas, de todas las esferas de la vida, una de las menos
permeable, por su resistencia a modificar sus relaciones de poder, es la actividad política.
Aunque se reconoce que la vida democrática requiere para su sostenimiento de la partici-
pación de todos sus ciudadanos y ciudadanas, lo cierto es que los patrones tradicionales
sostenidos por la democracia liberal no han sido transformados lo suficiente como para
permitir la participación política femenina en condiciones de relativa equidad.

El problema real de las democracias liberales es la forma valorativa de su interpreta-
ción del concepto de género. Tal  valoración está, desde luego, fuertemente permeada
por las condiciones de orden social, cultural, económico y político en donde se desarro-
llan hombre y mujer como entes interactuantes, en relaciones que no pueden ser compren-
didas, analizadas ni caracterizadas haciendo abstracción de la diferencia sustantiva entre
unos y otras, que es precisamente el género.

Así, desde los griegos hasta nuestros días, en las democracias liberales este tópico se
ha nutrido de quienes sostienen que la identidad de género es de orden natural; es decir,
que las diferencias de orden biológico se traducen en diferencias de orden social, de
manera que éstas no pueden ser modificadas y, por lo tanto, este orden natural simplemen-
te se queda estable e inmutable.

Por otro lado, están quienes sostienen que esta identidad de género se adquiere en
razón de la cultura en la que el ser humano se desarrolla. Esta visión sostiene que no se
nace en un género, sino que se accede a un género. Parafraseando la proposición de
Simone de Beauvoir en El segundo sexo, se diría que no se nace mujer u hombre sino se
llega a ser mujer u hombre, según sea el caso.

La referencia al patriarcado constituye una de las mejores formas de analizar la posi-
ción planteada en el párrafo anterior. En la vida en común, el patriarcado surge del deseo
de los hombres por controlar la naturaleza, asegurar la paternidad e imponer una forma
determinada de organización sociopolítica. Según Graciela Hierro, el patriarcado

constituye la institucionalización de la fuerza masculina y su pilar es la familia monogámica, eslabón más
reciente de las instituciones sociales primarias, cuyo objetivo es el de garantizar un control total sobre la
vida individual de sus miembros.7

7 Hierro, Graciela: Ética y feminismo, México, UNAM, 1985, p. 36.
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En esta forma de organización familiar, las mujeres son relegadas a la categoría de
«ser—para—otro», no son agentes sociales y carecen de poder. El único sujeto real y concre-
to es el hombre, el cual determinará la identidad de las mujeres. A este respecto, la afirma-
ción de de Anne Phillips es esclarecedora:

Todas las sociedades que conozco definen a las mujeres como las ciudadanas. Las responsables en
último término de cuidar a los ancianos, los jóvenes y los enfermos, por no mencionar a sus maridos,
plenamente capaces.8

En la forma de organización social llamada «democracias liberales», las mujeres son
consideradas aptas para la reproducción, para el cuidado de la casa, para mantenerse en
el ámbito de lo privado, sin que por ello se piense que este espacio les pertenece, pues
aun en éste las mujeres carecen de un espacio propio, recordando a Virginia Woolf. En
cambio, los hombres son los aptos para el trabajo productivo, para gobernar, para deten-
tar el poder. Ellos son los inteligentes, creativos, racionales, propietarios de bienes y los
únicos capacitados para decidir el orden social bajo el cual resulta conveniente vivir.

Según este razonamiento generalizado, incluso en esta época que se ha dado en
llamar posmoderna, las mujeres no tienen ninguna posibilidad de decisión, puesto que son
incapaces por carecer de poder, de propiedades y de racionalidad; sin embargo, esto es
visto como natural por el mismo orden social, en donde se reproduce constantemente el
sometimiento de la mujer y la perpetuación del dominio masculino.

El modo de operar de este orden social se aprende informalmente en el hogar y el
seno familiar y se refuerza en las instituciones educativas. Basta una lectura de Emilio y
Emilia, de Juan Jacobo Rousseau, para comprender cabalmente el problema al que se
enfrentan las mujeres. Así, la identidad de las mujeres está condicionada para un papel de
subordinación, en donde los hombres tienen todos los derechos sobre ellas, y ellas no
tienen siquiera derechos sobre sí mismas.

8 Phillis, Anne: Género y teoría democrática, México, IIS/PUEG. UNAM, 1996, p. 52.
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Este orden social tan bien construido a favor
de los hombres ha sido y continúa siendo cuestio-
nado por las mujeres desde las más diversas posi-
ciones socioculturales y por las más diversas vías.
Así, por ejemplo, cuando Olimpia de Gonges se
manifestó que la Declaración de los Derechos del
Hombre y el Ciudadano, proclamada por la revo-
lución francesa, excluye a las mujeres y se dispuso
a escribir los Derechos de la Mujer y la Ciudada-
na, el desacato al orden establecido para bien del
género masculino le cuesta la vida, con el ejem-
plar castigo de la guillotina.

La historia de la lucha por los ideales y los
derechos de las mujeres en las democracias libera-
les es una abigarrada sucesión de ejemplos como
el citado en último término. En el plano de la parti-
cipación política, y aunque ésta es básica para la
democracia, es posible hoy en día percatarse de
la resistencia —a veces sutil y encubierta, otras ex-
plícita— en los ámbitos políticos para reconocer a
plenitud la ciudadanía de las mujeres, inclusive cuan-
do se reconoce el logro fundamental del derecho
a votar y ser votada. En el fondo, el criterio de la
jerarquización sexual que sigue privilegiando y pro-
tegiendo lo masculino, hace que cuando las muje-
res quieren hacer efectivo su derecho a ser y ac-
tuar como ciudadanas, se piense que entonces
deban actuar en apego a los roles impuestos para
los propios hombres, doblegando con ello su iden-
tidad femenina. De esta forma, el patriarcado alla-
na el camino para garantizar su reproducción y su
perpetuación como forma de organización familiar,
laboral, política, etcétera.

Diferentes autores y autoras han expuesto la
necesidad de replantear, en las democracias libe-
rales, las conceptualizaciones de la participación
política de las mujeres. La democracia no es mas-
culina. La democracia debe redefinirse a sí misma,
para que en el plano de la ciudadanía, que es la
vía para la participación política, se interrumpa el
proceso por el cual ciertos sujetos, en razón de su
género, son excluidos y otros no lo son.

La categoría de ciudadanía activa, que Hanna
Arendt brillantemente logró construir a principios del
siglo XX, constituye un excelente punto de partida
hacia el reconocimiento real de pares a nivel de
ciudadanos y ciudadanas, que asumen igualdad
de derechos y deberes en el ámbito de lo públi-
co. El desarrollo de este hilo conductor, que reco-
noce la diferencia de género y que para fines de
análisis teórico la ubica en un mismo plano, es
una tarea pendiente con vistas al replanteamiento
no sólo de las ideas democráticas, sino de la esen-
cia misma de las ideas de representación y parti-
cipación política.

La obra de Anne Phillips constituye un avance
en el desarrollo de esta posición. Esta autora pos-
tula que en la medida que en los avances demo-
cráticos permee cada vez más la idea de que lo
“personal es político”, la división entre lo público y
lo privado, que tanto aleja a las mujeres de su ejer-
cicio real de ciudadanas, deberá conducir en lo
futuro a una sociedad que

o bien trata a hombres y mujeres como iguales genuinos,
en cuyo caso resultarán ser el mismo número en cualquier
foro para tomar decisiones, o bien los trata desigualmente,
en cuyo caso necesitamos acuerdos especiales para
garantizar una presencia igual.9

Si como parece desprenderse de algunos de
los estudios más reconocidos sobre la noción de
democracia y sus implicaciones en la práctica
política de las sociedades modernas, los avan-
ces en pensamiento y acción acerca de  la de-
mocracia deben reconocer que el punto de par-
tida implica una posición desventajosa para las
mujeres, y con base en ello incorporar concep-
ciones y prácticas con un enfoque de género.
Desde luego, esto implica un sistema organiza-
do de forma tal que tienda a generar un equili-
brio en el peso político de cada individuo inte-
grante del sistema, al margen de su condición
de género. A la fecha las mujeres propugnamos
por el reconocimiento de nuestro status de ciu-
dadanas, desde nuestras respectivas posiciones
en el entramado social, haciendo valer nuestra
presencia activa y refrendando nuestro anhelo
por este ideal en los espacios que día con día
vamos construyendo.

9 Phillips, Anne: op. cit., p. 153.
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La Democracia

Democracia entre otras acepciones significa: el “Gobierno del pueblo por el pueblo o
«unidad entre el sujeto y el objeto del poder político». Según que el pueblo actúe esa
voluntad por sí mismo o por medio de representantes, se habla de democracia directa o de
democracia representativa”.1  La democracia directa es una “Forma de organización políti-
ca en la que el conjunto de los ciudadanos titulares de derechos políticos expresa de
modo inmediato la voluntad suprema de la comunidad, correspondiéndole la adopción de
las leyes y de las decisiones más importantes”.2 La democracia representativa es una “For-
ma de Estado en la que la actuación del principio democrático (conforme al cual el pueblo
ha de determinar el sentido de la acción estatal) tiene lugar esencialmente mediante la
elección periódica por el cuerpo electoral de los órganos legislativos”.3

El voto electrónico:
¿Una posibilidad?

Cirla Berger Martínezpor

No pronostiques el futuro, ¡elígelo!

1 Diccionario Jurídico Espasa, (Espasa siglo XXI, LEX). Madrid, Espasa Calpe, 1999, p. 294.
2 Idem.
3 Ibidem, p. 295.
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El pueblo de México, en su lucha por la de-
mocracia —en una metáfora, quizá mal aplicada—
me recuerda la actividad de un volcán: un día hace
erupción y con violentos estruendos hace vibrar la
piel y el alma de quienes lo presencian; después,
como un gran coloso, descansa de su furia, pero
no totalmente; de pronto, se acomoda y sigue la-
tiendo bajo la tierra. En ocasiones se nota al exha-
lar bocanadas de humo negro... Asimismo ha sido
la transición a la democracia. Con levantamientos
explosivos y en ocasiones pacíficos, pero todos tras-
cendentales para el desenvolvimiento de la nación.

La democracia no es una fracción, una ten-
dencia, un movimiento o una ideología partidista,
aunque es cierto que parece ser uno de los térmi-
nos más utilizados durante el desarrollo de proce-
sos electorales pluripartidistas. Es una forma de
vida, que por tanto no debe circunscribirse al
momento en que se desarrollan procesos electo-
rales. El ideal es promover la reflexión de las dis-
tintas     posiciones filosóficas, ideológicas, cultura-
les, jurídicas y políticas, para registrar el proceso
de avance que se ha logrado en 91 años de la
lucha de independencia; es lo menos que puede
esperar esta nación.

A lo largo de esos 91 años, en nuestro país
han existido diversos movimientos sociales alterna-
tivos o emergentes que luchan por su reafirmación
y por que se les otorgue la participación igualitaria
en todos los espacios de la vida democrática de
México. Entre ellos, se encuentran los grupos
ecologistas, derechos humanos, partidos políticos,
asociaciones de ciudadanos, grupos culturales, nú-
cleos obreros autónomos, agrupaciones, incluso
asociaciones de artistas, por lo regular pensado-
res, que son los nuevos actores de la realidad so-
cial. También a lo largo de estos años han existido
luchas armadas en algunas zonas de nuestro país;
es decir, grupos de personas que guiados por un
ideal de justicia han desembocado en levantamien-
tos armados guerrilleros.

La democracia se ejerce por parte del pue-
blo, con la posibilidad de formar agrupaciones
políticas, partidos políticos, derecho a votar y ser
votado. Todo bajo el esquema que consiste en que
el ciudadano acuda a las urnas y tache sobre un
formato la opción por la que haya decidido entre
todas aquellas que se le presenten.

La democracia implica, entre otras cosas, igual-
dad y la posibilidad de participar, pero ¿qué signi-
fica la participación ciudadana? Significa que se
tenga el derecho de intervenir, la capacidad de
influir en una decisión importante o de interés gene-
ral, y que realmente se ejerza ese derecho. Dicha
posibilidad existe consagrada en la Constitución
Política de México, que señala que son prerroga-
tivas del ciudadano, votar en las elecciones po-
pulares, poder ser votado para todos los cargos
de elección popular y poder ser nombrado para
cualquier otro empleo o comisión teniendo las
cualidades que establezca la ley.4 No se preten-
de un cambio en la manera de postular candida-
tos a ocupar cargos públicos, sino a futuro facili-
tar la forma de emitir el voto en los procesos
electorales, plebiscitarios o de referendo.

El papel de los organismos electorales

En México, los organismos electorales federales y
estatales se encargan de organizar las elecciones,
el Instituto Federal Electoral las elecciones federa-
les y los distintos institutos electorales de la Repúbli-
ca las locales. Dentro de sus funciones se encuen-
tran tareas tales como campañas de divulgación y
promoción del voto, insaculación para elegir miem-
bros de las mesas directivas de casillas, capacita-
ción, elección de consejeros y demás personal que
participará en el proceso electoral, plebiscitario o
de referendo y, desde luego, la elaboración del
presupuesto que se requerirá para llevar a cabo
esas funciones.

La posibilidad real de iniciar una revolución
democrática auténtica, sin precedentes en la his-
toria política nacional, se nos presenta si conta-
mos con organismos profesionales en su desem-
peño y comprometidos con la población a
realizar su mejor esfuerzo y lograr la participa-
ción de la ciudadanía y la credibilidad en los
resultados de su actuación.

4 Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, México,
Porrúa,  2000, art. 35, fracc. I y II, pp. 39—40
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“El camino del infierno está sembrado de buenas intenciones”, reza un
refrán popular que nos señala la importancia de los hechos. No podemos
conformarnos con la conformacion de instituciones y leyes que las regulan,
requerimos resultados reales, que garanticen la credibilidad, la eficacia y la
legitimidad de los proesos electorales.

Forma de ejercer la democracia en México

El triunfo que contiene la voluntad popular ampliamente mayoritaria al realizar el
voto directo en las urnas, aún no es una revolución democrática. Si entendemos
«revolución» como lucha por el cambio, podemos decir que ésta mostrará sus
resultados cuando se logren algunas reformas necesarias en las estructuras del
sistema; que el camino a la democracia no consiste solamente en instituir dirigen-
tes, sino en modificar las relaciones y estructuras de poder. Pero se debe empezar
por los cimientos de la confianza, credibilidad, legalidad para arribar a formas
democráticas más avanzadas. En este sentido, el voto electrónico podría ser un
instrumento sólido. Resaltamos en este momento el hecho de que el presente
análisis se centra exclusivamente en la posibilidad del voto electrónico, indepen-
dientemente de cualquier otro que surja para garantizar el ejercicio de la demo-
cracia constante en nuestro país.

Las reformas al texto constitucional no garantizan per se el acceso a otra
fase del proceso de cambio. Éste también debe operar en las formas de actua-
ción, ya que son las que en gran parte inciden en la confianza de la ciudadanía.

No pretendemos que la existencia de los organismos electorales pueda ser
suprimida, antes por el contrario, su labor puede ser redirigida a fomentar la
participación ciudadana en los procesos electorales, de plebiscito y referendo,
apoyar la cultura y la educación cívica, así como trabajar en cuestiones de
redistritación y listas nominales, de tal forma que sean totalmente autónomos en su
desempeño.

En la actualidad, en muchos países hay crisis de eficacia y de legitimidad. La
primera surge cuando los ciudadanos tienen la percepción de que el Estado no
ha logrado cumplir con las funciones mínimas para las que fue creado o que en
muchos casos los gobiernos han resultado incapaces para asumirlas. La crisis de
legitimidad se presenta por el convencimiento del ciudadano de que está escasa-
mente representado, por el bajo nivel de empatía entre los dirigentes y las nece-
sidades de sus gobernados. Esto es fácil de entender si recordamos que durante
las campañas políticas, los candidatos tienden a realizar promesas que resultan
de entrada difíciles de lograr; sumado a esto, una vez en el cargo, por regla
general no vuelven a ser vistos por los ciudadanos hasta que son postulados para
un nuevo cargo público. Por otra parte, los funcionarios se tienden a una cierta
partidocracia nociva para el pueblo que los elige.

Si bien es cierto que los institutos electorales están en el camino de resolver
las crisis de eficacia y legitimidad a que hemos hecho alusión, desde su ámbito
de competencia —que es la organización, desarrollo y vigilancia de las eleccio-
nes, plebiscitos y referendos—, coadyuvan al logro del principio de legitimidad,
apoyado en los principios de certeza, independencia, objetividad, imparciali-
dad, profesionalismo, equidad y definitividad, que rigen su actuación.
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La Internet

La Internet surge hace ya varios años, como una herramienta
producto del avance tecnológico del siglo XX. Como es natural,
a su alrededor han surgido innumerables debates acerca del
valor que tiene y su repercusión social.

Lo cierto es que algunas personas coinciden en atribuirle
un impacto histórico, ya que se piensa que es tan grande su
influencia, que afectará el curso de la evolución social humana
de forma tan drástica como cuando se inventó la imprenta en el
Renacimiento. Hay quienes resultan más osados y comparan la
invención de la Internet con la de la escritura, ya que el surgi-
miento de esta última marca un hito que diferencia totalmente la
etapa anterior y posterior a ella.

La Internet, la «red de redes», configura lo que se suele
llamar «ciberespacio». En esta red interactúan las personas y se
pueden realizar múltiples transacciones, que abarcan desde la
oferta y demanda de bienes y servicios, que desembocan en
la compraventa de los mismos, hasta la creación de agrupacio-
nes políticas, clubes, información de interés general, páginas
personales, páginas de organismos gubernamentales, publici-
dad de empresas y otros múltiples usos.

Vale la pena hacer mención de que esta herramienta no
tiene ningún tipo de control local, estatal o nacional, y en el
contexto mundial, no tiene aún las barreras jurídicas que co-
múnmente separan a las personas y a las naciones. Hay que
resaltar la importancia que este medio tendrá en un futuro sobre
los sistemas democráticos, a medida que su uso se masifica.

Es verdad que existen muchas personas que no cuentan
con una computadora personal; no obstante, también lo es que
cada día en más hogares se tiene acceso a ellas. Se puede
afirmar que ocurrirá el mismo fenómeno que con otros medios
de comunicación, como el teléfono y la televisión: hoy la mayo-
ría de los hogares, por más pobres que sean, cuentan por lo
menos con un televisor.

Las computadoras personales tienen ciertas características.
La primera, referida a que su uso tenderá a expandirse cada
día más y en la mayoría de los hogares habrá por lo menos
una; la segunda, que para contar con Internet se requiere, al
igual que en el caso del teléfono, de una conexión. Es proba-
ble que a futuro existan lugares donde poder acceder de ma-
nera rápida, fácil y económica.

Hay dos posiciones relacionadas con la influencia que pue-
de tener la Internet en los sistemas democráticos actuales:

a) La que supone que ayudará al establecimiento de una
verdadera democracia directa, en un futuro cercano. Se
piensa que tal vez la Internet sea la herramienta para

crear una democracia donde la
participación se ejercerá de
modo directo, sin mediaciones,
ya que en éstas es donde se en-
cuentra muchas veces el blo-
queo de la verdadera democra-
cia. Los que apoyan esta teoría
piensan que podría ayudar a
mejorar el sistema democrático
actual, hasta que alcance un
nivel de igualdad, justicia y liber-
tad muy superior al existente.

b) La que sostiene que la Internet
es una tecnología que no puede
influir a favor de la democracia.
Ésta sostiene que los factores
antidemocráticos son la ambi-
ción, el autoritarismo, la discrimi-
nación, la indiferencia social, la
desigualdad, la desinformación,
entre otros, y que los factores in-
ternos (las actitudes, intereses,
valores y modos de pensar efec-
tivos de los individuos y de los
grupos sociales) no dependen
de la técnica ni de otras condi-
ciones externas.

La Internet llegó a nuestra época
como resultado del trabajo del hom-
bre y estrechamente relacionada con
su interior, con sus necesidades e inte-
reses dentro de la sociedad en que
vive. En un mundo cada día más
globalizado, puede afirmarse que la
Internet no surgió para resolver proble-
mas relacionados con la democracia;
sin embargo, sí expresa necesidades
del mundo actual que pueden motivar
o apoyar una transformación en nues-
tro concepto de democracia, e inclu-
so en la forma de ejercerla.

La Internet posibilita una inte-
racción social a medida que su uso se
generalice y se amplíe, tendrá cada
vez mayor influencia sobre nuestras ins-
tituciones.
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El voto electrónico

El voto electrónico es personal e intransferible. No necesita intermediarios, se
emite en forma directa. Va directo a un ordenador central. La información viaja
encriptada hasta llegar a formar parte del conteo. Es interactivo, se contaría con
una contraseña que sólo el elector conocería, por lo que es difícil que el adminis-
trador pueda modificar resultados. Constantemente se conocen los votos escru-
tados, por lo que los propios votantes ejercen un control exhaustivo.

Nótese que el simplificar la forma de votar por un medio electrónico, podría
abrir una gama mayor de posibilidades de votar, sobre todo en el sector
poblacional joven, y no únicamente en elección de representantes sino en con-
sultas populares. La complejidad podría estar en los temas a elegir, no en el
mecanismo para realizar el voto.

Puede haber quien afirme que el ciudadano no está lo suficientemente pre-
parado para votar de forma directa por medio electrónico. Pero lo que en este
caso se debe cuestionar es el medio para ejercer el derecho y deber del sufra-
gio. A favor de la posibilidad de utilizar este medio diremos que la Internet sirve
para consultas médicas, comunicación por correo, mensajes a celulares, publici-
dad, compras, ventas, arte, pinturas, música, derechos de autor... Quizá el
implementar un programa para votar, sería una inversión fuerte, pero ¿cuánto se
ahorraría en relación con las erogaciones que se realizan comúnmente al desa-
rrollar un proceso electoral? Si se contara con un programa para la votación,
sólo se tendría que adecuar cada vez que se llevara a cabo otra votación seme-
jante. ¿Cuánta gente sería necesaria, en comparación al número de personas
que se requieren en un proceso electoral común?

Gran beneficio sería que al capacitar a las personas para emitir su voto, se
hiciera de manera general, brindando así indirectamente una educación cívica a
la población, ya que sería de cobertura general y la difusión podría ser aprove-
chada por todos. Al contrario de la capacitación que se brinda actualmente a
las personas que participan durante la jornada electoral, de la cual pocos niños
y jóvenes se enteran, debido a que la capacitación se realiza de forma
personalizada con quienes integrarán las casillas o mesas directivas de consulta;
en cambio, la participación ciudadana a través del voto electrónico se podría
hacer llegar a todas las personas por igual y se divulgaría el derecho y la obliga-
ción de votar.

Consideraciones a favor
del Voto Electrónico

En la democracia representativa actual se elige a los representantes por medio del
voto directo; en ésta, todos los ciudadanos, salvo los expresamente impedidos, de
acuerdo a la ley, tienen derecho a votar. La forma de representación sigue siendo
a través de ciudadanos propuestos por los distintos partidos políticos.

 Ahora bien, en esta forma de ejercer la democracia se corren dos riesgos:

1) La posibilidad de que en la votación directa exista fraude electoral, ya
sea al emitir los votos o durante el conteo de los mismos.
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2) Que la persona electa no cumpla en oca-
siones con la voluntad popular; baste de
ejemplo, las promesas de campaña de
los distintos candidatos a ocupar un pues-
to público, que en la mayor parte de los
casos terminan en mera utopía, violando
la confianza que el pueblo depositó en
su desempeño.

Si analizamos estos aspectos diremos a favor
del voto electrónico que:

1) Las posibilidades de fraude electoral dis-
minuyen en forma sumamente considera-
ble, en la medida en que menos perso-
nas intervienen en el conteo de los votos,
ya que se realizaría a través de una má-
quina, la cual no se ve afectada por sen-
timientos de adhesión a un grupo o parti-
do político.

2) Los gastos de igual forma disminuyen. Aun
considerando el equipo que se requeri-
ría, ya que podrían firmarse convenios de
colaboración con instituciones educativas
para que facilitaran sus equipos.

3) La estructura sería mucho más ligera, no
se requerirá la cantidad de personas que
se necesitan durante los procesos tradi-
cionales, por lo que los tiempos se redu-
cirían, así como las actividades de pre-
paración para la jornada electoral,
convocatorias, insaculaciones, nombra-
mientos, capacitación, etcétera; además,
no se requerirían centros de acopio sino
terminales centrales y de respaldo para
procesar la información.

4) No habría necesidad de realizar conteos
previos, a fin de ir dando resultados; el
conteo sería sumamente rápido. Se recu-
peraría, en buena medida y con la reali-
zación de algunas pruebas, la credibili-
dad tan desgastada de la población.

5) Existe la posibilidad de que el pueblo deje
de adquirir compromisos que parecen
eternizarse, y que el rumbo se tome en el
momento indicado en cada caso, así no
se acepta un una carga de 3 años, sino
un convenio de trabajo y responsabilidad,

que se podría guiar con la participación
directa de la mayoría de los ciudadanos.

6) Se lograría que existieran consultas po-
pulares continuas, y que legisladores y el
Poder Ejecutivo fuesen verdaderos voce-
ros del pueblo que los eligió, no de la
opinión personal.

7) Se aprovecharía su rapidez para consul-
tas populares a las poblaciones a las que
les afecte directamente algún asunto de
interés general, sin necesidad de realizar
todo un proceso semejante a un procedi-
miento electoral, que implica no sólo tiem-
po, sino costos altos.

8) Países como España permiten el voto por
correo en ciertos casos, como lo hicie-
ron durante las pasadas elecciones del
país Vasco, en mayo del presente año.
El voto electrónico representaría una
mayor seguridad que el voto por correo,
por lo que seguramente se manejaría con
acierto.

9) Países como Venezuela y Argentina, ya
empiezan a debatir sobre la convenien-
cia de el voto directo y, en su caso, por
medio electrónico.

10) Aumentaría la cultura cívica en nuestro
país, siendo la ciudadanía parte activa
en la toma de desiciones.

Propuesta

Todo cambio produce una natural desconfianza,
por lo que en este artículo señalamos la posibili-
dad de introducir en nuestro sistema democráti-
co el voto electrónico, de tal forma que los ciu-
dadanos puedan emitirlo a través de la «red de
redes», la Internet, en forma directa y por medio
de una clave elegida por ellos mismos, que por
tanto tendría la característica de secreta para
todos. La identificación podría ser una clave
como la Clave Única de Registro de Población
(CURP) y la contraseña sería elegida por el titular
del CURP. Para esto, sólo habría que decidir el
número mínimo de caracteres que debería con-
tener dicha contraseña.

Ahora bien en esta primera etapa, cuando ini-
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cie la aplicación del voto electrónico, sería reco-
mendable que el ciudadano tuviera la obligación
de imprimir la boleta, con objeto de que el resulta-
do casi inmediato que arrojase el cómputo vía
Internet fuese corroborado en una especie de se-
gunda vuelta en el conteo, sobre las papeletas im-
presas. Todo esto, a fin de brindar mayor certeza,
objetividad y legalidad a la ciudadanía.

Para lograr lo anterior, los primeros procesos
en que se instituyese el voto electrónico tendrían
que realizarse de forma muy semejante a los ac-
tuales; es decir, contando con toda la estructura
que se maneja para un proceso electoral, plebisci-
tario o de referendo, pero agregando en cada
Casilla Electoral o Mesa Directiva de Consulta un
equipo de cómputo y una impresora, para que se
vote de manera electrónica y además se imprima
la boleta, realizándose de esta manera un conteo
electrónico y uno manual. Una vez posicionado el
cambio podría suprimirse la impresión y conteo
normal del voto impreso.

Lo ideal es que el primer paso para la implan-
tación de esta forma de votar sea a partir de la
célula básica de nuestra división política: el munici-
pio y a partir de los diferentes resultados de esta
experiencia, seguir progresivamente hasta alcanzar
todas las instituciones, para después seguir a nivel
estatal y federal.

Cirla Berger Martínez
Consejera Electoral

del Instituto Electoral Veracruzano
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Desde la perspectiva de la Teología

de la liberación, hasta los intríngulis

del Plan Puebla—Panamá, pasando

por una interesante reflexión de

filosofía jurídica y del impacto del

movimiento zapatista en la comuni-

dad internacional, así como la

posibilidad de “reformar la Reforma”,

Diversa aborda en su dossier una

parte de las múltiples aristas de la

problemática indígena, esperando con

esto, contribuir al debate.
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l 24 de febrero del 2001 inició la marcha del EZLN des-
de Chiapas a la Ciudad de México, atravesando el territorio de 10 estados de la Repúbli-
ca, la expectativa que causó no sólo atañe al nuevo gobierno federal, sino que atrajo los
reflectores mundiales.

EL 1 de enero de 1994 el movimiento zapatista despertó la conciencia nacional e
internacional, sobre los efectos del neoliberalismo y rompió con lo viejos esquemas guerri-
lleros que aparecieron en México y América Latina en las décadas de los sesenta y seten-
ta, y que en los ochenta fueron casi extinguidos por la llamada Guerra de Baja Intensidad.

El movimiento zapatista en Chiapas utilizó las mismas armas que la globalización usa
y aprovecha para su beneficio: los medios de comunicación y los espacios cibernéticos,
léase Internet. Las armas tradicionales pasaron a un segundo plano, aunque no así la
estrategia militar. Una guerrilla nueva, la del siglo XXI, había iniciado. El impacto político en
el sistema internacional permite entender porqué en nuestro país el régimen político y el
ejército no han actuado como en otras partes del continente, en particular como los
genocidios en Centroamérica o las dictaduras y sus desaparecidos en Sudamérica. Aun-
que esto no ha significado la desaparición de la violencia del Estado mexicano.

El EZLN

y la Teología de la Liberacion
“La Larga Marcha”

J. Martín Íñiguez Ramospor

E
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Por otra parte, revivió la también atacada y
defunestada Teología de la Liberación que desde
la época de Ronald Reagan se había convertido
en un enemigo a vencer para los regímenes totali-
tarios. Aunque la Teología de la Liberación no for-
ma parte del Ejército Zapatista de Liberación Na-
cional (EZLN), sí es una pieza fundamental para
entender el levantamiento.

En este contexto, el siguiente trabajo esta divi-
dido en dos apartados. El primero, un análisis del
papel de la Teología de la Liberación en la orga-
nización indígena y, el otro, el levantamiento
zapatista, en particular su estrategia militar—infor-
mativa.

La Teología de la Liberación

La Teología de la Liberación surge en la década
de los sesenta, pero no aparece en el terreno
eclesial, como mucha gente piensa, sino dentro del
mundo secular. La escasez de seminaristas a fina-
les de esa década, obligaron a que el pueblo, so-
bre todo el más pobre y marginado, indígena y
rural, empezara a organizarse en círculos bíblicos
para no perder su fe. En un principio, se reunía un
grupo de cinco a ocho familias para leer la Biblia.

La interpretación de la Biblia desembocó en
búsqueda de cambio y lucha contra las injusticias y
la pobreza, la organización y el debate ideológi-
co le dieron vida a una comunidad sojuzgada his-
tóricamente. Así se empiezan a crear las primeras
Comunidades Eclesiales de Base (CEB), que permi-
ten a la gente transformar gradualmente sus proble-
mas cotidianos: pintar la escuela o construir una si
no la tienen, arreglar los caminos, crear cooperati-
vas, etcétera.

Las CEB se convertirán en las células organi-
zativas de lo que se llamará posteriormente la Teo-
logía de la Liberación. Pero ésta aparecerá des-
pués del II Concilio Ecuménico Vaticano (1964),
cuando las bases teológicas y la propuesta de una
nueva Iglesia como Pueblo de Dios, con preferen-

cia por los pobres, aparecen, materializadas en
Medellín, Colombia, y Puebla, México, a finales
de esa década.

Esto se debe a que el Papa Juan XXIII, al ini-
ciar el II Concilio no era indiferente hacia las tasas
crecientes de la pobreza; se calcula que para fina-
les de esas fechas, más de 40 millones de niños
morían por inanición en los países llamados del
Tercer Mundo. Las cosas no han cambiado mucho,
hoy a principios del siglo XXI, 3 mil millones (la mi-
tad de la población mundial) sobrevive con menos
de un dólar al día.

Pero en sí, la Teología de la Liberación surge
nominalmente en el año de 1971, cuando un teólo-
go peruano, Gustavo Gutiérrez, escribe un libro con
ese nombre; él mismo señala al respecto: “lo único
que hago es escribir sobre lo que está pasando y
ponerle un nombre a esa realidad”. Sus aportacio-
nes son valiosas en términos teóricos, al incorporar
la Teoría de la Dependencia, para comprender una
realidad social y política y  bíblico—doctrinales, in-
corporando a un Dios  que trabaja y transforma su
realidad, en un mundo más fraternal, más justo y
más humano.1

Para Gustavo Gutiérrez, esta teología busca
situar a la Iglesia en la historia de un proceso en el
cual el mundo busca liberarse de la opresión, para
la creación de un mundo mejor. En otras palabras,
busca que la Iglesia se incorpore al mundo real,
que no se quede en el mensaje abstracto y espiri-
tual, sino que acuda a la creación de una Iglesia
comprometida con los pobres, con los más ne-
cesitados.

La labor pastoral de estos teólogos se mani-
fiesta a través de la educación de las comunida-
des indígenas, de la defensa de los derechos hu-
manos de éstas, de ayudar en la organización de
la sociedad. Los teólogos de la liberación tratan
de señalar el sistema de injusticia y opresión en
que viven los más pobres, y aunque ellos no propo-
nen la violencia, tampoco interfieren cuando el
pueblo no tiene elección y todos los caminos se
encuentran cerrados. La Revolución de Nicaragua
fue un ejemplo de esto; los teólogos de la libera-
ción (los hermanos Fernando y Ernesto Cardenal)
se incorporaron al movimiento revolucionario, pero
no participaron en las acciones militares. El mismo
Daniel Ortega ha señalado que los mejores argu-

1 Consultar tesis : Íñiguez Ramos, J. Martín: El impacto de la teología
de la liberación y el éxodo centroamericano en la Iglesia Católica
Norteamericana: El Movimiento Santuario, México, UNAM, 1995.
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mentos que tuvo el  Frente
Sandinista de Liberación Nacio-
nal para unificar al pueblo, fue-
ron los argumentos cristianos de
la Teología de la Liberación.

Con el arribo de Ronald
Reagan al gobierno norteame-
ricano, no sólo se desarrolló la
Guerra de Baja Intensidad (GBI)2

para Centroamérica, en concre-
to Nicaragua, Guatemala y El
Salvador, sino que además se
vieron muestras de combate re-
ligioso para frenar a la Teolo-
gía de la Liberación en Améri-
ca Latina.

A principios de 1981, a raíz
del llamado Documento de San-
ta Fe, se crea el Instituto para la
Religión y la Democracia, en
Washington, D.C., cuyo objetivo
era, por una parte, fomentar la
máscara democrática que hoy
envuelve a toda América Latina,
para deslegitimar cualquier in-
tento revolucionario que pusie-
ra en jaque al status quo; y, por
otra, crear nuevos movimientos
religiosos que dividieran a las
poblaciones rebeldes latinoa-
mericanas, o en su caso actua-
ran de conformidad con los go-
biernos para combatir a los
teólogos de la liberación. Am-
bos objetivos se cumplieron.

Pero el ataque no sólo pro-
vino de los EE.UU., también llegó
vía el Vaticano,3 el Papa Juan
Pablo II (Karol Wojtyla), repre-
sentante de la derecha católica,
(léase Opus Dei), Legionarios de
Cristo, Caballeros de Malta, et-
cétera, y su Cardenal Joseph
Ratzinger (prefecto de la Sagra-
da Congregación para la Doc-
trina de la Fe, nieta de la Santa
Inquisición) intentaron desacre-
ditar a los teólogos de la libera-

ción, en particular a Gustavo
Gutiérrez, a quien acusaron de
utilizar al marxismo como pro-
puesta política.

Ante estas comentarios
Gustavo Gutiérrez se defendió
señalando que él usó el méto-
do del materialismo histórico,
pero no la propuesta, con lo
cual desarticulaba las críticas
del Vaticano. Sin embargo, no
corrió con igual suerte otro de
los grandes representantes de
esta corriente teológica, el bra-
sileño Leonardo Boff, el cual
acabó siendo expulsado de la
Congregación católica por el
mismo Juan Pablo II.

En México, la represión
también se ha dado y Chiapas
ha sido uno de sus blancos,
baste mencionar el encarcela-
miento del sacerdote Joel Pa-
drón, en la época de Patrocinio
González y la detención, el 7
de marzo de 1998, de los sa-
cerdotes jesuitas Jerónimo
Hernández y José Luis Gonza-
lo, acusados de perpetrar un
ataque en Palenque. Por otra
parte, se destaca el hostigamien-
to y persecución a los padres
Pablo Romo y Gonzalo Ituarte
acusados más de una vez de
ser incitadores de la violencia y
hasta de ser extranjeros.

El Levantamiento Zapatista

Las causas del levantamiento
zapatista en Chiapas no son
exclusivas de la región, la po-
breza y miseria azota lo mismo
al campo que a las grandes ur-
bes; según datos de la Facultad
de Medicina, en la década de
los noventa, entre 65 y 70% de

la población mexicana no al-
canzaba a cubrir sus mínimos
básicos nutricionales. Porcenta-
je que se amplía en otras regio-
nes de América Latina, sobre
todo en Centroamérica.

Sin embargo, Chiapas tie-
ne sus peculiaridades. El proble-
ma agrario (la alta concentra-
ción de la tierra en unas cuantas
manos), la opresión y persecu-
ción a los grupos étnicos (más
de un millón de indígenas), su
marginación social (67% de
analfabetismo, 86% vive en ha-
cinamiento, 91% gana menos de
dos salarios mínimos y el 100%
tiene índices de marginación
muy altos, por ejemplo)4  distin-
guen a la entidad como la más
atrasada en materia político—
social del país.

A esto se le debe de agre-
gar el alcoholismo crónico, la
desnutrición y enfermedades
como tuberculosis, tifoidea y
parásitos intestinales que provo-
can altas tasas de mortalidad y
morbilidad en los grupos
étnicos. El vivir o morir, lo  dice
el subcomandante Marcos, es
un cálculo tan frío y matemáti-
co, que las familias indígenas se
cuestionan qué sale más bara-
to, el ataúd o las medicinas.

2 La GBI involucra a menudo luchas prolon-
gadas de principios e ideologías y se
desarrolla a través de una combinación
de medios políticos, económicos, de
información y militares. Este tipo de confron-
tación se ubica generalmente en el Tercer
Mundo..

3 Cfr. Ezcurra, Ana María: El Vaticano y la
Administración Reagan..., México, Ed.
Claves Latinoamericanas/Nuevo Mar,
1984.

4 Censo de 1990, INEGI, citado en La
Jornada, el 22 de septiembre de 1994.
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Sin embargo, el levantamiento del primero de enero de 1994, no sólo se da
por estas razones. Sus orígenes son históricos, hay que recordar que después de
la caída del Imperio de Iturbide —el cual abarcaba todo Centroamérica, menos
lo que hoy es Panamá— la única región que continúa siendo territorio mexicano
es Chiapas (después de un plebiscito muy cerrado, en el año de 1824).

Son las reformas liberales de Juárez de 1855 y la Constitución de 1857, con
las cuales se desamortizan los bienes del Clero, pero también las tierras de las
comunidades indígenas, lo que dio inicio a un lento y gradual despojo de las
tierras de los pueblos indígenas, con la correspondiente génesis de los movimien-
tos de insurrección, en la zona; el primero que se tiene registrado es en el año de
1865.

Con la Constitución de 1917, en concreto con el artículo 27, surge la figura
jurídica del ejido, como una “respuesta” a las demandas zapatistas. El problema
agrario se va frenando, pero no resolviendo. Tan es así que será hasta mediados
de la década de los treinta, con Lázaro Cárdenas, cuando se protege y garanti-
za al ejido y, por ende, a los campesinos e indígenas.

Pero con la modernización, iniciada en la década de los cuarenta, a raíz de
la implementación del Modelo de Sustitución de Importaciones, y el proceso de
industrialización acelerado por el mismo Estado paternalista (subsidios, servicios,
infraestructura, etcétera), en beneficio de la pequeña burguesía nacional y la
gran empresa trasnacional (principalmente norteamericana), el campo se verá
expoliado y olvidado sexenio tras sexenio, hasta llegar a la crisis de las décadas
de los setenta y ochenta (esta última conocida como la Década Perdida). No es
gratuito que: “En el estado de Chiapas, entre 1976 y 1982, se suscitaran 139
movimientos campesinos, calificados como de alta movilización”.5

En este marco, las bases del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN)
se desarrollaron entre 1970, sobre todo cuando la lucha política se vio agotada
y continuaron las matanzas de indígenas, a través del aparato del Estado y de
ejércitos paramilitares llamados «guardias blancas», protectores de los grandes
caciques terratenientes.

 Sin embargo, el levantamiento se iniciaría hasta la década de los noventa,
después de las reformas constitucionales, en particular en lo referente al ejido, y
de la entrada de México al TLC.

Estrategia militar—informativa

El surgimiento del Ejercito Zapatista ciertamente obedece a una premisa históri-
ca, pero su consolidación, adiestramiento y organización se gestó con apego a
un plan que contempló un largo proceso con dos grandes vertientes, el militar y,
después, como principal arma, la información. A continuación exponemos las
fases previas que colocaron al movimiento zapatista en el ámbito internacional.

PrimeroPrimeroPrimeroPrimeroPrimero..... La preparación y entrenamiento del EZLN, se dio en la Selva
Lacandona, donde es muy difícil entrar y vivir. Gracias a eso no se descubrió a

5 Carmona Lara, Ma. del Carmen: “El EZLN en Chiapas, aproximaciones al Derecho Agrario”  en La Rebelión en
Chiapas y el Derecho, México, UNAM, 1994, p. 48.
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tiempo la magnitud del levantamiento que se gestaba. Aunque
se supone que ya se conocía el movimiento, la realidad muestra
que hubo una falta de información y de servicio de Inteligencia.

SegundoSegundoSegundoSegundoSegundo..... Aún cuando estuvieran entrenados y equipados,
sabían que no podrían tener ninguna oportunidad en un com-
bate abierto con el ejército mexicano, por lo cual optaron por
una guerra de guerrillas.

Tercero.Tercero.Tercero.Tercero.Tercero. Lo novedoso fue su estrategia: una levantamiento
con armas, pero casi sin necesitarlas. Ya que, había otra forma
de combatir al poder: los medios de comunicación, en particu-
lar los internacionales, debido a que los nacionales, sobre todo
los concesionados (televisoras y radiodifusoras) y gran parte
de la prensa escrita estaban coptados, en esas fechas había
un gran control de éstos por parte del Estado.

Cuarto.Cuarto.Cuarto.Cuarto.Cuarto. El 1 de enero de 1994 no fue una fecha casual.
La toma del cuartel del ejército en Rancho Nuevo sorprende
mayormente por ser un día feriado, lo que originó  escasa
resistencia (que aún así dejo muertos y heridos). Además, los
reflectores internacionales estaban puestos en México; el sue-
ño de Salinas y su gabinete de arribo al Primer Mundo a
través de la firma con EE.UU. y Canadá del Tratado de Libre
Comercio parecía hacerse realidad, era una oportunidad
única e histórica para mostrar al mundo el México explota-
do, expoliado y olvidado, de esos 40 millones de mexicanos
pobres y 17 millones en extrema pobreza,6 resultado de las
políticas mexicanas neoliberales y de sus socios internaciona-
les (FMI, BM EEUU, etcétera).

La toma del EZLN de la presiden-
cia municipal de San Cristóbal de las
Casas, llamó la atención de propios y
extraños. San Cristóbal de las Casas
fue elegido por su posición estratégi-
ca, ya que además ser cabecera de
Municipio, su gran actividad turística
concentraba por esas fechas un gru-
po de periodistas internacionales.

El Comité Clandestino Revolucio-
nario Indígena —Comandancia Gene-
ral (CCRI—CG) del EZLN, hace pública la I
Declaración de la Selva Lacandona,
con la que declara la guerra al gobier-
no de Carlos Salinas y anuncia su lu-
cha por la democracia, libertad y justi-
cia. Noticia periodística que nadie se
quería perder.

La impresión de que uno de los
principales líderes, posteriormente co-
nocido como el Subcomandante Mar-
cos, pudiera comunicarse en inglés, fran-

6 Confrontar datos de pobreza en México, INEGI,
2000.
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cés, portugués e italiano, causó un gran impacto
internacional. La noticia y el personaje como obje-
to noticioso ocuparon la primera plana en los prin-
cipales medios internacionales. En Europa no hubo
un día de enero que no aparecieran noticias de
Chiapas y de México.

 La presión internacional, cientos de marchas
en favor del EZLN y de los pueblos indígenas en
México y, principalmente, en diferentes países del
mundo, así como el seguimiento de lo que estaba
aconteciendo, obligaron al gobierno mexicano a
no llevar una política tan represiva como la de sus
vecinos latinoamericanos, ya que, por una parte,
un sector del ejército estaba presionando a una
respuesta ofensiva y aplastante, mientras el ámbito
financiero estaba atento y temeroso de una inesta-
bilidad política y, por consecuencia, económica,
en un país que parecía tan seguro.

Así  la política del Estado fue hacer todo para
no resolver nada. Pero el EZLN y la figura del Subco-
mandante Marcos tenían ya una presencia nacio-
nal e internacional; el manejo de la información a
través de los desplegados y mensajes informati-
vos del EZLN, con un lenguaje poético—sarcástico,
ganó no sólo las simpatías de los intelectuales
mexicanos, sino de los grandes gurús internacio-
nales, entre ellos el que sería premio Nobel de
literatura en 1999, el portugués José Saramago.
Sin olvidar las grandes figuras políticas como
Danielle Mitterand la viuda del expresidente fran-
cés, François Mitterand.

Por si esto fuera poco, el uso del internet ha
sido en verdad interesante por parte del EZLN. Una
de las primeras páginas Web en México fue la del
Movimiento Zapatista, ligada a las de múltiples ONG

internacionales, que reproducen sus ideas y des-
plegados. No es gratuita la creación del Frente
Zapatista de Liberación Nacional (FZLN) a partir de
la necesidad de llegar a una solución pacífica al
conflicto y de dar forma organizada a una socie-
dad civil, plural y democrática, a raíz de la Cuarta
Declaración de la Selva Lacandona, en 1996.

Un ejemplo de esto sería su consulta interna-
cional sobre los Derechos de los Pueblos Indíge-
nas, celebrada el 21 de marzo de 1999, cuya par-
ticipación mundial fue impresionante.7

Por el contrario, los teólogos de la liberación
han sido embestidos por los EE.UU., los gobiernos
federales, estatales y municipales, han sido perse-
guidos inclusive desde el Vaticano y debido a su
escasa difusión, su relevo generacional está desa-
pareciendo.

No es fortuito que desde el 2 de diciembre
del 2000, el Subcomandante Marcos esté utilizan-
do todos los medios electrónicos para hacer pre-
sencia ante el gobierno de Vicente  Fox. El manejo
de los medios condicionará en gran medida el ba-
lance de poder.

l Movimiento Zapatista y la Teología de la Libe-
ración tienen un propósito en común, una sociedad
más justa, democrática y equitativa, sin expoliación
ni opresión. Pero sus métodos han sido distintos, el
EZLN encontró la vía de las armas, no sólo militares
sino informáticas, que han amenazado al sistema
neoliberal y globalizado. A la fecha se han visto
más movimientos de este tipo, como el caso de  los
globalifóbicos que han creado gran revuelo con
sus protestas o el de los hackers que boicotean los
sistemas informáticos.

 Este es el contexto que determina  los esfuer-
zos del  EZLN en su búsqueda por la aprobación de
una reforma constitucional que satisfaga sus deman-
das históricas y que contempla elementos adiciona-
les a la ley que finalmente aprobó el Congreso de la
Unión, y se promulgó dicha Ley, el 14 de agosto de
2001. Sin embargo, no permite superar la etapa de
confrontación entre el gobierno federal y el movimien-
to zapatista y todavía hay que aguardar el desarro-
llo de nuevas alternativas para que el conflicto lle-
gue a su fin.

7 De acuerdo con el EZLN, en su desplegado del 14 de febrero de
1999, las brigadas zapatistas se encuentran en los cinco continentes,
donde mayor apoyo se tiene en los EE.UU., donde la comunidad de
origen mexicano y es está bastante bien organizada. Existen más de
30 agrupaciones en diferentes estados de la Unión Americana.

E

J. Martín Íñiguez Ramos
Coordinador de varios diplomados en la Universidad

Iberoamericana y Profesor de asignatura en el PFC y S de la UNAM

y en la Universidad de las Américas campus México.



45

Dossier

al y como se esperaba el Ejecutivo federal promulgó la
reforma constitucional sobre derechos y cultura indígena (publicada el pasado 14 de agosto
en el Diario Oficial de la Federación), con lo cual queda cerrado un capítulo más de la
larga lucha de los pueblos indígenas por reivindicar derechos fundamentales. Las reformas
aprobadas son ya parte de la Ley Suprema de la Nación, pero de acuerdo con la lógica
del reformismo democrático, esto no implica que no quede nada por decir, ni nada por
hacer. Si así fuera, las leyes se convertirían en camisas de fuerza y dejarían de cumplir su
verdadero cometido en un Estado de derecho, que es el de reflejar la realidad para encau-
zarla. Con las reformas aprobadas estamos ante un momento de un proceso jurídico—
político que habrá de continuar, para que en el futuro —esperamos no muy lejano— se
recojan demandas y aspiraciones que, por lo pronto, han quedado pospuestas.

Quisiera llamar la atención sobre dos cuestiones que se están discutiendo ampliamen-
te. Una se refiere al riesgo de la violencia que puede sobrevenir, motivada por la inconfor-
midad y frustración de los pueblos indígenas, que, según los cálculos más conservadores,
están representados por más de 10 millones de mexicanos en condiciones de marginación

Derechos y cultura indígena:
La historia continúa

Marcelo Ramírezpor

T
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y pobreza, concentrados principalmente, en los es-
tados de Puebla, Guerrero, Veracruz, Oaxaca,
Chiapas y Yucatán. Sobre este particular cabe acla-
rar que no son precisamente los indígenas como
tales, quienes optarían por la solución armada, sino
grupos y organizaciones que han tomado la causa
indígena como bandera de lucha. Por tanto, lo úni-
co que puedo decir al respecto, es que la llamada
solución armada, no es de ninguna manera una
solución. Quienes proponen la alternativa de la vio-
lencia a los problemas sociales, ciertamente ya han
hecho su elección de enfrentarse al Estado, al cual
no reconocen como un árbitro imparcial para diri-
mir los conflictos, sino como la encarnación de un
poder represivo que acalla toda expresión de in-
conformidad. El problema indígena así, sólo da oca-
sión para cuestionar e invalidar una determinada
política estatal.

El empleo de la violencia debe discutirse en
un contexto más amplio; se trata de aceptarla o no

como método para transformar la realidad econó-
mica, social y política del país. Pero la violencia,
como alternativa, significa el rechazo absoluto del
Estado de derecho y no únicamente de determina-
das acciones; se rechaza por tanto al reformismo,
para buscar el cambio radical y total. Eso significa
de hecho, renunciar a las únicas posibilidades de
avanzar en la solución de los problemas, en la me-
dida en que se niega la eficacia de la democracia
con sus instituciones y sus reglas.

Desde luego, el reformismo es un mecanismo
que actúa con lentitud y a veces resulta frustrante
para quienes esperan resultados y avances signifi-
cativos. También se presta a la manipulación, al arre-
glo cupular que permite aplazar la justicia, recono-
ciendo en la Ley menos de lo que podría o debería
reconocerse. Por otra parte, la ventaja del reformis-
mo es el quedar abierto permanentemente como una
posibilidad de corregir y completar lo que se ha
hecho mal e incompleto.



47

Dossier

mente formal ante la ley, de tener representación
política efectiva. No hay intenciones separatistas ni
revanchismos. Quieren seguir siendo mexicanos y
seguir siendo indígenas y ser tratados con respeto.
No más y tampoco menos. La demanda me pare-
ce congruente y una democracia madura y moder-
na bien puede darle satisfacción sin vulnerar la so-
beranía nacional ni la unidad de los mexicanos.

El punto central del debate, sin duda, es el de
considerar a los pueblos indígenas de México
como sujetos de derecho público y no de interés
público, como ha quedado establecido en las ac-
tuales reformas. El asunto es crucial, afecta «a la
cosa misma» y no se reduce a simples palabras
como pretenden algunos. Ser sujetos de derecho
público significa, finalmente, la posibilidad de que
los indígenas sean reconocidos como personas
libres para actualizar su potencial creativo como
seres humanos, manteniendo su identidad, que ha
sido y es su principal defensa y raíz de la identi-
dad de este país.

Los derechos de los pueblos indígenas de-
ben verse en el marco de los derechos humanos,
en particular el derecho a la libertad. La justifica-
ción es simple: si la racionalidad es un atributo
universal, los indígenas son capaces de hacer uso
pleno de su libertad, pues son responsables de
sus acciones. Y si esto es así, tienen derecho a la
autonomía que es la expresión acabada de la li-
bertad. Todo ello, naturalmente, dentro del orden
jurídico vigente en el país.

En este sentido, tiene razón el presidente Vi-
cente Fox cuando comenta que, como todo en esta
vida, las reformas sobre derechos y cultura indíge-
na son perfectibles. Con mayor razón, agregamos
nosotros, son perfectibles por su esencia misma, las
normas de la Ley Suprema del país, de las que debe
cuidarse celosamente no queden desfasadas de
la realidad o, lo que es más grave, en contradic-
ción con ella. Es por esta necesidad intrínseca de
las normas de responder a su entorno, que el artí-
culo 135 de la Constitución de la República garan-
tiza la obra reformadora. Al hacerlo, la Constitu-
ción establece el mecanismo que permite su
adecuación constante a las cambiantes condicio-
nes de la comunidad nacional.

La otra cuestión se refiere a la supuesta actitud
maximalista de quienes rechazan las reformas en
materia de derechos y cultura indígena. Según esta
crítica, el maximalismo es una especie de actitud
utópica, pues pretende concederle a los indígenas
todo lo que piden, convirtiéndolos en un grupo con
privilegios especiales. El resultado sería, ni más ni
menos, crear otro Estado dentro del Estado, lo cual
naturalmente resulta inaceptable. Quizá —puesto
que no puedo probar lo contrario—, existan perso-
nas que piensen en la posibilidad de un Estado
indígena, pero personalmente jamás he leído ni
escuchado nada en ese sentido y considero que la
utopía de restablecer el imperio de Moctezuma fue
un sueño romántico y completamente fuera de la
realidad, que únicamente pudo darse en los inicios
del México independiente, cuando el Estado mexi-
cano apenas iniciaba el camino hacia su
estructuración como un Estado moderno.

Las propuestas de los pueblos indígenas, tal y
como pueden verse en los acuerdos de San An-
drés y como se interpretan a la luz del Convenio
169 de la Organización Internacional del Trabajo
y de la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos, así como del pacto Internacional de los
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
1966, son perfectamente razonables y pueden
ser atendidas sin que se violenten las leyes de la
Constitución de la República, cuya preeminen-
cia no sólo no se cuestiona sino que se recono-
ce expresamente.

En los planteamientos de los indígenas hay
exigencia de justicia, de igualdad real y no mera-

Marcelo Ramírez Ramírez
Diputado de la H. LIX Legislatura del Congreso del Estado

de Veracruz—Llave
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  por usos y costumbres

Revisión de algunos conceptos jurídicos
a partir de elecciones

Salvador Martínez y Martínezpor

I

Qué es el Derecho?1  El problema sale a la luz cuando
se afirma la existencia del cosmos. Usualmente la palabra «cosmos» designa el universo,
pero si se atiende a su etimología propiamente denota el orden2  y se opone al caos. No
cabe duda que la pregunta pertenece al cuestionario filosófico y también es verdad que el
abogado puede prescindir de indagar la solución para hacer Jurisprudencia Técnica.3

Lo que sucede es que dicha solución está siempre presente como presupuesto del
saber del abogado y también siempre está condicionando su ciencia. De donde se sigue
que es condición necesaria revisar esa respuesta para pensar de manera objetiva. El nú-
cleo de todo el asunto se manifiesta en una alternativa: o existe un «orden» que el ser
humano debe descubrir, determinar y renovar; o no existe tal orden, existe el caos y, enton-
ces, el ser humano debe poner el orden.

¿

1 Nino C. Santiago: “La definición de derecho y de norma jurídica”, en Historia del Derecho (Historiografía y Metodología),,,,,
antología compilada por Ma. del Refugio González, México, Universidad Autónoma Metropolitana, 1992, p. 205.

2 Corominas J.: Breve Diccionario etimológico de la Lengua Castellana, Madrid, Gredos,  1980, p. 175.
3 Cfr. García Maynez, E.: Introducción al estudio del Derecho, México, Porrúa, 1965, pp. 124 y ss.
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La alternativa lanza al abogado a una elección radical
entre una u otra de las proposiciones simples que componen el
enunciado. A partir de su opción fundamental asumirá una
definición del Derecho y planteará el que, a su juicio, será el
problema jurídico esencial: o descubrir el orden o instaurarlo.
El abogado necesariamente trabaja encaramado en uno de
los cuernos del dilema.

Así que introducirse al estudio del Derecho sin mirar más
allá de un conjunto de normas jurídicas (reglas del comporta-
miento que imponen deberes y confieren derechos) indepen-
dientes de las normas morales y de los convencionalismos so-
ciales, significa andar por el mundo jurídico con anteojeras. Sin
embargo, es posible reproducir esa idea muchas veces y por
algunos años vivir tranquilo con esa noción del Derecho y con-
forme con la rutina de la profesión.

Cuando se brinda la oportunidad de quitarse las «anteojeras»
y contemplar al Derecho como «una manifestación del orden cós-
mico», ya no hay manera de instalarse en la complacencia y,
desde entonces, se ha de vivir la profesión buscando en los
hechos la huella de ese orden. Descubrir, determinar y reno-
var el Derecho se vuelve la esencia de una vida profesional.

II

El Derecho necesita ser pensado y presentado en función de
los problemas de nuestra época para no permanecer en la
categoría de letra muerta. La expresión «nuestra época» deno-
ta nuestro presente histórico y nunca sabemos con exactitud
cuándo comienza o cuándo termina, aunque de todas mane-
ras entendemos que no se ciñe a un instante sino que se expla-
ya hacia el pasado y también hacia el futuro una imprecisa
pero efectiva cantidad de años, configurando el área de nues-
tra morada existencial.

Atisbar en el Sistema Jurídico Mexicano obliga a trazar
formalmente unas coordenadas espacio—temporales para de-
limitar el tema de estudio: el territorio mexicano, 1917—2001.
Por esto resulta fácil suponer que, al señalar “nuestra época”,
se hace referencia a ese lugar y a ese periodo. Pero no es así,
ya que en esa etapa histórica se pueden distinguir más de dos
generaciones y nuestra generación ha vivido varias épocas.
Por esto conviene pensar en «nuestra época» como la fase que
comienza.4

No es casualidad que cuando los juristas quieren comen-
tar los tópicos actuales del Derecho, anuncien sus eventos como
«tendencias» o «perspectivas», pues de suyo el Derecho divisa
el futuro.5 De aquí que se deba comenzar por enseñar un pro-
blema de esta época nuestra: el problema indígena. La cues-

tión es «ellos» y «nosotros», los indios y
los no—indios. Según Leopoldo Zea, en
un texto de 1996, el problema se origi-
na cuando

En vísperas de un nuevo siglo y nuevo
milenio, se sigue hablando de grupos
de mexicanos, de hombres, como se
habla desde hace quinientos años de
indígenas o indios, como de una especie
natural que puede extinguirse y debe ser
protegida. Como se habla de delfines y
otras especies que hay que impedir que
desaparezcan.6

Una primera duda emerge ante la
exposición del origen del problema: ¿el
problema es de «ellos» o de «nosotros»?
Es decir, el problema pertenece a esos
grupos de mexicanos, cuya superviven-
cia está en peligro; o pertenece a quie-
nes hablan de grupos de mexicanos
que están en peligro de extinción, a
imagen y semejanza de algunas espe-
cies de animales. La respuesta es relati-
va a la posición que se adopte.

Si nos situamos dentro la estructu-
ra social mexicana y se observa la con-
figuración social de arriba hacia aba-
jo, se puede observar un esquema de
nueve estamentos sociales: señores, clé-
rigos, comerciantes, industriales, ban-
queros, obreros, paracaidistas, campe-
sinos e indígenas.7 Desde esta ubicación,
nosotros somos los «no—indios» y ellos,
los indígenas, los más pobres entre los

4 Se antoja señalar como principio de esta época
nueva, el arranque del siglo y del milenio nuevos,
pero, de acuerdo al problema que se trata, sin duda
una fecha sugestiva es el 1 de enero de 1994, fecha
en que aparece en la escena histórico—nacional el
EZLN y su levantamiento en Chiapas.

5 Cfr. Blanco Fornieles, Víctor et al.: y otros: Perspectivas
actuales del Derecho, ensayos jurídicos en tiempos
de cambios, México, ITAM, 1991.

6 Zea: “El problema indígena”, en Cultura y Derecho
de los pueblos indígenas de México, México,
Archivo General de la Nación Fondo de Cultura
Económica, 1996, p. 339.

7 Cfr. Zilli Mánica, Benigno: Comentarios, acotaciones
marginales, Xalapa, Gobierno del Estado de
Veracruz—Llave, 1996, pp. 91—92.
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pobres, son quienes significan un problema para
nosotros y parece muy difícil descubrir cuál es el
problema de ellos. Pero, ¿qué sucede si nos situa-
mos dentro del la estructura global, mundial o uni-
versal?

De cara a la globalización, Leopoldo Zea se
pregunta: ¿qué se quiere decir cuando se habla
del indígena? El autor encuentra la respuesta a partir
del significado usual de las palabras «indígena» e
«indigenismo», en especial la segunda, ya que de-
nota el estudio de los pueblos indios que hoy for-
man parte de las naciones en las que predomina
la civilización europea. Y dicho pensador nos aclara
que se trata de los pueblos que a partir de 1492
fueron sometidos a los intereses de la civilización
europea, al coloniaje. Pueblos cuyo estudio permi-
tirá mantener dicho coloniaje.

En este sentido surgieron en el Mundo Occi-
dental estudiosos que se han denominado
americanistas, orientalistas y africanistas. Dicho lo
cual, este filósofo vuelve a plantear la idea princi-
pal de su exposición en los siguientes términos:

Los hombres de los pueblos no occidentales, los indígenas
sometidos a dominación deberán ser estudiados como
se estudian otras especies del mundo natural. Como lo
hace la zoología y la antropología. Como se estudian
el suelo, la flora y la fauna de la región conquistada y
sometida a coloniaje. ¿Exageramos?8

Sin decidir la cuestión acerca de la exagera-
ción, lo sorprendente del giro que Leopoldo Zea le
da al problema radica en la forma de definir los
términos, ya que, si más arriba se planteaba la cues-
tión diciendo qué eran ellos (los indios) y nosotros
(los no—indios), después de leer su discurso se debe
decir que el tema es «nosotros (los indios, los colo-
nizados, los estudiados)» y «ellos» (los no—indios,
los colonizadores, los indigenistas—americanistas).

Como en un acto prestidigitación nos ha he-
cho caer en la ilusión de que hemos cambiado de
lugar. Pero es pura ilusión, pues lo que ha hecho es
auxiliarnos para tomar conciencia de cuál es nues-
tro sitio: ¡nosotros somos los marginados! ¡Nuestra
propia supervivencia es la que está en peligro!

El descubrimiento de esta posición, la posición
del indígena, tiene la enorme ventaja de una pers-
pectiva nueva y de un encuadre nuevo del proble-
ma, que, ahora sí, es nuestro problema. A los ojos
de Leopoldo Zea está preparado el terreno para
tratar el tema del Derecho a la Diversidad y la pro-
clama de la unidad nacional (de la integración),
que él se trae entre manos y que no está lejos del
asunto que ocupa el presente trabajo.

El hecho es que existe un problema que recla-
ma una solución jurídica. Ante un problema, el De-
recho puede ofrecer la solución verdadera o, tal
vez, la más adecuada; es decir, la más cercana a
la solución verdadera dentro de un abanico de
posibles soluciones. Pero resulta que el hecho, ob-
jeto de nuestro interés, no es una dificultad cual-
quiera sino que es “el” problema del Derecho. El
argumento requiere la siguiente cita:

Se trata del ancestral empeño de una parte de la
humanidad para impedir que otra le exija compartir lo
que juntas están logrando, unos con su iniciativa, otros
con su trabajo. El empeño por hacer de unos hombres
instrumento de otros para impedir que esos otros puedan
ser parte usufructuaria del mundo que tan brutal y
desequilibradamente han creado. Se trata de que los
indígenas no dejen de ser indígenas con derechos
distintos de los que son exclusivos de sus expoliadores.

El supuesto problema indígena es el viejo problema
del hombre, de la humanidad, como problema de
identidad a preservar, cuando es un problema de justicia.
No deben confundirse identidades porque la confusión
es una amenaza del subdesarrollo y la miseria. Que los
ricos se mantengan en sus palacios y los pobres en sus
chozas. Hay que impedir que el pobre cambie su
identidad tratando de ser como el rico; que el colonizado
pretenda ser como el colonizador; el siervo como el
señor; el esclavo como el amo. Esto es, que los pueblos
pobres sigan siendo el patio trasero del imperio
manipulador.9

    l supuesto problema indígena es el viejo pro-
blema del hombre, de la humanidad, como pro-
blema de identidad a preservar, cuando es un
problema de justicia”. El enunciado adquiere una
expresión más intensa si se utiliza la antigua fór-
mula de Ulpiano: el problema es el de “la volun-
tad constante y perpetua de dar a cada cual lo
que es suyo”.

Habrá oportunidad de volver a pensar en el
problema indígena. Más aún, si alguien pregunta-
ra sobre el método a seguir en el presente artículo,

8 Zea: Op. cit., p. 342.
9 Ibidem, pp. 340—341.

“E
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quien esto escribe contestaría que consiste en dar-
le de vueltas al asunto. Pero, una vez que, por vía
de hipótesis, se ha enseñado que se trata del pro-
blema jurídico por excelencia, el paso que sigue
es pensar en el Derecho positivo. En México, éste
se encuentra condicionado por una circunstancia
histórica:

 En nuestro país, la República se constituyó  por un grupo
criollo y mestizo, que impuso su concepción del Estado
moderno a las comunidades indígenas minoritarias.10

Un primer acercamiento al problema indíge-
na con la guía inteligente de Leopoldo Zea —quien
nos auxilia a tomar conciencia de que se trata de
un problema nuestro— consigue un cambio en la
actitud, ya que si se busca la unidad nacional, ésta
se encuentra no en la anexión de los indígenas a
nosotros los no—indígenas sino en la solidaridad
de todos nosotros los indígenas, los marginados,
frente a quienes ejercen en el mundo el poder cen-
tral. Pero dicha toma de conciencia no significa ig-
norar el problema de los pueblos indios en Méxi-
co, todo lo contrario, representa un conocimiento
sobre la base de una gran simpatía, como que se
trata de nuestros pueblos.

III

La finalidad propia del Derecho es la justicia o, si
se quiere expresar de otro modo, el objeto de la
justicia es el Derecho. Pero, ¿cómo fue que al estar
describiendo los hechos constitutivos de un proble-
ma de nuestra época saltó a la vista el tema de la
justicia? La respuesta parece obvia, se reparó en
un hecho particularmente grave de discriminación
que no es justo.

El Constituyente Permanente de México se
percató del estado de cosas y el 28 de enero de
1992 se incluye en el artículo 4o de la Constitución
Política un nuevo párrafo, cuyo contenido es un re-
conocimiento al «etnocentrismo» del sistema jurídi-
co mexicano y que, con esta adición, pretende en-
mendar. Dicho párrafo es  el siguiente:

La nación mexicana tiene una composición pluricultural
sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. La
ley protegerá y promoverá el desarrollo de sus lenguas,

culturas, usos, costumbres, recursos y formas específicas
de organización social, y garantizará a sus integrantes
el efectivo acceso a la jurisdicción del Estado. En los
juicios y procedimientos agrarios en que aquellos sean
parte, se tomarán en cuenta sus prácticas y costumbres
jurídicas en los términos que establezca la ley.

Mientras más se multiplican las leyes integran-
tes de un sistema jurídico positivo mayores son las
dificultades de conocimiento y de observancia. En
México, a partir de la citada reforma constitucio-
nal, la misión del intérprete se torna escabrosa, pues
habrá que agregar las costumbres jurídicas de las
comunidades indígenas del país a la complejidad
y abundancia del sistema legal mexicano. Por esto,
los maestros de la Hermenéutica previenen con ra-
zón contra las formulaciones equivocadas.11

Una manifestación errónea es la ventana por
la que penetran las actitudes etnocentristas a las
que la Constitución mexicana les cerró la puerta,
ya que hay quienes intentan describir y analizar las
costumbres jurídicas de las comunidades indígenas
del país como

[...] representativas de una problemática que surge de
la relación entre dos órdenes normativos que coexisten
en el ámbito nacional. Es decir, se pretende entender a
las costumbres jurídicas indígenas comparándolas con
conductas reguladas por el orden jurídico nacional,
tomando en cuenta las resoluciones del derecho
internacional y, sobre todo, la perspectiva de la
promoción y la protección de los Derechos Humanos
de los grupos indígenas.12

Poniendo aparte las expresiones retóricas, esta
adaptación de la “teoría de los dos órdenes”13  a
la definición del problema es un burdo intento para
sujetar las costumbres jurídicas indígenas a un crite-
rio supuestamente superior que se pretende sea el
del legislador nacional o internacional. Esto es, las
costumbres jurídicas indígenas se califican de an-

10 Villoro, Luis: “Los pueblos indios y el Derecho de autonomía”, en
Etnicidad y derecho, un diálogo postergado entre los científicos
sociales, , , , , México, UNAM, 1996, p. 125.

11 Cfr. Trueba Olivares, E.:     La interpretación de la Ley, , , , , op. cit.
12 Beller Taboada, W. et al.: Las costumbres jurídicas de los indígenas

en México, México, Comisión Nacional de Derechos Humanos,
1994, p. 7; Cfr. Magdalena Gómez y otros et al.: Derecho Indígena,
México, Instituto Nacional Indigenista, 1997.

13 Villoro Toranzo. Introducción..., op. cit., pp. 19—20.
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temano como extrañas al orden jurídico nacional y éste se constituye en el
último criterio de validez de dichas costumbres. De este modo, el orden jurídico
nacional se transforma en un arma para denunciar los defectos de las costum-
bres jurídicas.

La Comisión Nacional de Derechos Humanos ha reafirmado la existencia de dos órdenes
jurídicos distintos, la costumbre jurídica y las “leyes locales y federales que muchas veces les
son ajenas, así como los problemas de incompatibilidad entre dichos órdenes” [...]14

¿O sistema jurídico nacional o costumbres jurídicas indígenas? Esto sí que es
un dilema e impone la tarea de una pesquisa.     El siguiente texto permite iniciar la
indagación:

El mundo griego se sentía rodeado de bárbaros, es decir, de gente que no hablaba su
idioma. Hoy en día, no obstante que el globo terráqueo ha reducido sus proporciones
geográficas, y se conocen todos los Estados y naciones que lo pueblan, pudiéramos pensar
que nos hallamos en situación semejante, pues la buena voluntad y el entendimiento que
entre ellos se predica como nuevo Evangelio sigue siendo letra muerta. Extranjero sería, en
consecuencia, aquel que no pertenece al Estado del cual formamos parte.15

El párrafo transcrito ofrece la pauta para pensar que la condición del indíge-
na se encuentra en una situación semejante a la de los extranjeros y, por ende, se
les trata de modo similar a la de los «bárbaros» que no hablaban el idioma de los
griegos. Pero debe quedar claro que en este ensayo no se está hablando de
extranjeros sino de personas nacionales que son consideradas como extraños.

El símil no es nuevo en México, ya los conquistadores españoles juzgaban
como «bárbaros» a los indios prehispánicos y uno de los argumentos empleados
es precisamente relativo al idioma. Fray Bartolomé de las Casas lo expone y lo
combate eficazmente:

Síguese luego que todas estas gentes son bárbaras largo modo, según alguna cualidad [...]
La tercera, por no hablar bien nuestro lenguaje ni nos entender; pero en ésta tan bárbaros
como ellos nos son, somos nosotros a ellos.16

El jurista es sacudido duramente por opiniones como la siguiente:

Quinientos años después se sigue insistiendo en hablar de indígenas, subhombres, que
generosamente deben ser salvados y preservados como especie. Se habla de sus espacios
naturales como autonomías, como ayer piadosamente se habló de misiones y utopías indígenas
o más brutalmente de reservaciones. Igualmente se habló de leyes especiales para ellos,
como si fueran ajenas a ellos las de todos los mexicanos, las de todos los hombres. ¿Para
qué? ¿Para mejor mantener la manipulación y la confinación?17

14 Beller Taboada: op. cit....., pp. 70—71.
15 Cuevas Cancino, Francisco et al.: Manual de Derecho Internacional Privado Mexicano, México, Porrúa,

1997, p. 135.
16 De las Casas, Fray Bartolomé: Apologética Historia Sumaria..., t. II, edición preparada por Edmundo O’

Gorman, México, Instituto de Investigaciones Históricas. UNAM, México, 1970,  p. 654.
17 Zea: El problema..........., op. cit., p. 340.
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IV

A partir del día 14 del mes de agosto de 2001, la
Constitución Política de México en su artículo 2o

bosqueja la visión del futuro de los pueblos indios
en México y qué se debe hacer respecto de ellos.
Sobre nuestro tema, el párrafo cuarto de dicho artí-
culo ofrece mucha materia para pensar:

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena,
aquellas que formen una unidad social, económica y
cultural, asentadas en un territorio y que reconocen
autoridades propias de acuerdo con sus usos y
costumbres.

El precepto enunciado obedece a un ideal de
justicia y a una circunstancia histórica. Es el momen-
to de penetrar en la circunstancia histórica y la mejor
guía para hacerlo es la comprensión de Luis Villoro
cuando reflexiona “En torno al derecho de autono-
mía de los pueblos indígenas”.

Este autor empieza su exposición refiriéndose
al concepto mismo de derecho a la libre determi-
nación de los pueblos y su concepto afín, el dere-
cho a la autonomía y después trata de aplicar es-
tos conceptos a nuestra realidad actual, referente a
los pueblos indígenas. Asímismo trata de ver sus
límites, sus alcances, los problemas que plantea.

El derecho a la libre determinación de los pue-
blos fue establecido después de la Segunda Gue-
rra Mundial en la Carta de la Naciones Unidas y

Desde entonces hay en todo el Derecho Internacional
un problema que está permanente y sin resolver
adecuadamente: el de la relación entre los derechos
individuales, que competen a la persona, y los derechos
de los pueblos que son, obviamente, derechos de un
sujeto colectivo.18

18 Villoro: op. cit., p. 162.
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El autor citado cree que este pro-
blema tiene dos aspectos, a saber: pri-
mero, ¿cuál es este «pueblo», que sería
el sujeto del derecho de autodetermi-
nación? Y, segundo, que es propiamen-
te el de la relación entre los derechos
de los pueblos y los derechos de los
individuos.

El primer aspecto es una cuestión
que, según el autor, admite dos respues-
tas: una que es la favorita de los Esta-
dos nacionales y que entiende por «pue-
blos» a los Estados Nacionales ya
constituidos. En este sentido, el derecho
de autodeterminación se equipara al de-
recho de soberanía de los Estados. Otra
respuesta es la que corresponde al es-
píritu de la Carta de las Naciones Uni-
das, y de acuerdo con ella el «pueblo»
estaría caracterizado por tres notas fun-
damentales. La primera peculiaridad es
que se trata de una comunidad con
cultura diferenciada, es una unidad
cultural. La segunda característica es
la conciencia de los miembros de esa
comu-nidad de que pertenecen real-
mente a un pueblo. La tercera nota es
que un pueblo debe tener una rela-
ción con un territorio geográfico, na-
tural; esta relación puede ser de ocu-
pación o de tipo espiritual.

De acuerdo con la segunda res-
puesta, Luis Villoro esgrime dos argumen-
tos para demostrar que los pueblos in-
dígenas de México, puesto que son
«pueblos» están sujetos a la libre deter-
minación. El primer argumento le llama
de Derecho Internacional y el segundo
lo denomina argumento histórico. El ar-
gumento de Derecho Internacional lo
expresa en los siguientes términos:

En esta interpretación, entonces, los pueblos indígenas de México,
que tienen unidad de cultura, manifestada en lengua, instituciones
propias, voluntad de permanecer como pueblos, proyectos comunes y
relación con un territorio, según las normas del Derecho Internacional
serían sujetos a la libre determinación.19

Después de explicar que en la Constitución de Apatzingán,
primero, la Constitución de 1824 y las constituciones posterio-
res, la nación mexicana se constituye como una entidad nueva
a partir de un proyecto criollo—mestizo y que en este pacto no
entran para nada los pueblos indígenas, manifiesta el argu-
mento histórico con las siguientes palabras:

[...] El segundo gran argumento en favor de la libre determinación de
los pueblos indígenas es el que deriva de nuestra propia historia, de
nuestra Constitución de Estado. Si queremos que el Estado Nacional
Mexicano sea el resultado del libre consentimiento de todos los pueblos
que lo constituyen  y no sólo de nosotros los mestizo—criollos, si queremos
que sea un pacto libremente determinado por todos los integrantes de
la Nación, tiene que nacer de la libre decisión de todos los pueblos
que constituyen la Nación.20

Aun cuando no es un error, parece que no tiene caso
buscar un fundamento jurídico para los derechos de los pue-
blos indígenas, especialmente para el derecho de autodeter-
minación, en normas escritas de índole nacional o internacio-
nal. Y no tiene caso porque el fundamento jurídico se encuentra
en la costumbre jurídica.

Una cosa distinta es que las normas de condición nacio-
nal e internacional vayan paulatinamente otorgándole recono-
cimiento a la costumbre jurídica. Pero no es prudente precipitar
una conclusión.

En cuanto al segundo aspecto, el de la relación entre el
Derecho que se aplica a una colectividad y los derechos que
se aplican a cada uno de nosotros como ciudadanos, Luis Villoro
considera que

Los derechos individuales son los derechos que reconoce el Estado
para que cada individuo tenga la capacidad de elegir su propio plan
de vida y ejercerlo [...] Pero hay una condición para elegir mi propio
plan de vida: yo no puedo elegirlo en abstracto. No puedo elegir ser
como es un esquimal en Alaska; no puedo elegir como plan de vida
ser monje del Tíbet, a no ser que deje de ser mexicano y me haga
tibetano. Para poder elegir mi plan de vida, lo tengo que elegir en el
abanico de posibilidades que me ofrece un pueblo, una cultura.21

A partir de tal premisa, nuestro autor infiere que el dere-
cho de una cultura es el derecho de un pueblo y, entonces,
este derecho colectivo del pueblo es una condición para que
se ejerzan adecuadamente los derechos individuales y, por lo
tanto, no hay contradicción:

19  Ibidem, p. 167.
20 Ibidem, p. 168.
21 Ibidem. p. 169.
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En síntesis, el derecho de los pueblos no puede verse como contra-
dictorio ni opuesto a los derechos individuales, sino como condición
para el ejercicio de los derechos individuales. 22

Ejercer sus derechos individuales, pero en el marco de su
propia cultura, es el reclamo de los pueblos indígenas de México.

¿Cómo se ejerce la libre determinación de un pueblo, en
qué se traduce? La respuesta comprende dos aspectos, ya que
dicho ejercicio puede traducirse en que ese pueblo quiera ser
soberano. No obstante, hay otra manera de ejercer el derecho
de libre determinación: aceptando formar parte de un Estado
soberano, al tiempo que se definen libremente las facultades,
funciones y ámbitos en que se van a ejercer los derechos pro-
pios. Y esto es autonomía.

Autonomía no es soberanía. Autonomía es el derecho de pactar,
negociar, con el Estado Mexicano —al cual se obedece y al cual se
está dispuesto a pertenecer—, funciones, facultades, derechos, que sean
propios de ese pueblo.23

Una vez que nuestro autor considera que ha establecido
los conceptos generales, se pregunta ¿cuáles serían los ámbi-
tos de la autonomía?, ¿cuáles serían los espacios en que se
daría una autonomía?, ¿cuáles serían las facultades de estas
entidades autónomas?

En relación con los ámbitos, existen dos corrientes de opi-
nión. Una corriente sería ver el problema de las autonomías
aplicable a ámbitos regionales, establecidos desde el Pacto
Federal, desde la Constitución. En este proyecto habría cuatro
niveles de entidades federales: la comunidad, el municipio, la
región autónoma y el Estado federal.

El pro de un proyecto semejante es que, indudablemente,
los pueblos indígenas constituyen una unidad real cultural, aun-
que pueda ser pluriétnica podrían formar una región pluriétnica;
en estos casos no sería tan difícil delimitar una región, porque
hay regiones delimitables por una cultura general. El contra es
que hay lugares en los que tal delimitación sería difícil, obvia-
mente porque las etnias están muy mezcladas, porque hay mu-
cha población mestiza y, por tanto, ahí se empiezan a crear
pequeños problemas multiétnicos, dado que los mestizos son
una etnia también, una nacionalidad.

Nuestro autor considera que el problema básico es ¿cómo
llegar a esto? Porque está claro que en muchos casos las re-
giones que abarcan todo un ámbito cultural indígena pertene-
cen a varios estados, y entonces aquí va a ser muy difícil que
las legislaturas locales se pongan de acuerdo, pues habría com-
petencias y envidias entre sí.

También piensa el autor citado que esto supone una refor-
ma constitucional muy fuerte. Por eso muchos pueblos indíge-

nas ven que su problema no podrá
solucionarse, a la postre, más que con
una nueva Constitución.

La Constitución actual tiene tantos parches
y ha sido tan adulterada —digámoslo con
franqueza— en tantos artículos, que muchos
pensamos —yo me cuento entre ellos— que
ya es urgente un nuevo Constituyente, con
una nueva Constitución que esté acoplada
a nuestra realidad nacional.24

Es obvio que Luis Villoro está pen-
sando en otra Constitución y no en una
más. Pero reconoce que la verdad es
que la situación de los pueblos indíge-
nas es tan diversa, es tan diferente de
un caso a otro, que quizá la solución
sea ir por etapas, poco a poco, y de
abajo a arriba. ¿Qué quiere decir de
abajo a arriba? Quiere decir a partir
de las comunidades.

Esta segunda corriente es la que
cautiva nuestra atención, pues describe
el elemento objetivo de la costumbre
jurídica, inveterata consuetudo:

De hecho, las autonomías se ejercen ya
en muchas comunidades [...] de hecho se
rigen por sus reglas y participan en una
vida comunitaria común, que es diferente
a la de los municipios y comunidades no
indígenas... Entonces en el nivel comuni-
tario existe ya la autonomía.25

Pero alude también al elemento
subjetivo, opinio juris seus necesitatis:

Muchos indígenas me dicen a mí, que no
soy indígena: “Ustedes nos están querien-
do hablar de nuestro derecho a la
autonomía. Pues si la autonomía la
tenemos desde siempre. Nosotros nos
estamos rigiendo desde siempre por
nuestra cultura, por nuestros usos y
costumbres. Lo que queremos es que se
nos reconozca en la ley lo que ya estamos
haciendo”.26

22 Ibidem, p. 170.
23 Ibidem p. 171.
24 Ibidem, p. 174.
25 Ibidem, p. 175.
26 Idem.
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Lo que los pueblos indígenas quieren es “el reconocimiento en la ley” de un
hecho que, de acuerdo a su conciencia, es apegado a Derecho. El tópico del
«reconocimiento» pertenece al objeto de estudio del Derecho Internacional y
excede los límites de este trabajo, pero resulta importante conocer por lo menos
cómo ha sido planteado:

Cuando se ha establecido un nuevo Estado, o cuando por medios diferentes de los
constitucionales ha tomado el poder un nuevo gobierno en un Estado ya existente, o cuando
se ha establecido cualquier otra situación que afecte las relaciones jurídicas entre los Estados,
surge el problema de si las consecuencias legales que se derivan de la nueva situación de
hecho surten efecto inmediatamente en relación con otros Estados, o si dichos efectos
dependen de un acto de reconocimiento.27

A quien esto escribe le parece que es obvio que los sucesos de Chiapas
(1994) han establecido una situación que afecta las relaciones jurídicas entre los
estados. Pero también es evidente que dicha situación comprende todas las co-
munidades étnico—indígenas de la República mexicana. Si el asunto no fuera
internacional, posiblemente el Estado mexicano ya hubiera zanjado la cuestión
suscitada en Chiapas, sin buscarle solución alguna.

En relación con las facultades, se plantea el problema del siguiente modo: si
se crean estas autonomías, ya sea en los ámbitos comunal, municipal o regional,
¿qué facultades tendrían? En la respuesta nuestro autor no entra en detalles, pues
precisamente considera que esto sería producto de negociaciones particulares
de cada pueblo indígena con cada Entidad federativa y variarían seguramente
mucho de un contexto a otro. Sin embargo, esto no le impide mencionar dere-
chos políticos, económicos, sociales y jurídicos.

Los derechos mencionados en primer término (políticos, económicos y socia-
les) recuerdan mucho la distinción que suele hacerse cuando se trata de los Dere-
chos Humanos. Es decir, la distinción entre derechos civiles y políticos, por una
parte, y derechos económicos, sociales y culturales, por la otra. ¿Pero a qué se
refiere con la expresión «derechos jurídicos»? Lo mejor es permitir que el autor
conteste dicha pregunta:

Y por último, el problema más delicado: derechos jurídicos. Existe un derecho indígena; existe,
no lo podemos negar. En México no hay un solo derecho, un solo orden jurídico.

Muchas comunidades indígenas se rigen por sus propias normas jurídicas. Y estas normas
son las aceptadas, consensadas por toda la comunidad.28

La expresión “En México no hay un solo derecho, un solo orden jurídico”,
sería más clara para el jurista si «orden jurídico» se cambia por «ordenamiento
jurídico». Y no solamente es comprensible sino aceptable el hecho de que dentro
del sistema jurídico mexicano existen diversos ordenamientos jurídicos y, en la
materia, se entiende y se admite que hay tantos ordenamientos jurídicos como
comunidades indígenas existen.

Luis Villoro señala, y señala bien, que los problemas que se suscitan por la
diversidad de ordenamientos es un problema serio para los juristas. Desdichada-

27 Sorensen, M.: Manual de Derecho Internacional Público, México, Fondo de Cultura Económica, México
1973, p. 276.
28 Villoro: op. cit., p. 181.
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mente, no resiste la tentación de ejemplificar y, al
hacerlo, juzga como muy bien hecho el estudio de
la Comisión de Derechos Humanos que aplica la
“teoría de los dos órdenes” al problema que se
comenta.

La posición primera del autor es la que este
trabajo considera razonable y aceptable: No hay
dos órdenes jurídicos dentro del Estado mexicano
sino uno sólo: el sistema jurídico mexicano; y es
verdad que dentro del mismo se distinguen diver-
sos ordenamientos jurídicos y no exclusivamente los
de las comunidades indígenas, que por supuesto
también hay que respetar. En otras palabras, no es
verdad que exista «un derecho nacional» y «un de-
recho indígena»; la verdad es que dentro del dere-
cho nacional se deben reconocer y amparar los
derechos indígenas, como se comenzado a hacer
dentro del artículo segundo constitucional.

Lo expuesto implica una Constitución nueva tal
y como la ve Luis Villoro:

Las comunidades indígenas actuales no están hablando
de un proyecto sólo para ellas. Esa es mi impresión, así
lo veo yo; nos están llamando la atención sobre la
existencia de un proyecto de nación real, alternativo a
la nación que el grupo criollo—mestizo ha formado
desde los comienzos de nuestra vida; un proyecto de
nación de respeto a la multiplicidad, de respeto a las
diferencias, a la diversidad del país, a las formas de
vida de cada quien dentro de su ámbito particular; y de
solidaridad y de preeminencia de los valores comunitarios
sobre los valores individuales.29

Al momento en que se escribe el presente artí-
culo, está en el tapete de las discusiones la reforma
integral de la Constitución Política de México; no
obstante, no cabe la menor duda que de 1992 a
la fecha la perspectiva jurídica del problema indí-
gena ha cambiado. Sin embargo, dicho cambio
no se puede considerar como un asunto concluido.

29 Ibidem, p. 184.

Salvador Martínez y Martínez
Consejero Presidente

del Instituto Electoral Veracruzano
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l Manifiesto Legislativo de San Lázaro (11 de octubre
2001) es un documento que nos permite situar nuevamente en su cabal dimensión los
acontecimientos que determinaron el cambio político y que desde su surgimiento, el 1 de
enero de 1994, significa un expediente abierto en la conciencia de México: las legítimas
aspiraciones de los pueblos indígenas para lograr el reconocimiento a sus derechos y
cultura.

El manifiesto aludido está firmado por 100 diputados de todos los partidos políticos
representados en el Congreso de la Unión, exceptuando —como es de suponerse— al
partido en el poder: el PAN.

Con este manifiesto se reconoce y aparece una corriente que representa una parte
importante de los miembros de la Cámara de Diputados, y que darán una lucha fundamen-
tal en el tramo que falta para reconocer los derechos autonómicos de los pueblos indios.

Después de aprobada la Reforma de Los Derechos y Cultura Indígena, el 14 de
agosto en la Cámara de Senadores, los diputados signantes reconocen que “no se logró
reanudar el diálogo en Chiapas ni se avanzó hacia la consumación de una paz digna y
duradera en la región”, por lo que el tema está vigente en la agenda nacional y se compro-
meten a establecerlo en la agenda del Congreso.

Zapatismo,
Congreso y nueva realidad mundial

Jaime Matínez Velozpor

E
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Silencio y estruendo

El zapatismo es un levantamiento social que tiene
los siguientes momentos: una declaración de gue-
rra y de principios, un momento bélico, un cese
unilateral al fuego, una movilización nacional, un
periodo de negociaciones, unos acuerdos de paz
(San Andrés Larrainzar), un proceso político—legis-
lativo que culmina con el mensaje del EZLN desde
la tribuna del Congreso de la Unión y la Reforma a
la Constitución aprobada. El nuevo momento que
con el manifiesto de San Lázaro se inicia podría-
mos llamarlo «la reforma de la reforma».

En el plazo que hay entre la reforma aproba-
da y el 11 de octubre se habían presentado ante la
Suprema Corte de Justicia de la Nación más de
300 controversias a cinco puntos constitucionales:
los ámbitos de la autonomía, la libre determinación,
tierra y territorio, recursos naturales, el reagru-
pamiento de nuevos municipios y los pueblos indí-
genas como entidad de derecho público.

El silencio del EZLN sucede en un momento que
se cruza con el estruendo de la guerra internacio-
nal. Un acontecimiento que impacta en todos los
puntos de las disposiciones logradas en consensos
y acuerdos gubernamentales nacionales, bilatera-
les y multilaterales con otras naciones.

La crisis de la globalidad no está desvinculada
con los acontecimientos indígenas de México, pues
el discurso del zapatismo tiene en su médula la opo-
sición a los modelos que impone a la humanidad
el complejo imperial y financiero asociado a la re-
volución tecnológica, que asume la depredación
planetaria y la desigualdad o la pobreza, como
“daño colateral” del “desarrollo”.

La naturaleza de las sociedades contemporá-
neas está destinada a ser cada vez más interde-
pendiente. México, con el desplazamiento
poblacional que vive desde hace más de veinte
años (situando la expansión de los flujos hacia
Norteamérica a partir de 1986 con la firma del
GATT) es pleno protagonista de estos procesos. La
diversidad cultural y multiétnica va de la mano de
los procesos económicos y comerciales que supo-
ne el libre mercado y la migración que imponen
presiones a las fronteras.

El capitalismo global en la época del desva-
necimiento de las fronteras, “se ve obligado hoy a

erigir muros de acero y cemento para que sus re-
presentantes puedan continuar tomando decisio-
nes”, escribió poco antes de los actos terroristas en
Estados Unidos el sociólogo Boaventura de Sousa
Santos en una imagen que expresa el cambio que
sufriría el sistema con la demolición material y san-
grienta de estas murallas.

Los flujos migratorios son una especie de acei-
te que lubrica la producción y aporta una densa
carga en el valor laboral y fiscal. La presencia de
mexicanos en Estados Unidos en casi todos los
ámbitos de la economía y las instituciones, repite la
de otras muchas nacionalidades, como los hispa-
nos o asiáticos.

La multiculturalidad y la diversidad étnica es
un fenómeno que está en la raíz de los conflictos
sociales, lo mismo en México, que en el mundo.
Una situación donde también juega la diferencia
en las creencias y las religiones.

En las sedes originarias de las confrontaciones
se hablan lenguas ligadas a historias milenarias, a
valores que comprenden la integridad del mundo
individual, físico y cósmico. Y las identidades están
ligadas a los territorios, no son cuadros anecdóticos,
folclóricos y míticos, son condensaciones de millares
y millones de seres que responden a una cultura, a
una forma de vida y a un entendimiento específico
de su estar en el mundo.

La comunidad de identidades en una relación
armónica con la tierra parece no entrar dentro de
los planes de la economía que tiene como realiza-
ción pretendida, precisamente, la homologación de
identidades: no importa quién seas y dónde estés,
eres un consumidor y un cliente.

El silencio del zapatismo no es una ausencia.
Tampoco es resultado de un acuerdo de paz. Ni
seguramente una rendición. El activismo que se ex-
pandió desde 1994 en amplios grupos de la socie-
dad civil y la incorporación de cientos de comunida-
des de todas las etnias indígenas al movimiento por
los derechos autonómicos —término que precisa en
el Manifiesto de San Lázaro la cuestión nodal y pen-
diente de la Reforma Constitucional—, mantiene una
dinámica que incluye la voluntad de resuscitar un or-
ganismo que ha acompañado como gestor y me-
diador al conflicto chiapaneco: la Comisión de Con-
cordia y Pacificación (Cocopa), que declaró el mismo
11 de octubre su voluntad para definir una nueva
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agenda y avanzar en la reanu-
dación del diálogo entre el EZLN

y el gobierno federal.

El arma de la pobreza

Los acontecimientos trágicos de
Nueva York y Washington y la
guerra de Estados Unidos en
Asia Central determinan el cur-
so de los acontecimientos en las
naciones, las regiones e incluso
las localidades.

México vive esta circunstan-
cia al tiempo que los campesinos
manifiestan en movilizaciones y
tomas de oficinas estatales y fe-
derales del ramo agrícola su re-
pudio a la política comercial que
el gobierno ha impuesto para sus
productos.

Los hombres del campo
sufren como ningún otro sector
las consecuencias de esa políti-
ca pensada, trazada y ejecuta-
da desde las urbes del Imperio
que se finca en el interés, en el
valor consanguíneo a la liber-
tad de los mercados, donde la
competencia y la oportunidad
(basados en la tecnología y el
capital) son los factores que
mandan.

El hecho de que senado-
res del PRI (11 de octubre) se
estén planteando revisiones al
Acuerdo de Libre Comercio, in-
dica que el Congreso de la
Unión puede considerar que
por más cerrado que esté un ex-
pediente, lo legislativo no es un
libro de actas sino un instrumen-
to que responde a la realidad
viva de un pueblo, y que los
amarres y consignaciones lega-
les que se realizan en las instan-
cias legislativas, judiciales y eje-

cutivas nunca serán definitivos en
tanto no correspondan al sentir
colectivo, sobre todo de los di-
rectamente aludidos, como es
el caso de los indígenas y cam-
pesinos, con la ley indígena y
el TLC.

El reportaje que transmitió
CNI de la campesina que al en-
terarse del derrumbe de las To-
rres Gemelas estalla en llanto,
es una imagen que sintetiza esa
extrema relación entre lo global
y lo local. “¿Pero qué te pasa...
—le pregunta su vecina—, tú qué
tienes que ver con esos lejanos
edificios?” “Allí trabaja mi hijo”,
le responde.

El proceso que se inicia con
el Manifiesto de San Lázaro no
podía ser más pertinente en el
momento bélico internacional. El
canciller de Israel, Shimon Peres,
definió con gran precisión la
naturaleza de esta guerra, que
no es nueva en tanto que repre-
senta es una continuación de
las intervenciones militares en
Asia Central desde hace tres si-
glos, sino radicalmente distinta
a todos los conflictos históricos
del pasado: “Poseemos ejérci-
tos carentes de enemigos, y es-
tamos expuestos a peligros que
carecen de ejércitos”.

Los cambios fundamentales
en el contexto mundial, que se
expresan en el concepto de
globalización, reflejan cómo los
países, conservando su calidad
de nación, comenzaron a trans-
ferir porciones de su economía
a manos privadas. Peres agre-
ga que en este proceso, la tie-
rra que había sido la que propi-
ció la existencia de los ejércitos
para su protección, no es ya la
protagonista del valor, por lo

que el ejército pierde importan-
cia, pues ningún contingente mi-
litar está capacitado para obte-
ner los logros de la ciencia o el
espacio cibernético. Por ello —
dice el canciller israelita— lo que
constituyó la tarea de las gue-
rras tradicionales como forma
de defensa está debilitándose
gradualmente, a pesar de que
los conflictos no han cesado.

La guerra de Afganistán
hará entender que es el princi-
pio de la extinción de los ejérci-
tos convencionales. Si bien es cier-
to que será un proceso que puede
tomarse el siglo entero, las fuer-
zas armadas no pueden defen-
der que el mundo dividido tan
brutalmente entre pobres y ricos
siga siendo lo que ellos, como be-
neficiarios del cambio estructural
y en el control discriminatorio de
los mecanismos financieros, quie-
ren que siga siendo, y esto se ex-
presa en la caprichosa voluntad
expresada por Bush, de negarse
a cambiar “nuestro estilo de vida”.

Sin embargo lo tendrán
que hacer. El soldado en el fren-
te asiático puede estar más se-
guro que su hija durmiendo en
Washington, o que su esposa
trabajando en Nueva York. La
revolución en la conciencia que
exige la guerra será el dispara-
dor de una nueva era y consiste
en detener esa adoración que
tiene su espejo en la decisión
fundamentalista de otros terroris-
tas: haremos lo que dicte y or-
dene el mercado, como fuerza
a la que se rinde el individuo, la
familia, la localidad, la región y
la nación.

Por lo pronto, la administra-
ción norteamericana aplica
mecanismos roosveltianos en la
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economía, en decisiva intervención estatal para el
manejo de una circunstancia impensada en las lec-
ciones neoliberales. El que sea un republicano or-
todoxo el que tenga que aplicar estas políticas, nos
demuestra la magnitud del cambio.

El nuevo capítulo mundial es también un nue-
vo capítulo mexicano. El Manifiesto de San Lázaro
asume esta comprensión de la realidad. En Méxi-
co existe una guerra declarada al gobierno fede-
ral por el Ejército Zapatista de Liberación Nacio-
nal, una precaria pero latente fuerza militar y un
frente civil sustentado en cientos de comunidades
indígenas del sureste. Un cuerpo armado recono-
cido constitucionalmente, pues la Cocopa ha sido
precisamente el organismo establecido por la ley
respectiva, para mediar entre este ejército y el
gobierno.

Los peligros mundiales son también los peli-
gros nacionales. Si bien México, igual que muchos
otros países, no se ha podido sustraer a este cam-
bio que pone en manos privadas las partes
substanciales de la economía, como es la produc-
ción de alimentos, los gobernantes tienen la opor-
tunidad con el estado caótico que el neoliberalismo
ha impuesto en el mundo, de rectificar y reorientar
las decisiones que afectan a millones de mexica-
nos pobres que no cesarán de manifestar su incon-
formidad por los cauces que les sea posible.

Antes de que estallaran los aviones contra las
Torres Gemelas y el Pentágono,  en México estalló
un petardo en una sucursal bancaria, sin ninguna
consecuencia en la vida de las personas y mínimos
daños materiales. Fue suficiente para que resurgiera
la polémica de las deudas y la memoria con quie-
nes han protagonizado en México luchas arma-
das, que tienen el secuestro, el asalto y los atenta-
dos, como formas de ataque y resistencia.

El tema de seguridad nacional ya era un pun-
to en la agenda antes de que se impusiera como
una realidad contundente. El presidente Fox, en
su entrevista con Larry King, cuando éste le pre-
guntó si habíamos tenido en México actos terro-
ristas, contestó que no, al menos no recientemen-
te. En efecto, el petardo no era ningún argumento
con lo que estaba sucediendo en ese momento
en el país del norte.

Nosotros debemos leer esta negación como
una elegancia. En México existe una sabiduría en

las oposiciones, incluso en las más extremas. Los
grupos armados que se reconocen oficialmente no
han cometido violencia sistemática ni extrema.

El antecedente de violencia masiva y que abar-
có una gran región lo tuvimos los primeros días de
enero de 1994, y no se trató de actos terroristas,
sino de enfrentamientos entre un ejército conven-
cional y guerrillas. Una situación similar en las con-
diciones actuales implicaría grandes peligros para
los mexicanos.

El capítulo que abre el Manifiesto de San
Lázaro significa una esperanza para hacer ver que
mientras en México no se firme la paz con el EZLN

ni no se alcancen acuerdos y negociaciones con
los demás grupos armados, para que se integren a
la vida legal, estaremos siendo poco sensibles a
los peligros de la era que exige en la globalización
económica el respeto a la diversidad y las opcio-
nes, que son aspiraciones no siempre compatibles,
pero que denotan la variedad de experiencias, vi-
vencias y visiones de colectivos que comparten una
nacionalidad.

Movilización e Historia

La ley indígena aprobada tiene tras de sí un largo
proceso cuya cumbre es la Marcha de la Digni-
dad Indígena, una jornada histórica que culminó
con una concentración en el Zócalo de la ciudad
de México y donde la consigna fue «Nunca más
un México sin nosotros».

Desde un balcón del Palacio de Gobierno de
la ciudad, artistas, periodistas e intelectuales fue-
ron testigos de un acto central en la vida democrá-
tica de nuestro país que, sin embargo, fue acallado
por la televisión, pues no hubo ninguna transmisión
en vivo, a excepción de la narrada por Internet de
Ricardo Rocha.

Este silencio expresa la dimensión de la resis-
tencia de una cultura criolla que siente como agra-
vio la presencia opositora e impugnadora de los
indígenas, como pudo ser constatado, días más
tarde, con la ausencia en bloque de los diputa-
dos del PAN en la sesión donde habló la coman-
dante Esther.

La fuerza de la movilización popular en dece-
nas de ciudades y pueblos, para recibir a la co-
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mandancia del EZLN, fue el recorrido renovado en la ruta histórica del zapatismo,
que estuvo signado por una fuerte carga simbólica en todos los actos en que la
población entusiasta se volcó a las calles para animar y aplaudir a los líderes
rebeldes.

Su importancia mundial

Del 24 de febrero al domingo 11 de marzo en México vivimos acontecimientos
que fueron calificados por diversos pensadores universales, como uno de los
movimientos sociales más importantes del mundo.

Noam Chomsky dijo, incluso, que el zapatismo “Podría cambiar el curso de
la historia contemporánea”. Alain Touraine expresó que “Nadie imaginaba que
el movimiento zapatista encontraría tan rápidamente un apoyo popular de se-
mejante amplitud, sin duda el más importante en el continente latinoamerica-
no”. José Saramago emocionado afirmó: el zapatismo “No es un final, es un
principio”.

Esta primera fase de la jornada de la Marcha por la Dignidad Indígena
empezó con una manifestación de 20 mil tojolabales, tzeltales, choles, zoques y
tzotziles en San Cristóbal de las Casas y terminó con una concentración que
multiplicaría por diez esta cifra: 200 mil personas recibieron en el Zócalo de la
Ciudad de México a los 24 comandantes zapatistas, quienes en un trazo circu-
lar y siete mensajes, simbolizarán la toma del centro histórico de México por las
clases populares.
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Al llegar al Zócalo, Marcos y los comandantes indígenas
habían pasado por 12 entidades, llenando plazas y calles en
lo que numéricamente representa que la Ley de Los Derechos y
Cultura Indígena elaborada por la Cocopa tiene un apoyo
físico en los ciudadanos e infantes que salieron a recibir a la
comitiva en multitudinarias concentraciones, en las cuales se
expresó una poética substancial al tiempo pasado, presente y
futuro mexicano.

Estos días marcan un capítulo especial del zapatismo, pues
por primera vez Marcos pasa de redactor de comunicados,
cartas y manifiestos, a un orador de masas. Y este cambio es
muy significativo, ya que vemos cómo un lenguaje que durante
siete años había cautivado a muchos mediante su lectura, pasa
a ser una expresión oral que se conecta a la tradición propia
de los pueblos indígenas, de la que Marcos es un narrador de
la experiencia ancestral y expositor de una convicción opuesta
a la política del Estado mexicano y a la imposición de los go-
biernos imperiales asociados con las agencias financieras y
comerciales.

No debemos perder de vista que el zapatismo nace como
una protesta y rebelión al neoliberalismo y la economía capita-
lista de la globalización. El mismo día que salen de San Cristó-
bal hacia la Ciudad de México, se realizan protestas en
Cancún, donde se efectúa una de las reuniones del Foro Eco-
nómico Mundial, una estación más de Washington y Seattle.
Cancún es el escenario de agresivas protestas y enfrentamientos
con la policia. El zapatismo forma parte de un movimiento inter-
nacional y al mismo tiempo es fuente originaria e inspirador
del mismo.

La máscara vacía

La relación entre lenguaje y movimiento social es idéntica al
zapatismo. Los 11 días de guerra activa fueron precedidos por
un nuevo lenguaje político—profético que estremeció a la na-
ción, lo mismo que las imágenes bélicas que transmitió la televi-
sión. Ambos eran acontecimientos inesperados, sorpresivos e
impactantes.

Entonces apareció el rostro embozado de Marcos y se
inició la leyenda. Precisamente era un acto opuesto al ver:
“Nos ocultamos para hacernos visibles”. “Tanta visión, o tan-
ta angustia o tanta presión sobre lo que es finalmente un pa-
samontañas vacío”.

Era un juego serio, sin embargo. Se recobraba el tiempo
cíclico, que procede en espiral, de la cosmovisión indígena. La
palabra de Marcos fue desde un principio un relevo civil de la
rebelión armada. Una imploración, una imposición, una súpli-

ca, una exigencia, una seducción. En
ningún lado del mundo un movimiento
social tiene esta capacidad de rein-
ventarse y reconocerse en el pasado.

Su escritura fascinó a jóvenes, an-
cianos y hasta los niños, además de a
los artistas, los políticos,  los filósofos,
las amas de casa. En siete años este
lenguaje construiría la unidad de la di-
versidad que se mostró en las plazas
y calles por donde pasó la Marcha
de la Dignidad Indígena. El presiden-
te Fox tendría que reconocerlo sin am-
bages: “El zapatismo es un movimien-
to social”.

“Nosotros somos ustedes, yo soy
tú”. “El silencio de los del color de la
tierra fue roto, sobre sus pedazos nos
levantamos”. El mito del poeta—guerre-
ro, común en todas las culturas, en Méxi-
co es desde entonces casi una
cotidianeidad. El humor, el coloquialismo,
la chanza, la invocación, lo sagrado...
acentos que Marcos produce con un vir-
tuosismo sereno, una inteligencia que
comunica un saber de todos... y cuanti
más que no tiene rostro: no es nadie,
Marcos es todos.

El lenguaje de la Marcha Indíge-
na y el lenguaje de Marcos enseñó su
naturaleza de “momentánea luz” en
todos los mítines, en los discursos de los
comandantes y comandantas, pero
esencialmente en las palabras leídas e
improvisadas de Marcos, que tuvo su
cumbre en el mitin de Ixmiquilpan Hidal-
go, que Monsiváis, entre otros cronistas,
consignó en su dimensión sagrada: la
palabra y el cielo: el agua y la purifica-
ción. Marcos aquí representó una de las
obras más arcaicas de la cultura mexi-
cana: el acto de hacer llover.

No es exagerado: chamanes,
sanadores, nigrománticos, onirománticos,
sahumadores fueron limpiando a los
comandantes a su paso por las regio-
nes de México. No se trataba de cual-
quier marcha, era un avance de multi-
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tud. Grito y reflexión, sintetizarían los zapatistas en el Zócalo.
El zapatismo no se puede entender sin el lenguaje de

Marcos. Se trata de un discurso que concentra el encantamien-
to del español mestizo creado en el contacto con los lenguajes
vernáculos; el lenguaje tosco, sorprendido y esforzado de los
cronistas españoles; el lenguaje preclaro de los escritores indí-
genas de la Escuela de Tlatelolco, hasta llegar al español es-
culpido en la roca rulfiana. Un lenguaje ceremonial y ceremo-
nioso por el que fluye la tradición de lenguas que ignoramos y
hasta despreciamos, aquéllas en la que se expresan más de
diez millones de mexicanos, “de pobres que en la marcha de-
rrochaban riqueza”.

“Buenas noches a todos”, dijo y el cielo se vino abajo, des-
cribían sobre el comienzo del mitin. “Ya me voy a callar porque
entre más hablo más llueve”. Truena el cielo, caen relámpagos.
Y luego la chanza: “Respondan, ¿estamos mojados?”.

Un histrión pero también un sacerdote. El fenómeno Mar-
cos es quizá el más trascendete del final y comienzo de siglo
en México y casi seguro que en el planeta. ¿Por qué regatear
esta importancia? Daniel Mitterrand no lo hace. Saramago,
tampoco. Oliver Stone, Chomsky, Touraine, Miguel Ríos, Bouvé...
cantantes, filósofos, escritores, líderes... están encantados oyen-
do a Marcos y México vive su mejor momento en la luz de la
sociedad planetaria.

Y sin embargo... los parlamentarios mexicanos están divi-
didos, indignados, asustados... La Cocopa tiene que
desempolvarse, sus engranajes rechinan, ya hay un encarga-
do por el EZLN para iniciar pláticas con este organismo que dio
su nombre a la ley que responde a las aspiraciones indígenas;
se trata de Fernando Yañez, fundador de las Fuerzas Armadas
Revolucionarias, semilla del EZLN, con casi treinta años en la
vida clandestina; un “mensaje —diría Marcos a Julio Scherer—
que parecen no entender: nuestra voluntad para incorporarnos
a la legalidad”.

Esta gran movilización nacional que terminó en esta pri-
mera fase en el Zócalo capitalino, fue ignorada por los sena-
dores que aprobaron la ley indígena, suprimiendo y modifican-
do los artículos sobre la autonomía territorial, fijados en los
Acuerdos de San Andrés. Los comandantes se habían regre-
sado, dejando en manos del Congreso su encargo, una con-
fianza que, como se vio, una vez más sería traicionada. El
EZLN había declarado que no regresarían los comandantes a
Chiapas hasta ver aprobada la Ley Cocopa. Los senadores,
como Jesús Ortega, del PRD, aceptaban que era un movimien-
to político de facto, que el Congreso estaría vigilado por el
movimiento en las calles, en el proceso legislativo de la ley
indígena.

Luego, una vez que la comandante Esther habló en tribu-

na, la emoción se fundió con la humil-
dad. “Nos vamos, deveras”. ¿Qué hu-
biera pasado si no?

La riqueza de la pobreza

Cuando la comandancia del EZLN avan-
za hacia la Ciudad de México, como
había anunciado, lo haría en armas ha-
cía siete años (“nuestro ejército y los que
se nos vayan uniendo en el camino”, di-
jeron impetuosos). El organismo creado
por el Congreso de la Unión a instan-
cias del Ejecutivo para mediar en el con-
flicto, la Cocopa, estaba ya desactivado,
pues tenía más de dos años de interrup-
ción de todo contacto con los indígenas
rebeldes.

Después de que la segunda
Cocopa vivió los tres años de la 57 legis-
latura en “estado larvario y de agonía”,
según definió el senador Carlos Payán
Velver, la tercera Cocopa, que comenzó
funciones a finales del 2000, “retoma la
estafeta en plena crisis, con nula credibili-
dad”, según el senador panista Vicencio
Álvarez.

El mismo día que el EZLN sale de
San Cristóbal, se iniciaba en Cancún
el encuentro México 2001, del Foro
Económico Mundial, y el diputado co-
munista italiano Walter de Cesaris, ubi-
caba la dimensión del acontecimiento
mexicano: “El alzamiento del EZLN fue
la voz para que la izquierda interna-
cional se reactivara y dejara de llorar
la caída del socialismo. El zapatismo
representa la incubadora del movimien-
to social más importante del mundo”.

Cuando los «globalifóbicos» —tér-
mino aportado por Zedillo, quien recibi-
ría su premio en las nóminas de las
trasnacionales una vez concluida su ad-
ministración— están en Cancún, han reco-
rrido once estaciones en las iniciativas
mundiales de movilización, y el EZLN se
convierte en una revolución emblemática,
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puesto que su vocación expresa puntualmente los
principios de la protesta internacional: lograr equi-
dad real entre hombres y mujeres; profundizar la
crisis de legitimidad del BM, FMI, OMC, Grupo de los
Siete, Foro de Davos y de las grandes multinacio-
nales; que las naciones en desarrollo abandonen
las políticas de ajuste estructural; terminar con la
desregulación del comercio, oposición a ciertos
usos de organismos genéticamente modificados, a
las privatizaciones y a la exigencia de que se ob-
tengan recursos para financiar el desarrollo, a tra-
vés de la creación de impuestos a las transaccio-
nes financieras.

No precisamente el EZLN en su programa enun-
cia todos los principios que Eric Toussaint, presidente
del Comité para la Anulación de la Deuda del Ter-
cer Mundo, postula, sino que son estos puntos de
lucha naturales al contenido social que se expresa
en el zapatismo y que un indígena serrano de Pue-
bla ilustra en su discurso para recibir a los comandan-
tes chiapanecos, en el valle de Tehuacan, donde fun-
cionan más de mil maquiladoras:

Quieren que abandonemos nuestros principios, que nos
abandonemos para poder trabajar, pero nosotros
queremos seguir sembrando ajonjolí, chile, calabaza,
jitomate, frijol y maíz, seguir buscando plantas para
curarnos y practicar nuestra propia medicina, practicar
la mano vuelta y compartir nuestro trabajo.

Pero si lo que siembras no compite con la cali-
dad de otros productos en el mercado (le contesta-
ría Javier Usubiaga, ministro de la Sagarpa), no vale
y las inversiones que estamos trayendo a nuestro
país, como las maquiladoras, son precisamente para
tu desarrollo.

Aquí está sintetizada la irreconciabilidad de un
régimen asociado a las agencias del capitalismo
globalizador que promueve la desregionalización (el
desplazamiento a las ciudades), la transnacionalidad
(migración a Norteamérica) y la desnacionalización
(la pérdida de la autonomía alimentaria, fundamen-
talmente).

Centéolt, Diosa del maíz, manifiesta la indig-
nación de los 15 millones de campesinos que han
abandonado sus tierras, en las palabras de un ora-
dor nahua: “Vengo de la Cueva de las siete cabe-
zas, Aztlán. Por mí habla el pueblo del maíz. Los
que hablamos en mexica fuimos los que le dimos el
nombre a México; sin embargo, sus gobiernos y

autoridades nos han mandado al sótano”.
La marcha zapatista es un obsequio para

México y Marcos será quien exprese en una inspi-
ración sostenida y creciente, la potencia ancestral
del pueblo: “Nunca nos vencieron, la prueba está
que aquí estamos, somos los guardianes de la histo-
ria”. Es una ruta que dibuja el círculo en espiral de la
cosmogomonía mesoamericana, alrededor del cen-
tro. Todo es simbólico, los siete mensajes que inven-
ta Marcos en una reedición de las potencias
proféticas, que comparte en un estilo evangélico:

Que teman quienes cierran los ojos y la boca para oír y
hablar lo que somos. Serán entonces hechos a un lado.
Verán impotentes cómo recuperan voz los sin voz y
adquieren rostro los sin rostro.

Parecieran citas apostólicas, pero es la cons-
tancia de una responsabilidad contemporánea que
molesta e irrita a los eruditos de la derecha, como
Enrique Krauze, quien manifiesta:

Casi todos los indígenas de México, desgraciadamente,
son pobres, pero no todos los pobres de México son
indígenas. Entonces no es posible admitir que ahí haya
una representación, porque es una representación
parcialmente autoelegida. A través de siete años ha habido
pocas expresiones de compromiso real con la democracia
de parte del EZLN [...] no necesitamos actitudes mesiánicas
y mucho menos actitudes revolucionarias.

En efecto, esto podría alterar el curso de la
lección histórica que dicta el académico—comisa-
rio—político desde Televisa, y podría amenazar el
flujo de su facturación...

La fuerza de estas opiniones parece uniformar
a los intelectuales mexicanos, a los humanistas con
pocas excepciones, como la de Miguel León Portilla,
todos los demás callan y —por ende— conceden.

Sin nombrar señales religiosas, es indudable
la sustancia metafórica de Marcos en la tradición
cristiana: “Los pobres entre los pobres marchan
hacia la capital haciendo derroche de riqueza”. La
Iglesia sabe de lo que habla Marcos. El obispo
Samuel Ruiz explica: “La insurgencia indígena en
Chiapas responde a una toma de conciencia de
las culturas americanas antiguas de todo el conti-
nente”. La Conferencia del Episcopado Mexicano,
sostiene: “Las propuestas del EZLN buscan lo que
hoy se llama reforma integral del Estado”. Y Mar-
cos sigue provocando resonancias en la interiori-
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dad espiritual donde tradición cristiana y autóctona se funden: “Les pedimos que
no nos dejen caer, que nos sostengan arriba y quizá podamos rasgar un poco el
cielo para que entre un poco de lluvia y de luz sobre la tierra de los indígenas”.
Los buenos cronistas se dan vuelo: “A la hora en que comenzaron a darle la
bienvenida a los zapatistas, cientos de pájaros comenzaron a trinar”. Y en
Ixmiquilpan lo logra: Marcos hace llover.

El 6 de marzo Marcos lanza su comunicado “Hermano, Hermana”, un texto
que será recordado como un momento cumbre de la poética revolucionaria,
donde nombra una por una todas las etnias de la nación indígena y abre la
ventana, que es —precisamente— su nombre: marco, una sombra, un silencio roto
en cuyos pedazos, los del color de la tierra, se levantan.

Pero ya para el 9 de marzo, cuando la caravana se acerca a la Ciudad de
México, en el Congreso se deja sentir lo que vendrá. Informa Manuel Barlett
Díaz, senador del PRI y cabeza, junto con Diego Fernández de Cevallos, del PAN,
de la embestida contra la aspiración indígena apoyada físicamente por dece-
nas de miles de mexicanos: “Fox le agregó a la ley una serie de interpretacio-
nes que son virtuales candados. Lo que debió haber hecho es formular directa-
mente en el articulado los cambios propuestos”. Fernando Yáñez, sin embargo,
escucha atentamente a los senadores del PRD Jesús Ortega y Demetrio Sodi,
que al lado de académicos como Luis Villoro, Magdalena Gómez y Luis
González Souza, explican:

Las críticas formuladas a la iniciativa de la Cocopa parten del desconocimiento de la misma
y de prejuicios y actitudes racistas. El Congreso perdería su oportunidad histórica si rechaza
el proyecto de la reforma constitucional.

Por eso sorprendería el bandazo de estos senadores, al votar por la extirpa-
da ley indígena. Jesús Ortega había dicho, una vez que el EZLN declaró que no
se retirarían del DF hasta que se reconocieran los derechos constitucionales de los
pueblos indios:

Al permanecer en la ciudad de México por tiempo indefinido, los zapatistas están haciendo
política para solucionar los problemas de los indígenas. Nadie debe sentirse presionado
porque los comandantes estén al pendiente de los trabajos legislativos. Con decisiones como
la de permanecer en la ciudad de México y hacer la marcha, el EZLN se está convirtiendo en
una fuerza política de facto.

Pero habría cambios de timón en las dirigencias del PRD y el EZLN, en los días
que vendrían. La votación mayoritaria del PRD—PRI en la Cámara de Diputados
para que el EZLN ocupara la tribuna era un triunfo indudable, pero preliminar.
Marcos declaró: “Nos vamos, y no con las manos vacías”. Una apreciación que
la aprobación mutilada de la ley (en ausencia de los comandantes que regresa-
ron a la selva), se ocuparía en desmentir y donde un análisis que tenga el referen-
te de la oportunidad histórica y la espontaneidad de las masas, tan estudiada
por los clásicos de la revolución política del siglo XX, tiene que poner en cuestión.

Los días que conmovieron al mundo

Los movimientos sociales anteriores a la Marcha por la Dignidad Indígena ha-
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bían tenido siempre como enti-
dad de impugnación y reclamo
al gobierno o al presidente de
la República. Por primera vez en
la historia estaríamos ante un des-
plazamiento de esta interlo-
cución a otro espacio del Esta-
do: el Congreso de la Unión.

El villano de la película ya
no estuvo en la silla presidencial
sino en las juntas de coordina-
ción política y las mesas directi-
vas parlamentarias. La gente vio
aparecer en las páginas de los
diarios una mecánica novedosa
(la de la operación y debate le-
gislativo), en tanto el canal del
Congreso tenía su oportunidad
más importante para mostrar su
capacidad a las audiencias na-
cionales, por lo que fue afortu-
nado e importante mostrar lo

que sucedía en las afueras del
palacio legislativo durante la vo-
tación del 22 de marzo, para
aprobar un punto de acuerdo y
el EZLN hiciera uso de la tribuna.

Los comandantes se ha-
bían quedado en la ciudad lue-
go de haber anunciado el 19
de marzo su decisión de dar
por terminada su estancia en la
capital de México. Marcos de-
nunció que el grupo de diputa-
dos y senadores encabezados
por Diego Fernández de
Cevallos y Enrique Jackson
Ramírez, tenían secuestrado el
Congreso. Fue una jugada bri-
llante, muy riesgosa por todo
lo que implicó, pero que quitó
a los zapatistas el riesgo de
caer en jaque mate.

La Cocopa se vio obliga-

da a pedirles que permanecie-
ran en el DF para ayudarlos a
defender la iniciativa de ley im-
pulsada por esta comisión. El
presidente Fox hizo un llamado
al Congreso de la Unión para
que encontrara los caminos y las
formas para recibir y escuchar
a los indígenas rebeldes, que en
número de 1,200, entre la co-
mandancia del EZLN y delega-
dos del Congreso Indígena
Nacional, habitaban la Escue-
la Nacional de Antropología de
Historia, una sede —diría Mar-
cos— de lo que la red interna-
cional de resistencia estaba con-
siguiendo.

Llegaban a conferenciar
con los rebeldes representantes
como el activista francés José
Bové y Danielle Mitterrand, pre-
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sidenta de la organización Francia—Libertad; asi-
mismo, el parlamentario socialista europeo Sami
Nair, que invitó a los zapatistas a pronunciarse ante
el Parlamento Europeo y que sin duda avergonzó
a las duras sensibilidades de los congresistas mexi-
canos, en contra de que los indígenas ocuparan la
tribuna. También se escucharon las veces de apo-
yo de Manuel Vázquez Montealbán, Gabriel
García Márquez, José Saramago, Alain Touraine,
entre otros intelectuales destacados. El zapatismo,
como bien lo expresó el escritor español, de “estar
sitiado pasó a ser sitiador”.

El ajedrez era diestramente jugado. Martí
Bartres planteó que la Cámara de Diputados recu-
perara la iniciativa de la Cocopa presentada al con-
cluir la 56 legislatura por Juan N. Guerra, como una
manera de atraer a la Cámara Baja el teatro de las
decisiones. En la calle y entre los medios de comu-
nicación, se registraron enfrentamientos de nuevo
tipo, como con los extranjeros que apoyaban el
movimiento, los monos blancos de Italia, fundamen-
talmente, que provocaron en algunos sectores sen-
timientos de xenofobia. Aceptar la mundialización
zapatista constituía, también, un reto más del movi-
miento nacional.

Fueron 15 días (del 14 de marzo, un día des-
pués de que el EZLN entrase al Zócalo, y el 29 de
marzo, cuando anuncian su partida) de grandes
acontecimientos en el país que planteaba y exigía
una nueva definición de pueblo donde la concien-
cia de identidad es el criterio fundamental, como
lo propone el filósofo Luis Villoro. Esto, al mismo
tiempo que el presidente de la Cámara Americana
de Comercio, Thomas Donohue, señalaba que “la
soberanía es un tema obsoleto” y la Coparmex
exigía al gobierno “hacer valer plenamente el esta-
do de derecho en Chiapas para poder invertir en
mayores magnitudes y hacer empresa con más fa-
cilidad en esa región”. Asimismo, una manifestación
de ganaderos en San Cristóbal pedía no autorizar
la ley Cocopa.

Las dos votaciones, en las cámaras de Diputa-
dos y Senadores, trazan el mapa donde se mueve
el zapatismo. Por apenas 10 votos (220 a favor y
210 en contra) se abre la tribuna en el recinto legis-
lativo de San Lázaro, y en el Senado la mayoría
PAN y PRI, “aplaudiendo eufóricos”, le cierran el paso
al EZLN a la casona de Xicotencatl.

La reacción del PAN expresa sin matices el ra-
cismo que prevalece en la sociedad mexicana. Ante
la oración de Marcos: “Somos los muertos de siem-
pre, por eso luchamos por la vida”, contesta la arro-
gancia: “No nos sentimos derrotados en nada” (el
presidente del PAN, Luis Felipe Bravo Mena). Y Feli-
pe Calderón, el coordinador del la bancada: “Es
humillante, vejatorio y denigrante ese formato —que
el EZLN ocupe la tribuna—. No enmienda, sino agra-
va las condiciones de sometimiento antidemocrático
al que está siendo sujeto el Congreso”.

Días antes, ante esta situación, los diputados
del PRI habían presentado la iniciativa de reforma al
artículo 5o de la ley orgánica del Congreso para
que las cámaras permitan, con el acuerdo de la
mayoría absoluta, la posibilidad de que represen-
tantes de grupos sociales, políticos y culturales del
país hagan uso de la tribuna del Poder Legislativo.

La votación a favor de escuchar en el recinto
de plenos al zapatismo salva el honor y la imagen
del Congreso. Las declaraciones de los líderes re-
beldes son conciliatorias: “Siempre ha habido con-
fianza en el Congreso, no hay ninguna inseguri-
dad” (Comandante Germán). Marcos, que en un
mitin había reconocido su origen “en las huastecas”,
daba mensajes de un cambio fundamental en su
vida clandestina. “Si se logra la aprobación de la
ley Cocopa, el EZLN podría dejar de ser una orga-
nización político—militar clandestina armada, y tran-
sitar a otra cosa”. Sin embargo, ésta no sería la
“política, pues veríamos reducidos nuestros coefi-
cientes intelectuales al mínimo. El político moderno
se caracteriza por ser corto de miras”. Seguramen-
te los estrategas del EZ se preparaban para un es-
cenario positivo, y era evidente que sobrevalora-
ban para efectos prácticos el acto que se había
logrado donde, como dijo Marcos, “no termina sino
comienza todo. No va a haber perdedores ni en
los zapatistas ni en el gobierno”.

Pero de inmediato las garantías del EZLN se
anulan. El 26 de marzo la dirección del PAN orde-
na a la mayoría de sus diputados y senadores (in-
cluyendo a los representantes en la Cocopa y los
integrantes de las comisiones dictaminadoras de la
ley) no asistir a la sesión de plenos. Solamente po-
drían estar allí los integrantes de las comisiones de
Gobernación y Justicia, de Puntos Constitucionales
y Asuntos Indígenas. Fox pondría el punto final:
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“Atendimos las demandas al límite”.
Luis Villoro había previsto el 15 de marzo: “Lo que representaría un paso

atrás sería replegarse a la selva lacandona a esperar los acontecimientos”. La
contundencia de las palabras de la indígena embozada Esther y la presencia de
la comandancia del EZLN, incluyendo las conversaciones de Beatriz Paredes, coor-
dinadora de la bancada del PRI, y el comandante Germán, dieron al país una
dimensión esperanzadora del futuro. No obstante, la decisión inmediata anun-
ciada por Marcos, de regresar a la selva, evidentemente no consideró el peso
que significaba su presencia física como eje de la movilización nacional y mun-
dial en el procesamiento de la ley que se aprueba en la Cámara de Diputados,
en aplastante mayoría, el 27 de abril; una ley a la que le extirparon los artículos
por los que los rebeldes se levantaron en armas y por los que miles de mexicanos
salieron a las plazas y calles en su apoyo: la autonomía de los pueblos nativos y
el derecho a ser ciudadanos mexicanos.

Otra vuelta de tuerca

Para Marcos la ocupación de la tribuna de la Cámara de Diputados era la
culminación “de la movilización que empezamos en 1998 y 1999”, cuando, en
la primera fecha, los 111 delegados de las bases de apoyo zapatistas marcha-
ron al Distrito Federal y, luego, cuando el EZLN hizo una consulta plebiscitaria en
todo el país.

Sin embargo, esa incursión, en fila india, de los comandantes indígenas
rebeldes, en el salón de plenos, que tuve el honor de acompañar como integran-
te del Congreso de la Unión, fue un triunfo que contrastó con los resultados pro-
piamente legislativos; o sea, la aprobación posterior de una ley prácticamente
opuesta a la ley Cocopa.

Este acto, no obstante hizo que el Congreso fuese el teatro completo de los
hechos, puesto que la televisión, que había desdeñado la magna concentración
del Zócalo, ahora realizaba una cobertura similar a la que se dedica a los infor-
mes presidenciales.

La frase se hizo común: “un acontecimiento histórico”, que minorizó vergon-
zosamente, aunque no anulaba su significancia, la inasistencia en bloque de los
diputados y senadores panistas, a excepto de los 26 integrantes de las comisio-
nes con responsabilidad constitucional.

La moralidad del PAN estuvo al descubierto, para marcar su distancia en
lugar de ocupar sus lugares en las esquinas del recinto, se quedaron en sus
curules, desde donde sólo aplaudieron al final, sin ponerse de pie, como todos a
la comandante Esther, que con sus palabras de nobleza, respeto, firmeza y con-
ciliación, obligó a cambiar el discurso preparado.

La contundencia del discurso de la comandante Esther enfrentó, incluso, a
Diego Fernández de Cevallos y a Felipe Calderón Hinojosa, quien criticó como
inoportunas las “suspicacias y perspicacias” del senador, cuya imagen de intole-
rante y racista, se ganó a pulso al decir que por “debajo” del zapatismo, habría
fuerzas que “ocultamente estén haciendo algo contra el país”.

Las palabras en tribuna serían siempre altas, con esa fuerza poética a la
que se estaba habituando el público, como las palabras del comandante
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Zebedeo: “Aquí está con nosotros el pobre, el peor de todos”.
La brillantez de las exposiciones cercaron a los panistas, durante seis horas

quienes, por boca de Martha Patricia Martínez Macías, en un discurso donde
repitió once veces las palabras “hemos escuchado”, manifestaba la culpa de
que esto no hubiese sido así. Estaba el vacío de los representantes populares del
PAN como una pronunciación que el comandante David identificó sin rodeos como
“la intención de exterminarnos y borrarnos de la historia”.

En la perspectiva que abrirían los acontecimientos en las cámaras legislati-
vas, una vez ausentes de la Ciudad de México; los comandantes zapatistas (que
estaban conglomerando una base sindicalista de apoyo en reuniones de trabajo
entre Marcos y líderes laborales, así como una reactivación de movimientos estu-
diantiles, con el anuncio de una coordinadora de universidades metropolitanas)
dieron a conocer que se iban, pues habían terminado. La solicitud al estratega
del EZLN cobraban dramático sentido: “!Marcos, no te vayas!”, gritaron los casi 3
mil manifestantes fuera de San Lázaro. Pero la decisión estaba tomada.

Solamente una reunión formal entre el Comisionado para la Paz, Luis H.
Álvarez, y el representante del EZLN ante el gobierno federal, Fernando Yañez
Muñoz, pudo llevarse a cabo. No habría tiempo para más.

Hasta ese momento los logros de la marcha eran incuestionables: había
logrado fijar en la mente y en los corazones de los mexicanos el reclamo legítimo
del movimiento indígena mexicano. La euforia de lo alcanzado le impidió al
zapatismo ver que en las penumbras palaciegas del poder mexicano se tramaba
un acuerdo entre las fuerzas más autoritarias de México, para cancelar en los
hechos cualquier expresión que garantizará en la constitución los acuerdos al-
canzados en San Andrés.

En medio de una ofensiva mediática, impulsada por los grupos de derecha
que apoyan al gobierno mexicano, el Congreso de la Unión a través de un
procedimiento parlamentario, diseñado por la Presidencia de la República y ava-
lado por los coordinadores de los grupos parlamentarios y las comisiones de
dictamen en el Senado, aprobaron un dictamen a la iniciativa de la Cocopa,
presentada por el Ejecutivo, que desnaturaliza en la práctica los acuerdos alcan-
zados en 1996, en materia de derechos y cultura indígena, entre el gobierno
federal y el EZLN.

El 3 de mayo anuncia el EZLN su rechazo a la ley aprobada y se suspenden
definitivamente todos los contactos, no solamente con el gobierno sino con la
instancia de coadyuvancia, la Cocopa. Vendría la inconformidad, la decepción
y la protesta de los grupos indígenas en cascada. Los votos en contra de varios
congresos locales como el de Morelos, Zacatecas y Oaxaca, se suman a un
panorama que manifiesta nuevamente el riesgo de la estabilidad del país. Ante
el triunfalismo hueco de Fox que sentencia que “el conflicto armado terminó”,
Jesús Ortega, se duele de que Marcos lo compare con Diego, al mismo tiempo
que el PRD reconoce que fue un “error táctico el voto de los senadores perredistas
a favor”. En tanto, en la Cámara de Diputados, Martí Bartres se muestra seguro:
“Tuvimos razón en votar en contra”. Luis Álvarez pide al EZLN reflexionar su deci-
sión de suspender el diálogo; el CNI prevé que podría “resurgir en Chiapas el
movimiento armado”, lo mismo que Cuahutémoc Cárdenas, quien sostiene que
“podría reactivarse la guerra”. Los gobernadores de Chiapas y Oaxaca señalan
el alejamiento de la paz y critican la ley aprobada como clasista y racista, a la
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vez que el Ejército Revolucionario del Pueblo Insur-
gente (ERPI) llama a los pueblos y organizaciones
indígenas a preparar declaratorias de municipios
autónomos por la vía del hecho. Samuel Ruiz ex-
presa que “El gobierno tiene en mente el extermi-
nio de las etnias” y el escritor Carlos Montemayor:
“Con su actitud los legisladores le dan razón de
ser política e históricamente a la lucha armada”. El
15 de mayo Martí Bartres presenta nuevamente
en el pleno de la Cámara de Diputados la ley
Cocopa, en tanto Luis Álvarez informa que el go-
bierno prepara leyes reglamentarias en materia indí-
gena. Y Fox, otra vez: “Chiapas es tema terminado”.
Se inicia la aprobación de la ley por los congresos
de los estados: Veracruz, Aguascalientes, Puebla,
Colima, etcétera; a la vez que decenas de organi-
zaciones indígenas la rechazan. En fin, estamos des-
de ese momento en una vuelta más en la oposición
a una realidad insoslayable que se niega ser reco-
nocida por sectores representativos y el gobierno.

¿Hacia dónde?

El complejo proceso social y político que vivimos
en México desde 1994, al encontrarse con proce-
sos internacionales de gran riesgo para el planeta
y la humanidad, como es la nueva guerra, abre un
horizonte donde las preguntas difícilmente alcan-
zan sus respuestas.

En Norteamérica, una población en la que
votaron tres personas de diez, en edad de hacer-
lo, se vive una circunstancia inédita a la que
Chomsky llama «policracia», cuando el ciudadano
es un espectador, no un participante en un juego
de fuerzas que son solamente aparentes en sus opo-
siciones, pero, esencialmente, son bloques de po-
der que subordinan todo a su interés material, mer-
cantil, monetario y global.

Los atentados en Nueva York y Washington
dieron los argumentos que este poder en quiebra
hegemónica estaba necesitado para, como lo dijo
el presidente Fidel Castro, dar “un golpe de Esta-
do a nivel mundial”.

Por fin, con el apoyo de los medios de comu-
nicación y la subordinación total del Congreso, el
gobierno imperial está avalado para intervenir po-
liciaca y militarmente donde sienta “amenazados

sus intereses”. Latinoamérica, y México, fundamen-
talmente, sufrirán como otras regiones, las conse-
cuencias, como lo es incluir en sus listas de terroris-
tas a movimientos guerril leros como los
sudamericanos, centroamericanos y, seguramente
mexicanos, cuyas raíces están en una larga historia
de despojo, masacres e injusticias.

Los días, los meses y los años venideros obli-
gan a todos los mexicanos conscientes de la rique-
za de su pasado, de las exigencias de su presente
y la responsabilidad del futuro, a participar en for-
mas prácticas, concretas y directas, en las decisio-
nes que comprometen a la nación, y una de ellas
lo seguirá siendo la de reconocer los derechos y la
cultura de los pueblos indígenas, cuya vida grupal,
comunitaria y social, nos enseña rutas para lograr
convivir con lo más valioso que tenemos: la tierra y
sus recursos. Pero mientras no se escuche su deci-
sión de vida, desde esa realidad de destrucción y
muerte a los que queremos —la sociedad y cultura
mestiza—, someterlos, no habrá una nación mexica-
na acabada y seremos débiles ante las fuerzas
imperiales que hoy se enseñorean con la prepoten-
cia de un «estilo de vida» que para ser posible,
exige la negación de la mayoría de los habitantes
del planeta.

Jaime Martínez Veloz
Diputado Federal por Baja California, y miembro

fundador y actual integrante de la Cocopa.
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Las desigualdades regionales y la política territorial en México

México inicia el siglo XXI con profundos desequilibrios y distorsiones en su estructura econó-
mica, social y regional. A pesar de que en el pasado hubo esfuerzos importantes por
incorporar al desarrollo a las diversas entidades federativas y municipios del país, lo cierto
es que prevalecen realidades socioeconómicas con profundas diferencias que se expre-
san en una geografía desigual y compleja.

Las desigualdades regionales en México, en términos del nivel de desarrollo alcanza-
do por las distintas entidades y municipios, se atribuyen tanto a las distorsiones territoriales
de excesiva concentración económica, como a la ausencia de políticas redistributivas,
compesatorias o con una visión de equidad regional. Los impactos aislados, focalizados o
coyunturales de la política y los planes regionales, propios del modelos de sustitución de
importaciones que prevaleció hasta la década de los setenta, también contribuyeron a
generar oportunidades desiguales para las regiones y las ciudades de nuestro país.1

¿Una oportunidad de desarrollo
para las regiones marginadas?

Plan Puebla—Panamá:

José Gasca Zamorapor

1 Al respecto, revisar los trabajos de Garza (1986, 1992) que desde una perspectiva histórica demuestran los efectos
aislados, coyunturales y limitados de las políticas y planes urbano—regionales desde el periodo posrevolucionario hasta
mediados la década de los ochenta. También confróntese el trabajo de Ornelas (1993), quien presenta una propuesta
teórico—metodológica de gran utilidad en el análisis de los principales ejes y etapas de la estructuración del territorio
mexicano, así como su correspondencia con la política regional y el proceso de acumulación del capital.
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Lejos de resolverse el problema de las desigual-
dades regionales, éstas se han profundizado a lo
largo del tiempo, lo cual provoca el surgimiento de
regiones de alta marginación y pobreza, y áreas
de mayor desarrollo que están integradas a los pro-
cesos nuevos de la economía, resultado de las es-
trategias de la globalización y de los 10 tratados
de libre comercio que México ha concretado,2 entre
los cuales, el más importante por su impacto, es el
de la zona de libre comercio de América del Nor-
te (TLCAN).

Con la entrada en vigor del TLCAN en 1994, la
brecha entre el norte y el sur del  país se amplió.
Esto obedece a que el modelo de apertura favore-
ce solamente a aquellos espacios que acumularon
las mejores condiciones de infraestructura producti-
va, equipamiento y mercado, así como ventajas de
localización.

En este sentido, si bien la capital del país y las
entidades del centro continúan encabezando el
núcleo industrial y demográfico del país, estudios
recientes (Wong, 1997; Messmacher, 2000; Katz,
2001) demuestran que las entidades del norte del
país tienden a ser las regiones más beneficiadas
en la última década; ello, como resultado de las
ventajas comparativas que ofrecen en el contexto
del TLCAN, tales como su posición estratégica res-
pecto al mercado de Estados Unidos o la presen-
cia de redes de transporte que facilitan flujos
transfronterizos y mano de obra abundante y bara-
ta. Esto ha facilitado la inserción más rápida de esta
región a los circuitos de inversión foránea y una
mayor capacidad para generar empleos.

En este sentido, se está desplegando un frente
de penetración más extenso para la economía nor-
teamericana en nuestro territorio, lo que incluye la
constitución de nuevas redes transfronterizas y sus
nodos, conformados por enclaves maquiladores y
nuevas plataformas productivo—exportadoras, res-
ponden a estrategias compartidas entre empresas
matrices y filiales norteamericanas para incursionar
en el mercado mundial con productos competitivos.

En este contexto, resulta claro que las regio-
nes del sur y sureste del país quedan excluidas de
las trayectorias «ganadoras» dentro del proceso de
desarrollo regional y estructuración del territorio. El
sur—sureste, integrado por los estados de Campeche,
Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo,

Tabasco, Veracruz y Yucatán, presenta carencias
seculares: infraestructura, equipamiento y mercado
escasos, lo cual determina los débiles vínculos de
integración con el resto del país y el exterior. Esta
situación la hizo más susceptible de quedar margi-
nada de políticas endógenas —generadas por el
modelo sustitutivo de importaciones— y de las posi-
bilidades que surgen ahora para participar
competitivamente en los circuitos de la
globalización.

Como reflejo de esta situación, el mapa de la
marginación muestra que ocho de las nueve enti-
dades federativas del sur—sureste se encontraban,
en 1995, entre las 10 entidades con mayores ca-
rencias; la excepción es Quintana Roo, que pre-
sentaba un grado de marginación medio, nivel atri-
buible al efecto relativo de la expansión económica
del turismo.

El saldo del desarrollo regional resulta aún más
dramático si lo analizamos en función de la des-
igual distribución social y espacial del ingreso, don-
de México es calificado por organismos mundia-
les como “de los peores del mundo” (Banco
Mundial, 2001). Las asimetrías que presenta el
desarrollo regional de México no sólo son eviden-
tes en los indicadores como el Producto Interno Bruto
(PIB), sino también en variables como la ubicación
geográfica del aparato productivo; la infraestructu-
ra y equipamiento con que cuentan las entidades;
la organización del sistema de ciudades; la distri-
bución de la población y el destino de las políticas
en materia de desarrollo regional. Así, al favorecer
históricamente a diferentes porciones del centro del
país, y ahora a las entidades del norte del país y
las ciudades ubicadas a lo largo de la frontera con
Estados Unidos, el efecto de las disparidades re-

2 Tratado de Libre Comercio México—Chile, Tratado de Libre Comercio
México—Israel, Tratado de Libre Comercio Grupo de los Tres (México,
Colombia y Venezuela), Tratado de Libre Comercio de América del
Norte (México—Estados Unidos—Canadá), Tratado de Libre Comercio
México—Bolivia, Tratado de Libre Comercio México—Costa Rica,
Tratado de Libre Comercio México—Nicaragua, Tratado de Libre
Comercio México—Unión Europea, Tratado de Libre Comercio
México—Triángulo del Norte (El Salvador, Honduras, Guatemala) y
Acuerdo de complementación Económica México—Uruguay. Para más
detalles consúltese: www.secofi.gob.mx o www.sre.gob.mx.
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gionales se agrava. A manera de ejemplo, baste señalar que hasta la década
de los noventa las ciudades de México, Guadalajara y Monterrey concentra-
ban, en conjunto, el 85% de la producción industrial nacional y albergaban cer-
ca del 55% de la población total.

Estas asimetrías se pretenden resolver ahora con nuevas propuestas de de-
sarrollo regional como son el Plan Puebla—Panamá (Secretaría de la Presidencia,
2001), La Marcha hacia el Sur (Secretaría de Economía, 2001), el proyecto de
fomento al turismo internacional en la región noroeste denominado Escalera
Náutica y las 250 Regiones Prioritarias anunciadas como programa central de la
Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol). Estos proyectos buscan dos propósi-
tos en apariencia irreconciliables. Por una parte, resolver el problema del atraso
y la marginación secular del sur y sureste del país y la apertura de nuevos espa-
cios de inversión aprovechando la ventaja innegable de la riqueza que proveen
los recursos naturales y escénicos (cada vez más escasos, como el petróleo, el
agua y los bosques, con que cuentan aún muchas de nuestras micro regiones).
También está asociada la ubicación estratégica en el caso de Oaxaca, Chiapas
y Veracruz para dinamizar otros espacios de inversión hacia los cuales, dado el
riesgo que presentan al capital internacional, todavía no ha penetrado de mane-
ra amplia.

El sur—sureste mexicano

La planeación regional y las políticas de corte regional, cuando se llevan acabo
correctamente, pueden resultar instrumentos valiosos para promover procesos de
integración territorial, corrección de desigualdades entre distintas entidades terri-
toriales y promoción del desarrollo con un sentido socioespacial.

Sin embargo, en el pasado México careció de proyectos de desarrollo que
incluyeran estrategias explícitas para articular el territorio nacional e impulsar un
crecimiento más equilibrado de sus distintos espacios regionales. El sentido de
«desarrollo regional» se ha incorporado de manera implílcita en la política
macroeconómica y sectorial, configurando la organización socio—económica del
territorio que canceló la posibilidad de alcanzar un desarrollo integrado y más
equilibrado de las regiones mexicanas.

Es por ello que en la historia de proyectos y programas dirigidos por el
Estado, que de alguna manera incorporaron o incidieron en la vertiente regional
del desarrollo, evidencia el carácter aislado, fragmentado y coyuntural de la
planeación regional y de la gestión del territorio. Con un privilegio de lo sectorial
sobre lo regional, de lo central sobre lo local y de lo asistencial sobre lo produc-
tivo, las oportunidades de reactivación para las entidades y municipios margina-
dos se diluyeron a lo largo del tiempo. Ciertamente, algunas de estas distorsiones
son aplicables hacia aquellas iniciativas que en diferentes momentos se propusie-
ron promover el desarrollo para el sur—sureste del país, pero que rara vez se
conoce cuáles fueron y el impacto que tuvieron.

Para el sur—sureste entraron en operación distintos proyectos en zonas o
entidades específicas entre las décadas de los cuarenta y ochenta, entre ellos: la
creación de las comisiones del Papaloapan (1947) y el Grijalva (1951), ambos
en el marco del modelo de desarrollo regional por cuencas hidrológicas, cuyo
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propósito fue la promoción del desarrollo rural regional, la crea-
ción de presas y distritos de riego, inspirado en el Tennesee
Valley Authority que los Estados Unidos llevaron a cabo como
estrategia de reactivación durante la gran depresión de los años
treinta. A estas iniciativas se sumó el Plan Chontalpa en Tabasco
(1966), que representó uno de los esfuerzos por colonizar el
trópico húmedo. Otros proyectos que no han podido ser eva-
luados fueron: el Programa de Reordenación Henequenera y
Desarrollo Integral de Yucatán (1982—1985); el Programa de
Desarrollo Rural Integral de las mixtecas oaxaqueñas Alta y
Baja (1984—1988) y los Planes Estatales de Chiapas y Gue-
rrero. Llama la atención que en la década de los ochenta se
ubiese creado el  Programa de Desarrollo de la Región Sureste
(1982—1986), mismo que aunque se conocen sus objetivos y
metas, no se posee información de sus alcances e impacto
regional.

El sur—sureste también ha sido escenario parcial de distin-
tos programas federales de tipo social, que bajo una visión
asistencial focalizaron el ataque  a la pobreza; éste fue el caso
de la Coordinación General del Plan Nacional de Zonas De-
primidas y Grupos Marginados (1977) y, más recientemente,
en los noventa, el Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol)
y sus versiones de regionales, que en el sur—sureste concentra-
ron su atención hacia zonas como las mixtecas oaxaqueñas,
las Cañadas, la selva lacandona y la Huasteca veracruzana.

Recientemente, en 1999, entró en operación el Programa
Nacional de Atención a Regiones Prioritarias. Este esfuerzo
intersecretarial se propuso coordinar acciones de desarrollo
social y concentrar los recursos para ataque a la pobreza en
91 regiones identificadas como de mayor marginación (SAGAR

et al., 1999). Para el sur—sureste se reconoce que las regiones
del mayor marginación son: La Cañada, norte, selva norte, sie-
rra y costa en Chiapas; la zona maya de Campeche y Quinta-
na Roo; la región oriente y litoral en Yucatán; Filo Mayor/Sie-
rra, Montaña y Costa Chica en Guerrero; Costa Chatina, Istmo,
Mazateca—Papaloapan, Sierra Juárez y Mixteca, en Oaxaca;
Sierra Norte y Mixteca en Puebla; y Sierra de Soteapan, Valle
de Uxpanapa, Sierra Negra—Zongolica, en Veracruz.

La versión actualizada de esta vertiente asistencial del de-
sarrollo, ahora pretende llevarse mediante el llamado Programa
de Desarrollo para 250 microregiones. Como programa central
de la Secretaría de Desarrollo Social del presente sexenio, con-
centrará sus recursos en aquellas regiones prioritarias en los mu-
nicipios con población indígena de mayor pobreza del país; de
los 476 municipios considerados, el 80% se ubican en las nueve
entidades del sur—sureste del país (Sedesol, 2001).

Mención especial merece el Proyecto del Istmo de Tehuan-
tepec; como iniciativa propuesta desde inicios del siglo XX, du-

rante el gobierno porfirista, para cons-
truir un puente interoceánico en Améri-
ca, fue abandonada ante el logro con-
seguido por Estados Unidos al
posesionarse, construir y operar el Ca-
nal de Panamá durante todo el siglo XX.
Sin embargo, el proyecto transítsmico
volvió a resurgir bajo los gobiernos de
Echeverría, López Portillo, Salinas y
Zedillo, quienes en sus distintas versio-
nes sexenales (Comisión Coordinado-
ra para el Desarrollo del Istmo de
Tehuantepec, Proyecto Alfa—Omega y
Programa de Desarrollo Integral del Ist-
mo de Tehuantepec) se propusieron
revitalizar la región ítsmica de nuestro
país. Sin embargo, estas propuestas
adolecieron de una clara orientación
para integrar la región desde una pers-
pectiva económica y territorial, debido
a que no contaron con los recursos fi-
nancieros necesarios ni despertaron las
espectativas y el interés necesario para
atraer las inversiones privadas; adicio-
nalmente, la falta de consenso o el con-
flicto potencial con las comunidades de
indígenas del Istmo (zapotecos, mixes,
zoques y mixtecos), cancelaron la posi-
bilidad de reactivar eficiente y compe-
titivamente el anhelado puente intero-
ceánico.

Sin duda, la acción gubernamen-
tal más impactante para algunas por-
ciones del sur—sureste, en términos so-
cioeconómicos y ambientales, ocurrió
con la creación de complejos petrole-
ros y petroquímicos. Como recursos es-
tratégicos, controlados todavía por el
Estado, los principales yacimientos de
hidrocarburos se sitúan en porciones de
Campeche, Tabasco, Chiapas y el sur
de Veracruz.  La Sonda de Campeche
(94 estructuras sobre el mar a 180 Kiló-
metros de Ciudad del Carmen) concen-
tra 45% de las reservas totales y 70%
de la producción de crudo;  Tabasco y
Chiapas (Ciudad Pemex, Cactus y Nue-
vo Pemex) cuentan con 20% de las re-
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servas de hidrocarburos, 24% de la producción del crudo y 54% del gas. El
complejo petroquímico de Salina Cruz, Cosaloacaque, Minatitlán y Nanchital
provee alrededor 90% de productos derivados de la petroquímica básica y se-
cundaria en el país (Martínez, 2000).

El aporte del sur—sureste por la vía de  hidrocarburos y productos petro-
químicos ha sido fundamental para el ingreso nacional; sin embargo, el costo
para las entidades productoras ha sido muy alto, ya que el modelo de explota-
ción petrolera generó enclaves productivos que polarizaron el desarrollo de las
entidades, pues los beneficios de la riqueza generada por el petróleo, en el
mejor de los casos se concentró en los centros urbanos y municipios donde se
ubicó la infraestructura productiva. Estas diferenciaciones intrarregionales también
suelen reproducirse en el contexto nacional, dando lugar a amplias brechas
interregionales, lo cual significa que la «riqueza regional» no necesariamente
conlleva a mejores niveles de vida de la población de la zona. Para ejemplificar
esto, observamos que Tabasco ocupa el segundo lugar en PIB por habitante,
solamente superado por el Distrito Federal, pero se ubica entre las primeras diez
entidades con mayores índices de marginación.

Los proyectos de explotación petrolera y petroquímica en la fase del boom
petrolero también generaron procesos altamente contaminantes en las zonas
costeras, puertos y riveras del trópico húmedo, lugares donde se implantaron la
mayoría de estos complejos productivos. Esto no solamente provocó la depreda-
ción de recursos y el rompimiento del equlibrio ecológico, sino también la dismi-
nución de la calidad ambiental para las sociedades locales, además de la vulne-
rabilidad de éstas frente a eventos desastrosos derivados de la peligrosidad de
productos residuales y de los mismos procesos físico—químicos sobre los que
opera la industria petrolera y petroquímica.
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En la misma lógica territo-
rial de la actividad petrolera, se
han desarrollado otros tipos de
enclaves que corresponden al
turismo. La mayoría de estos com-
plejos corresponde a rutas y cir-
cuitos articulados y dinamizados
por empresas transnacionales y
turistas internacionales, quienes
han aprovechado mejor el terri-
torio nacional que las propias
empresas, comunidades locales
y regionales, porque combinan
el turismo de playa con el de si-
tios arquelógicos y ciudades co-
loniales .

Entre éstos se encuentran:
el triángulo del sol conformado
por Acapulco, Ixtapa y Taxco;
el triángulo conformado por la
ciudad de Oaxaca, Puerto Es-
condido y Bahías de Huatulco;
la rivera maya (corredor
Cancún—Tulum) y los circuitos
arquelógicos de la península de
Yucatán (mundo maya); final-
mente, los atractivos escénicos,
paisajísticos y de parques ar-
queológicos y sitios ecoturísticos
de Chiapas, como Palenque,
Cascadas de Aguazul, Lagunas
de Montebello, Cañón del Su-
midero, etcétera. En buena me-
dida, dichos lugares forman par-
te de los circuitos turísticos con
gran crecimiento de viajeros pro-
venientes de Estados Unidos, Eu-
ropa y Japón, principalmente.

Este desarrollo desigual,
fragmentado y desvinculado de
los principales ejes dinamiza-
dores en que se estaban situan-
do otras regiones del país, au-
nado al surgimiento del Ejercito
Zapatista de Liberación Nacio-
nal y otros grupos armados de
la región, motivó cierta preocu-
pación durante el sexenio pasa-

do, que por un lado llevó a que
la Camará de Diputados desti-
nará más recursos para Chia-
pas, a partir de 1997; mientras,
aparecieron dos investigaciones
gubernamentales que recupera-
ban justamente las estrategias
de desarrollo regional como el
instrumento idóneo para ata-
car la problemática de la ex-
clusión a que fue sometido el
sur—sureste en el desarrollo
del país.

Estos trabajos fueron el de
Dávila, Kessel y Levy (2000),
recojidos en El Sur también exis-
te. Un ensayo sobre desarrollo
regional en México, mientras el
exsecretario de Desarrollo So-
cial, y ahora senador del PRI,
Carlos Rojas (2000) propuso a
la discusión un trabajo que lla-
mó “Iniciativa del Sur. Chiapas,
Guerrero y Oaxaca”. Los docu-
mentos respectivos mantienen
coincidencias en la percepción
y diagnóstico de la problemáti-
ca del sur—sureste, señalan las li-
mitaciones de la política
asistencialista focalizada hacia la
región, puesto que no resuelven
los problemas de pobreza ni pro-
ponen una estrategia integral de
desarrollo regional, basada en
inversiones de capital y destina-
da a proyectos de la región
que aprovechen su potencial y
ventajas comparativas.

En este contexto de lo que
se supone un nuevo desarrollo
económico de México, la
planeación regional representa
un instrumento reconstituido para
acercarse a la solución de es-
tos problemas o cuando menos,
atenuar los desequilibrios terri-
toriales existentes. Junto al mo-
delo focalizado del desarrollo

del territorio, se contrapone un
criterio integral que demanda
se revitalice el papel que jue-
gan las regiones medias y los
municipios al interior de los es-
tados. Esto, como espacios al-
ternativos donde la promoción
del desarrollo regional habrá
de encontrar un verdadero sig-
nificado del devenir económi-
co nacional, enfrentando des-
de niveles territoriales menores
los graves problemas de la des-
igualdad histórica. No pode-
mos minimizar que son tiempos
de ubicar el desarrollo a partir
del  peso de las relaciones
económicas internacionales;
sin embargo, debemos pugnar
por que la apertura represen-
te un beneficio tangible para
las regiones mediante estrate-
gias compensatorias y estímu-
los endógenos de desarrollo
regional.

Las dos caras de la
globalización

Las políticas regionales, inversio-
nes, capacidad industrial, desa-
rrollo urbano e infraestructura de
transporte y agrícolas focalizadas
hacia distintas zonas del centro y
el norte del país contrastan con el
esquema de exclusión para el
sur—sureste. El resultado ha sido
una profunda diferenciación en
el nivel de desarrollo regional
del país, en el esquema de arti-
culación territorial y en los nive-
les de bienestar alcanzados por
la población.

Las nueve entidades consi-
deradas en el sur—sureste concen-
tran las mayores proporciones de
población en condiciones de
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pobreza y pobreza extrema, escasos servicios, in-
fraestructura, ingresos y escolaridad, así como ta-
sas superiores de mortalidad infantil y desnutrición.
Como casos extremos, Oaxaca y Chiapas tienen
más del 50% de su población en localidades clasi-
ficadas de alta o muy alta marginación, Guerrero
registra 45%, Puebla y Veracruz más de 30%,
Yucatán y Campeche entre 20 y 30%, mientras que
Quintana Roo y Tabasco entre 10 y 20% (Rudiño,
2001).

Estas asimetrías pretenden ser resueltas ahora
con la propuestas de desarrollo regional del Plan
Puebla—Panamá (PPP), aunque, como señalamos
anteriormente, simultáneamente han entrado en
operación La Marcha hacia el Sur (Secretaría de
Economía, 2001) y el Programa para las 250 Re-
giones Prioritarias (Sedesol, 2001) como proyec-
tos complementarios. La propuesta gubernamental,
sustentada en el Plan Puebla—Panamá, para corre-
gir dichas desigualdades se basa en un esquema
de la planeación regional como instrumento ope-
rativo e institucional para llevar a cabo “procesos
de desarrollo” y promoción de inversiones hacia
las comunidades que componen este espacio.

El esquema de desarrollo regional planteado
a partir de la premisa de que el desarrollo es pri-
mordialmente de carácter humano, por lo cual se
avoca a desarrollar acciones de lucha contra la
pobreza, promover inversiones productivas y crea-
ción de infraestructura y sustentabilidad ambiental,
a fin de aprovechar las oportunidades en el con-
texto de la globalización (Secretaría de la Presi-
dencia, 2001a).

Cabe mencionar que el PPP se pretende erigir
como un modelo de desarrollo regional inédito, al
representar un esquema de planeación de largo
plazo (20 a 25 años) y de carácter supranacional,
toda vez que incluye al conjunto de los países cen-
troamericanos con quienes México recientemente
ha suscrito diversos acuerdos de libre comercio (ex-
cepto Belice y Panamá).

El territorio que incluye el PPP ha sido reconoci-
do como la Región Mesoamericana, que representa
0.7% de la superficie de la tierra, alberga a 60 mi-
llones de habitantes y posee 10% de la biodiversidad
global a través de diversos ecosistemas integrados
y mantiene un grado importante de afinidad cultu-
ral e histórica.

La oficina coordinadora del PPP en México
opera en conjunto con el llamado Grupo Inter-
secretarial de Gran Estrategia (cuatro subgrupos),
quienes están impulsando 135 proyectos para la
parte mexicana del sur—sureste, mientras que el Sis-
tema Interamericano de Integración Económica
(SICA) coordina la ejecución de 32 proyectos cen-
troamericanos (Gómez, 2001).

Existen 8 iniciativas que se proponen incidir en
los proyectos de la región mesoamericana, a tra-
vés de ocho rubros: Desarrollo Sustentable, Desa-
rrollo Humano, Prevensión y Mitigación de Desas-
tres, Promoción de Turismo, Intercambio Comercial,
Integración Vial, Interconexión Eléctrica e Integra-
ción de los Servicios de Telecomunicación (BCIE—
BID—CEPAL, 2001).

El PPP incluye la promoción empresarial para
tratar de incrementar la base de inversiones en el
sur—sureste, la ampliación y modernización de in-
fraestructura agrícola y petrolera, así como proyec-
tos de conservación ambiental. Además del
financiamiento que el Banco Interamericano de De-
sarrollo (BID) ha ofrecido para los proyectos de in-
fraestructura, el Banco Centroamericano de Integra-
ción Económica (BCIE) se propone ser otra fuente
de recursos para la región en su porción centro-
americana.

En el caso del sur—sureste de México el PPP

busca dos propósitos en apariencia contradictorios.
Por una parte, resolver el problema del atraso y la
marginación secular del sur y sureste del país y, por
otro, la apertura de nuevos espacios de inversión
aprovechando la ventaja innegable de la riqueza
que proveen los recursos naturales y escénicos
(cada vez más escasos, como el petróleo, el agua
y los bosques, con que cuentan aún muchas de las
micro regiones). También está asociada la ubica-
ción estratégica en el caso de Oaxaca, Chiapas  y
Veracruz para dinamizar otros espacios de inver-
sión y circulación de mercancías hacia los cuales,
dado el riesgo que podrían representar al capital
internacional, aún no ha penetrado de manera
amplia.

Un obstáculo importante es que el sur—sureste
mexicano no es una región homogénea, ni en tér-
minos de desarrollo, ni mucho menos por el mosai-
co cultural que presenta. Esto determina que las
diferentes entidades no partan de la misma línea
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en cuanto a sus condiciones de desarrollo y pre-
sentan diversas capacidades productivas, grados
de integración territorial y problemáticas y necesi-
dades particulares de tipo social y económico. Esta
diferenciación intrarregional e intraestatal requerirá
de un esfuerzo complejo que sitúe las escalas de
prioridades y acciones diferenciadas para los dis-
tintos ámbitos espaciales y escalas que la integran,
incluyendo su porción centroamericana.

En función del desarrollo interregional, la base
inicial de dicho proyecto se centra en la creación,
reactivación o modernización de nuevas infraes-
tructuras para el transporte (carreteras, FF.CC., puer-
tos y aeropuertos), que resultan una condición ne-
cesaria, pero no suficiente para articular la región
y atraer nuevas empresas que buscan la infraes-
tructura y equipamiento necesario para conectarse
hacia el mercado nacional  e internacional.  Entre
los proyectos considerados por el PPP se encuen-
tran los corredores del Golfo, Pacífico y Transístmico,
mismos que podrían reactivarse por la moderniza-
ción, ampliación o construcción de 16 ejes carrete-
ros. El proyecto también incluye la modernización
del ferrocarril del sureste, el Chiapas Mayab y del
Istmo de Tehuantepec y la modernización o am-
pliación de las terminales de Terán y Tuxtla
Gutiérrez, así como de los puertos de Coatza-
coalcos, Salina Cruz, Dos Bocas y Puerto Madero
(Secretaría de Comunicaciones y Transportes,
2001).

Por su parte, algunas empresas que han mani-
festado su decisión  de participar en la iniciativa de
PPP son: Odebretch (empresa brasileña dedicada
al desarrollo de infraestructura); Banco de Desarro-
llo Internacional de Japón, interesado en construir
hidroeléctricas y diversas empresas textiles; Grupo
Pulsar, Grupo Xtra, Grupo Kanek, ICA, Impulsora
Azucarera del Noroeste, CEO, McAllen Economic
Development, Filmo Media, Consejo Mexicano de
Comercio Exterior, Carso, Telmex, Grupo Financie-
ro Banamex—Citybank, entre otros.

En el caso del Programa La Marcha hacia el
Sur promueve fundamentalmente el traslado y la lle-
gada de nuevas empresas e inversiones, básica-
mente plantas maquiladoras. Este programa preten-
de generar 300 mil empleos durante el sexenio,
mientras que el PPP se ha trazado la meta de crear
1.6 millones de empleos entre el 2001 y el 2005

(Secretaría de la Presidencia, 2001; Secretaría de
Economía, 2001).

Cabe mencionar que el conjunto de las enti-
dades del sur—sureste de México alberga a 36
millones de habitantes y 74% de la población indí-
gena del país. Esta realidad parece ser uno de los
principales puntos de cuestionamiento de la viabili-
dad política de dichos proyectos, pues se corre el
riesgo no de una permanecia de marginalidad de
la población indígena, sino aun de un proceso ace-
lerado de descomposición y desintegración de las
comunidades, derivados de modelos de exclusión,
expulsión y explotación de las sociedades y sus
recursos por parte de las empresas e intereses ex-
ternos a la región.

Por ello, la disyuntuva se centra en cómo con-
ciliar los megaproyectos del capital con las necesi-
dades e intereses de las comunidades locales; pero
lo justo sería no cómo se van a incrustar las comuni-
dades locales a las lógicas productivas externas,
sino de qué manera estas comunidades pueden
participar autogestivamente con sus proyectos y
formas organizativas, teniendo como meta el usu-
fructo de sus recursos, para el mayor beneficio de
la sociedad regional misma. Otra opción sería que
las comunidades que así lo deseen fueran copartí-
cipes y cobeneficiarias de los proyectos privados,
sin que ello comprometa o implique la entrega de
sus recursos, la destrucción de sus valores e identi-
dad culturales, ni sus derechos y formas organi-
zativas.

Lo anterior representa precisamente el princi-
pal punto de conflicto entre lo que implica, por un
lado, que las comunidades locales se sometan a
lógicas externas y pasen a  formar parte de un or-
den y una racionalidad de mercado; y por otro, la
defensa que las propias comunidades organizadas
pueden hacer de su espacio y su cultura frente a
intencionalidades y proyectos fuera de su ámbito
territorial.

Por ello, existen elementos de análisis que nos
permiten sostener algunos argumentos sobre las
implicaciones de carácter geoeconómico y geopo-
lítico, derivadas precisamente de intencionalidades
económicas y políticas que trascienden y condi-
cionan el proyecto gubernamental para el sur—
sureste.

La «venta de oportunidades» que el Gobierno
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federal ofrece para realizar inversiones privadas en la región, responde a las
ventajas comparativas de dicho espacio, respecto a la calidad y cantidad de sus
recursos estratégicos como agua, hidrocarburos, gas, generación de energía eléc-
trica, minerales, biodiversidad, espacios turísticos, ubicación geográfica, mano
de obra abundante y barata, entre otros. Sin embargo, cabe señalar que dicha
región no posee ventajas competitivas basadas en desarrollo e innovación tecno-
lógica, conformación de “clusters regionales”, centros importantes de investiga-
ción y formación de recursos humanos calificados, entre otros, que representan
una componente fundamental para toda aquella región que quiera insertarse
exitosamente en un esquema de mercados globales altamente competidos.

Respecto a ello, Caravaca (1998) señala:

los espacios ganadores y emergentes están bien conectados al sistema global [...] Son estos
espacios los más valorados para la localización de las actividades económicas más dinámicas,
y por tanto, donde se crean fundamentalmente los empleos. Pero los flujos de capital, las
inversiones no sólo se dirigen prioritariamente hacia ellos, por contar con recursos, infraes-
tructuras y equipamientos, así como mercados de trabajo y consumo, sino por la existencia de
una atmósfera social que contribuye a potenciar la generación de conocimientos, el intercambio
de información y la capacidad de innovación.

Una apertura a las inversiones no regulada y sin sentido territorial aumenta el
riesgo de generar esquemas productivos de corto plazo, efímeros y con lógicas
extractivas que generen únicamente enclaves productivos, rearticulados hacia lo
externo, pero desarticulados hacia lo interno, cancelando la posibilidad de im-
pulsar formas sostenidas de inversión/empleo, encadenamientos productivos
endógenos y sinergias territoriales con el resto de las regiones mexicanas.

Por otra parte, el sur—sureste forma parte del trópico húmedo mexicano. Esta
región concentra más del 70% de la biodiversidad de América septentrional,
también presenta ecosistemas ricos y variados como selva tropical y de montaña,
bosque mesófilo, humedales y manglares. El sur—sureste forma parte del llamado
Corredor Biológico Mesoamericano, en el cual se distribuyen una gran cantidad
de especies y endemismo, siendo reconocida entre las cinco regiones en el mun-
do por su megadiversidad; cabe señalar que este corredor biológico es un pro-
yecto que ya había sido propuesto desde el año 2000, el cual cuenta con la
participación del Banco Mundial, quien ha destinado un fondo financiero por
11.5 millones de dólares (World Bank, 2000).

Uno de los intereses en la región es precisamente la expansión de inversio-
nes privadas de empresas líderes en la producción y distribución de semillas
genéticamente modificadas o transgénicas. En esta actividad, actualmente tienen
intereses en Chiapas los grupos Pulsar, Savia, Monsanto y CIBA, quienes en con-
junto —transnacionales farmacéuticas e instituciones académicas nacionales— rea-
lizan actividades de bioprospección y posiblemente de biopiratería; esto es, que
están llevando a cabo un proceso de recolección de plantas y microorganismos
en estas regiones, así como la identificación y documentación del uso de medici-
nas tradicionales de los pueblos indígenas, lo cual representa una fuente de ga-
nancias incalculable para las transnacionales farmacéuticas y empresas
biotecnológicas en la introducción de nuevos productos en la medicina y en la
industria de los alimentos (Barreda, 2001). Esto será motivo de serias confronta-
ciones entre los gobiernos y las empresas de diversos países, por la problemática
que se desata en la determinación y reconocimiento de los derechos de propie-
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dad intelectual y exclusividad de patentes de semillas, plantas
y sus diversos usos.

Entre los recursos estratégicos de la región también se
encuentran los energéticos. El sur—sureste, como ya se afirmó,
provee más del 90% del petróleo, productos petroquímicos y
gas natural. Desde las distintas zonas productivas se alimenta
una gran red de oleoductos, poliductos y gaseoductos que
distrubuyen a poblaciones del centro y norte del país. Desde el
punto de vista energético constituye una región estratégica, no
solamente para el país, sino para otros países a quienes Méxi-
co abastece, tales como Estados Unidos y Centroamérica.

El petróleo y la actividad petrolera de esta región asumi-
rán una función más estratégica por tres factores: a) la posibili-
dad de explotar grandes yacimientos de petróleo y gas en
suelo chiapapaneco (Ocosingo); b) la posibilidad de privati-
zación de la industria paraestatal energética (PEMEX y CFE), que
atraería capitales externos a la región; y, c) la intencionalidad
de Estados Unidos por crear un mercado hemisférico de ener-
géticos que iniciaría en la zona del TLCAN, para después exten-
derse hasta el Cono Sur, donde México jugaría un papel de
primer orden. En este aspecto, la creación de infraestructura
carretera desde Chiapas hasta Matamoros, la revitalización
del corredor transítsmico, los recientes hallazgos de yacimien-
tos gigantescos de gas en la cuenca compartida de Burgos
(Texas—Tamaulipas) y el supuesto yacimiento de “Hoyo de la
dona”, en la plataforma del Golfo de México, fortalecen este
argumento.

La creación, ampliación o modernización de infraestructu-
ra carretera no solamente será un elemento articulador inter e
intrarregional de los espacios productivos del país, también en
un sentido extranacional. Los ejes carreteros proyectados supo-
nen una extensión desde Chiapas hasta Matamoros y diversas
conexiones hacia Centroamérica; estas últimas a través de la
realización de proyectos de conectividad que incluyen tam-
bién redes de comunicaciones y fibra óptica (BCIE-BID-CEPAL,
2001a).

La nueva configuración representa un elemento más para
extender y consolidar  el proceso de integración de norte a sur
en América, en el contexto de formalizar el Acuerdo de Libre
Comercio de las Américas para el año 2005. Esta posibilidad
responde a los vínculos de integración territorial que ya se ve-
nían dando con Estados Unidos en el marco del TLCAN, donde
la región del PPP sería el puente para fortalecer una integración
más extensa hacia el sur del continente, a partir de los acuer-
dos comerciales que México ha suscrito con Costa Rica y Ni-
caragua, con el llamado Triángulo del Norte (El Salvador,
Guatemala y Honduras) y, en proceso, con Panamá.

Por su parte, la idea de revitalizar el corredor del Istmo de



82

Dossier

Tehuantepec, a través de una modernización/am-
pliación carretera, ferroviaria y portuaria (Coatza-
coalcos—Salina Cruz), supone impulsar un proyec-
to de transporte intermodal (puerto—carretera/
ferrocarril—puerto), lo que seguramente conver-
tirá al Istmo de Tehuantepec en un lugar atractivo
como plataforma productiva—exportadora oriente—
poniente y norte—sur, cuyos flujos comerciales se
orientarán hacia la Cuenca del Pacífico, la Costa
Este de Estados Unidos y hacia la Unión Europea.

El Istmo mexicano eventualmente podría colo-
carse como una segunda opción al tránsito intero-
céanico de mercancías que históricamente ha veni-
do haciendo el canal de Panamá; aunque para
ello se necesita un sistema de transporte intermodal
altamente competitivo en costos, tiempos de des-
plazamiento de mercancías o encadenamientos
productivos que algunas empresas podrían espe-
rar de la región. En este contexto, no se descarta la
posibilidad de que Nicaragua materialice el pro-
yecto para construir su propio canal interocéanico,
lo que en el futuro desataría, como lo señala San-
tos (2000), una “guerra de los lugares” en el afán
de los gobiernos por irsertar sus regiones a los cir-
cuitos de mercancías de los mercados globales.
Ello daría como resultado la conformación de nue-
vos espacios “ganadores” y “perdedores” dentro
de la misma macrorregión Puebla—Panamá.

El sur—sureste también asumirá una importan-
cia estratégica en términos de la seguridad na-
cional de México y Estados Unidos, ya que dicha
región forma parte de los flujos y rutas de indocu-
mentados y narcotráfico provenientres de Centro y
Suramérica.

Respecto a la migración, México y
Centroamérica comparten la condición de
expulsores de fuerza de trabajo y generan más de
la mitad del total de migrantes indocumentados en
Estados Unidos. Se estima que de cada cien migran-
tes que llagan a Estados Unidos ilegalmente, 70
son latinos; y de ellos, 40 son mexicanos, 10 salva-
doreños, cuatro guatemaltecos, dos nicaragüenses
y dos hodureños (Bartra, 2001).

La región PPP, en un escenario de creciente
pobreza, desempleo y ante la desaceleración de
la economía norteamericana, podría convertirse un
territorio de mayor expulsión para los flujos de sur
a norte que realizan cada año miles de mexicanos

y centroamericanos en su intención de llegar a Es-
tados Unidos. Al cruzar por territorio mexicano en
su tránsito hacia el norte, los centroamericanos  son
sujetos de diversas políticas mexicanas de conten-
ción migratoria, al grado que en el año 2000 se
deportaron desde México a 168 mil 755 inmigran-
tes hacia centroamerica (BCIE—BID—CEPAL, 20001a).

Por otra parte, Guerrero, Oaxaca, Chiapas y
diversos lugares del istmo centroaméricano son lu-
gares que históricamente han tenido presencia de
distintos movimientos armados y guerrillas. En esta
macro región existen actualmente distintos movimien-
tos de resistencia con demandas específicas y otros
han sido neutralizados, pero no exterminados. Por
ello, si prevalecen condiciones de exclusión social,
incremento de la pobreza y políticas represoras
hacia estos grupos, sin duda representarán un ele-
mento político que cuestionará la legitimidad del
PPP y condicionará la viabilidad del mismo.

Conclusiones y propuestas

A partir de este contexto podemos señalar que la
estrategia del Gobierno federal para el sur—sureste
del país, a través del Plan Puebla—Panamá, respon-
de o debería responder, en principio, a seis situa-
ciones:

1) El reconocimiento del sur y sureste de Méxi-
co como una región históricamente excluida de las
políticas económicas y sociales; ello implica desa-
rrollar diferentes estrategias de integración de la
región y de ésta hacia el resto del país (articula-
ción de espacios marginados).

2) La necesidad de llevar a cabo procesos
sostenidos de reactivación económica, generación
de empleo y redistribución del ingreso, para mejo-
rar realmente las condiciones y calidad de vida de
la población; esto, si se busca disminuir las desi-
gualdades sociales y abatir la brecha que separa
el sur respecto al resto del país.

3) La amenaza o exclusión provocada por los
procesos de carácter global, debido a la lógica a
que se someten el territorio, los recursos y las socie-
dades locales frente a intereses y decisiones exter-
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nas del capital y los mercados (racionalidad glo-
bal versus racionalidad local), conlleva al ofreci-
miento de “ventajas comparativas” en la región para
el capital y pugnar por insertarse en las “ventanas
de oportunidad” generadas por la propia globa-
lización. Sin embargo, es importante no apostar
todo al mercado externo y considerar las potencia-
lidades de la región como medio de integración
endógena.

4) La emergencia de las autonomías regiona-
les y el reclamo de las sociedades locales (princi-
palmente indígenas), por el uso autogestivo de su
propio espacio, usufructo de sus recursos y respeto
a sus valores culturales (pugna entre megaprocesos
de mercado y dinámicas y estrategias locales co-
munitarias), conlleva a un replanteamiento del de-
sarrollo social y comunitario para las poblaciones
indígenas; asimismo, que el rediseño de la política
hacia estos grupos, supere las políticas asistencia-
listas de ataque a la pobreza.

5) La tensión entre el «centro» y los niveles re-
gional y local, derivada tanto de la implementación
de proyectos sin consenso, como de la actuación
de diferentes fuerzas políticas, podría llevar a la
exclusión de diversos actores y a confrontaciones
que invalidarían los proyectos gubernamentales.

6) La creciente necesidad de protección am-
biental y el manejo racional de recursos naturales,
especialmente en zonas de elevada biodiversidad
y riqueza natural, como la que abarca el PPP, reque-
rirá de proyectos estratégicos para proteger el pa-
trimonio natural del país y de las comunidades.

Estos aspectos constituyen verdaderos retos
para el Gobierno federal, sus instituciones y los dife-
rentes actores regionales involucrados en la iniciati-
va del sur—sureste. Si bien, la estrategia del PPP y otros
proyectos complementarios para la zona, como La
Marcha hacia el Sur y el Programa de 250 Regio-
nes Prioritarias, resultan iniciativas loables, también
llevan a redimensionar el problema del desarrollo
regional, con miras a encontrar mecanismos alternos
que realmente sean detonadores de cambios cuali-
tativos, sostenidos y con equidad social para las re-
giones y las comunidades que ahí viven.

Sin descalificar a priori un proceso inicial de
planeación regional de gran envergadura para el
país y para la población que habita ese espacio,
un ejercicio de reflexión sobre la viabilidad de este
proceso, en términos de sus repercusiones en la in-
tegración territorial, desarrollos social y económi-
co, e impacto ambiental para el sur—sureste, resulta
un imperativo impostergable.

Una vertiente fundamental de análisis será tam-
bién el futuro de los recursos estratégicos de la región
y la refuncionalización de este espacio, respecto a
sus vínculos hacia Estados Unidos, Centroamérica y
el Cono Sur, así como por su posibilidad de puente
interoceánico entre Asia y Europa. En el caso del sur—
sureste de México, representa una región sumamente
atractiva a los intereses de países hegemónicos y
empresas privadas nacionales y transnacionales, cu-
yas intenciones se enmarcan en el despliegue que
van teniendo los procesos de integración y bloques
comerciales en América y el mundo; todo esto im-
plica la incorporación de nuevos espacios socia-
les de la región a las racionalidades del capital y
del mercado.

En este sentido, la estrategia gubernamental
para el sur—sureste del país y sus vínculos inmedia-
tos hacia centroamérica, ciertamente se inicia des-
de los marcos gubernamental institucional e interes-
tatal; como tal, tratan de respondender a las opciones
y visiones que a su entender podrían hacer frente a
la problemática de exclusión nacional y el reposicio-
namiento de la región en el ámbito internacional. Sin
embargo, en la actualidad cualquier Gobierno que
se proponga implementar una estrategia de desa-
rrollo regional deberá estar consciente del peso que
tienen las determinantes de carácter global, ya que
imponen nuevas reglas e intereses que trascienden
la nación y condicionan el  diseño y aplicación de
políticas públicas.

Estas determinantes suelen incidir en lógicas
que no necesariamente se corresponden con las
de los gobiernos nacionales y, menos aún, con los
de las sociedades regionales y actores locales. Por
esta causa, la región que hoy integra el Plan Pue-
bla—Panamá conformará un entramado complejo
de intereses que lo mismo se expresarán en formas
de reactivación para la zona, que desembocarán
en situaciones de tensión, derivadas de proyectos
y racionalidades contrapuestas.
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Una alternativa en este caso sería, como lo plantea Santos (1996), enten-
der que la regulación mundial impone un orden al servicio de una racionalidad
dominante, pero no forzosamente superior. La cuestión, para nosotros, sería des-
cubrir y poner en práctica nuevas racionalidades a otros niveles y regulaciones
más conformes al orden deseado —pero deseados por los hombres y en el lugar
donde viven.

En términos operativos, esto implica que cualquier proceso de gestión del
desarrollo regional pase necesariamente por identificar los actores y las funcio-
nes específicas que estos asumen, con base en una estrategia integral territorial
del     desarrrollo. Así, reconocemos que la idea fundamental del desarrollo regio-
nal se refiere a:

un proceso localizado de cambio social sostenido que tiene como finalidad última el progreso
permanente de la región, la comunidad regional y de cada individio residente en ella (Boisier,
1996).

En consecuencia, la reconstitución de las estrategías de desarrollo regional
tendrían que incluir las siguientes dimensiones:

a) Una valoración del papel estratégico del territorio en el desarrollo nacio-
nal y regional por parte del Estado (elemento principal de mediación entre la
sociedad y el territorio). Esto implica privilegiar formas alternativas de integración
endógena, pero sin excluir los mecanismos favorables que se puedan derivar de
la articulación internacional de las regiones.

b) Adopción y aplicación de mecanismos de gestión territorial descentrali-
zada en sus distintas escalas espaciales (nacional, regional, urbano, local...).

c)Favorecer un proceso de autonomía regional de decisión, en el sentido
de fortalecer las capacidades regionales para definir su propio estilo de desarro-
llo y el uso de instrumentos de política congruentes con tal decisión.

d) Atacar las causas del subdesarrollo regional y no sus consecuencias.
Esto es, llevar a cabo políticas redistributivas del ingreso, proyectos productivos y
generación de empleo, con la finalidad de superar las políticas focalizas de
carácter asistencialista, que no resuelven de fondo el problema de la pobreza.

e) Creciente capacidad regional para apropiar parte del excedente econó-
mico allí generado, a fin de reinvertirlo en la propia región, diversificando su base
económica y conferiendo sustentabilidad de largo plazo.

f) Movimiento de inclusión social, que implica la toma en cuenta de los
diferentes actores políticos y la mejor repartición del ingreso nacional y regional
entre las personas, así como su participación en la decisiones de competencia
de la región.

g) Un creciente proceso de toma de conciencia y movilización social, en
torno a la protección ambiental y manejo racional y sustentable de los recursos
naturales de la región.

Los puntos anteriores requieren la redefinición de un proyecto político inclu-
yente que promueva una amplia participación social en las decisiones, para lle-
var a cabo las estrategias necesarias en aras de una organización socioterritorial
más justa.
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Llegamos a diciembre de 2001 y Diversa cumple su primer ciclo: la aparición
del número 4 de esta revista trimestral. Un año del Instituto Electoral Veracruzano,
un año del proyecto editorial, que se ha caracterizado por el respeto irrestricto
a la libertad de expresión.

Sin duda, el presente fue un año plagado de acontecimientos inéditos en
la vida del Instituto: se realizó por primera vez en el México contemporáneo,
un proceso plebiscitario que aporta un gran aprendizaje, no sólo para Veracruz,
sino para el resto de los órganos técnicos especializados en cuestiones elec-
torales del país, además de impulsar la participación democrática de la ciu-
dadanía.

En lo relativo a la vida interna de la institución, se creó una estructura
básica de funcionamiento a través de la redacción de sus reglamentos funda-
mentales: del Consejo General, del Servicio Profesional Electoral y el Interno,
que norman los criterios de actuación de todos los integrantes del IEV.

Es importante destacar que los elementos mencionados han permitido
una cohesión que le da un sentido de mayor certidumbre a la actuación de la
planta laboral, la garantía de que toda decisión administrativa se encuentra
regulada. Esto aunque parece una cosa menor, no lo es.

En principio, se armonizaron criterios para construir consensos. Esto dio
paso al debate propositivo entre representantes de partidos políticos y conse-
jeros electorales, a partir de lo cual, y tomando en cuenta las experiencias de
la Comisión Estatal Electoral del Estado de Veracruz–Llave, surgió la nueva
arquitectura legal que rige nuestros destinos.

Superadas las inercias que objetivamente se podían considerar una ca-
misa de fuerza, el Instituto se consolida y avanza hacia la profesionalización
del conjunto de sus actividades, porque normalizar el devenir cotidiano permi-
te potenciar el trabajo colectivo para generar un sentido de pertenencia que
fortalece el ejercicio de los principios rectores de nuestro quehacer.

Retomando lo que mencionamos en el primer párrafo, las páginas de
Diversa han dado cobijo a un variopinto de trabajos que van del análisis
jurídico a la poesía, del ensayo sobre las políticas partidistas a la narrativa
exquisita del viajero asombrado, de la propuesta metodológica para los pro-
cesos electorales a la crítica de cine.

Este ha sido el sello de la publicación: la diversidad. Un modesto labora-
torio literario donde el respeto a la diferencia es el punto de partida, la esen-
cia, la justificación para seguir apareciendo.

2002 es un año que nos plantea el reto de seguir trabajando en el desa-
rrollo de la cultura democrática, por ello Diversa extenderá su presencia al
ciberespacio en el sitio con el que ya cuenta este Instituto, lugar que pondrá a
su disposición, además, con un buzón para que los lectores nos hagan todo
tipo de comentarios y sugerencias, el objetivo es enriquecer nuestra política
editorial, con la idea de seguir mejorando.
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Nació en 1906 en el poblado costero de Joal, en una familia acomodada de los Serer,
una tribu minoritaria entre los Wolofs. En sus primeros años acudió a la escuela católica del
pueblo, donde comenzó sus estudios de francés, latín, ciencias y humanidades. Aunque su
primera intención fue dedicarse al sacerdocio, con el tiempo fue a París para convertirse en
profesor. Estudió primero en el Lycee Louis le Grand y después en la Sorbona, donde fue el
primer estudiante africano en recibir el título de doctorado. Enseñó francés en varias escuelas
y posteriormente peleó en el ejercito francés contra los alemanes, cayendo en prisión, pero
fue puesto en libertad unos años después por motivos de salud. Cuando terminó la guerra se
vio envuelto en la política y pronto se convirtió en miembro del Comité Constitucional de la
Cuarta República y en delegado electo del Senegal ante la Asamblea Nacional.

Gran seguidor del movimiento de emancipación africano y representante del nacio-
nalismo negro del África occidental, siempre esperó algún tipo de federación entre los
estados africanos y una continuación con Francia; su sueño era, de alguna manera, una unión
de estados africanos que gozaran de una relación especial con Europa. Hombre de amplia
cultura esperaba algo más que la pequeña felicidad de un grupo de estados independientes:
deseaba sinceramente el beneficio de la cultura europea para todos.

Electo primer Presidente de Senegal, hombre versado en teorías políticas, para él la
política no era una religión, una filosofía ni una ciencia, sino un arte, el arte de gobernar la
«City». Creía que el gobernar era un método de constante corrección, mediante el ensayo
y error, hasta lograr que la mayoría goce de una completa felicidad de conformidad con la
condición humana. La política es un humanismo activo.1

Senghor fue un maestro de dos culturas, de dos idiomas. Del francés alguna vez dijo:
“El francés es el idioma de los dioses, es un órgano capaz de todos los tonos y efectos”.

Senghor es esencialmente un poeta para la meditación, es un poeta de la nostalgia,
un cantor de lo que está cerca del corazón. Su estilo mezcla la sensibilidad y la riqueza
del idioma francés con la tradición oral de los tiempos dorados de sus coterráneos Seres y
Wolofs. Durante los últimos años ha sido comparado con St. John Perse, Walt Whitman o T.
S. Eliot; sin embargo, al leerlo, uno puede entender que Senghor es representante de otra
liga, una liga derivada de las tradiciones orales, de la integración tribal y de la persecución
de las imágenes poéticas.

Los Hacedores
de mitos del hombre postribal:

1La Methode et la Doctrine du Bloc Democratique Senegalese, 1954.

Leopold Sedar Senghor y
Bitago Diop

Leopold Sedar Senghor
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No sé en qué tiempo era, confundo siempre la infancia y el Edén,
De la forma que confundo la muerte y la vida —un punto de dulzura los une.
Regresaba de Fa´Oye,2 después de beber en la tumba solemne
Como los manatíes abrevan en la fuente de Simal.3

Regresaba de Fa´Oye, la aurora estaba en el zenit.
Es la hora donde se ven los espíritus, cuando la luz es transparente,
Y uno se separa del camino, para evitar la mano fraterna y mortal.
El alma de un pueblo latía en el horizonte. ¿Eran aquellos los vivos o los muertos?

“Pueda mi poema de paz ser el agua calma sobre tus pies y tu rostro.
Y la sombra de nuestro jardín refresque tu corazón”, me dijo ella.
Sus manos pulidas me cubrieron con un paño de seda y de aprecio
Sus palabras me encantaron como un plato de manjar —dulzura de leche de la media noche
Y su sonrisa era más melodiosa que la khalam4 del cantor
La estrella de la mañana vino a sentarse entre nosotros, y nosotros, lloramos deliciosamente.

Mi hermana exquisita, guarda estos granos de oro, que celebran la risa sombría de tu garganta.
Ellos fueron por mi bella prometida, pero yo no tenía una prometida.
Hermano mío, ahora dime tu nombre. Debe sonar alto como un sorong.5

Destella como uno sable en el sol. Oh canta solemne tu nombre,
Mi corazón es un cofre de madera preciosa, mi cabeza es un viejo pergamino de Djenné.6

Canta solemne tu linaje, que mi memoria te responderá.
Yo no sé en qué tiempo era, confundo siempre el presente y el pasado
como confundo la muerte y la vida —un punto de dulzura los une.

Mujer, posa sobre mi frente el bálsamo de tus manos,
tus manos más suaves que la piel.

2 Fa´Oye, lugar de peregrinaje.
3 Santuario regional.
4 Guitarra de cuatro cuerdas.
5 Tipo de arpa.
6 Villa de Moyen Age, de Sudán.

No sé en qué tiempo

de Éthiopiques, 1956



122

Onírica

Mujer, pasa sobre mi frente el bálsamo de tus manos más suaves que la piel.
En la altura las palmas se balancean, quien murmura en la brisa
noctura
Un castigo. No, es la misma canción de cuna.
Quien nos mese, el ritmo silencioso.
Escuchemos su canción, escuchemos batir nuestra sangre
oscura,
Escuchemos el latido profundo del África en la bruma de las
villas perdidas.
Aquí declina la luna; los versos exhaustos que son una
suave cama de mar.
Aquí se apacigua la risa y a los juglares mismos,
Inclinando la cabeza como un niño en el dorso de su madre
Aquí los pies de los danzantes aumentan de peso, como
aumentan de peso las lenguas de los coros que alternan.

Es la hora de las estrellas y de la noche que sueña
y se recarga en esa colina de nubes, cubierta en su manto de
leche.
Tiernamente los techos fulguran. Cuál es la confidencia que

platican las estrellas.
Adentro, el fuego se extingue en la intimidad de olores acres y
dulces.

Mujer, enciende la lámpara de mantequilla clara, que atrae a su
alrededor a los ancestros,
como los niños a los padres, cuando están en cama.
Escuchemos la voz de los antepasados de Elisa, exiliados como
nosotros
No querían morir, ni perder en la arena su torrente seminal.
Déjame escuchar, en la cabaña que humea la vista del reflejo
de almas favorables
Mi cabeza sobre tu seno caliente como un guiso salido del
fuego, todavía humeante
Déjame respirar el olor de nuestros muertos, déjame recoger
y repetir su voz viviente, déjame aprender a
Vivir antes que descienda, más profundo que un buzo, a las
encumbradas profundidades del sueño.

Noche de Sine

de Chants D´ombre, 1945
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Nació en la vieja ciudad de Saint Louis, en la costa noroeste de Senegal. Asistió

a la escuela local antes de partir para Francia, donde consiguió el título de Mé-

dico Veterinario en la Universidad de Toulouse. Es famoso por sus libros de cuen-

tos, en los que narra las historas del folclor Wolof (la mayoría étnica de Senegal).

La poesía de Diop, lejos de ser nostálgica por un África desconocida o con

tendencias occidentales en su forma y estilo, se asemeja más a los cantos y

formas orales tradicionales. Su ritmo y estilo son una presencia de lo humano en

el aire, en la naturaleza y en los elementos del mundo natural y sus ciclos, algo no

sólo singular de la cultura africana, sino evidente a su manera en otras culturas

del mundo.

Bitago Diop
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La tierra sangra
Como sangra en seno
Arroyo de leche
Del color del atardecer.
La leche es roja,
La arena se oscurece con la sangre
El cielo llora
Como llora un niño.

¿Quién entonces nos hace usar el siniestro azadón?

La onda se planta
Con el remo en la playa.
La canoa lloriquea
A los besos del agua.
La hiena se punza
Al pasar un seto.
Y un cuervo rompió
Su pluma en la herida

¿Quién entonces nos hace usar el siniestro azadón?

El pastor se ha herido
Con la punta de su lanza,
Sumisa espina
De un hermano en la sabana,
Y nada más resta
De todo su buen rebaño
Ni toros ni jirafas
Ni las jóvenes terneras

¿Quién entonces nos hace usar el siniestro azadón?

Kassak

a Leopold Sedar Senghor

de Diop Leurres et Lueurs, 1960
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Escucha más seguido
Las cosas que los
seres,
La voz del fuego se escucha,
escucha la voz del agua.
Escucha en el viento
El arbusto en sollozo:
Es el aliento de los
Ancestros.

Espíritus

Aquellos que están muertos
Jamás se han ido
Están en la sombra que se aclara
Y en la sombra que se espesa,
Los muertos no están bajo tierra
Están en el árbol que tiembla,
Están en el bosque que gime,
Están en el agua que corre,
Están en el agua que duerme,
Están en la casa,
Están en la muchedumbre
Los muertos no están muertos.

Escucha más seguido
Las cosas que los
seres,
La voz del fuego se escucha,
escucha la voz del agua.
Escucha en el viento
El arbusto en sollozo
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Es el aliento de los
Ancestros.
El aliento de los ancestros
muertos
Que no se han ido,
Que no están bajo tierra
Que no están muertos.

Aquellos que están muertos
Jamas se fueron
Están en el seno de la mujer,
Están en el niño que llora.

Y en el tisón que se inflama
Los muertos no están más bajo tierra,
Están en el fuego que se extingue,
Están en la roca que llora
Están en las hierbas que lloran,
Están en el bosque, están en la casa.
Los muertos no están muertos
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Escucha más seguido
Las cosas que los
seres,
La voz del fuego se escucha,
escucha la voz del agua.
Rscucha en el viento
El arbusto en sollozo
Es el aliento de los
Ancestros.

Repite cada día el pacto,
El gran pacto que uno,
Que une la ley a nuestra suerte;
A los actos de espíritus más fuertes
La suerte de nuestros muertos que no están
muertos,
El pesado pacto que nos une a la vida,
La pesada ley que nos une a los actos
De espíritus que se mueven.
En la cama y sobre la orilla
del río,
Espíritus que se mueren
Entre las rocas que se quejan
y la hierba que llora,
Espíritus que habitan
Entre la sombra ue se aclara
O que oscurece
En el árbol que tiembla, en
La madera que murmura,
Y entre el agua que corre y el
Agua que duerme,
Espíritus mucho más fuertes
Espíritus que han tomado
El aliento de los muertos que no están muertos
De muertos que no se han ido,
De muertos que no están bajo tierra.

Escucha más seguido
Las cosas que los
seres,
La voz del fuego se escucha,
escucha la voz del agua.
Escucha en el viento
El arbusto de sollozo
Es el aliento de los
Ancestros.

de Diop Leurres et Lueurs, 1960
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ilar es acción humana remota, y de igual modo de conse-
cuencias artística y estética. Su instrumento es el telar, con él la sociedad satisface la necesi-
dad vital de cubrirse, de diferenciarse de su especie, de su sexo y posteriormente de la clase
social, de su férula, de su nacionalidad.

El telar le da al hombre una protección y un adorno, un encanto, un símbolo de poder.
A lo largo de la historia, la cultura de diversos pueblos ha utilizado el telar como modus
vivendi; en sectores indígenas de México, Guatemala, Perú, Ecuador, Bolivia son además
distintivos peculiares que encierran un especial significado a sus patrones culturales.

En nuestro país, la riqueza de los hilados y tejidos de Oaxaca, Tlaxcala, Chiapas y el
centro de México es vasta, en cuanto a colorido y variedad de presentaciones: vestidos,
rebozos, bolsos, tapetes, zarapes, etcétera. El trabajo textil en manos artesanales es propio
y orgullo de México, pero ¿el arte del telar es asimismo una propuesta en el rubro de las
artes plásticas? Sí. El arte del telar, de tratar tapices, estampados y diseños a través de
distintos materiales para emular a la naturaleza e impulsar con ellas paradigmas relevantes
para goces de la vista, implica un tratamiento en el terreno de la plástica.

El tapiz no es tan difundido y trabajado como otras ramas plásticas, verbigracia, la
pintura, la escultura y la fotografía; pero en distintas manifestaciones y técnicas la propuesta
del telar tiene notables esencias y ha alcanzado un lugar meritorio en el campo artístico.

Luz Aldape: Tapices

Ivonne Moreno Uscangapor

H
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Los tapices atrapan en pendientes delicados como hilos y estambres, textiles
y fragmentos de otros materiales mezclables a manera de collages, una cohesión
inusitada como preámbulo para prepararnos a sentir una ráfaga de emociones
especiales. Disfrutar de un trabajo de tapiz, implica traer a la memoria, la sensa-
ción de agrado al sentir y tener un pedazo suave de tela al contacto con la piel.
Vista y tacto juegan un papel importante en la apreciación de los telares, produ-
ciendo con ello, en nuestro interior una euforia intima. En el ámbito internacional
las propuestas plásticas en este rubro son diversas, no obstante, Veracruz cuenta
con la trayectoria de una mujer polémica y ambiciosa que establece un lenguaje
plástico que donde el telar permite que abrir una grafía no sólo bucólica sino
beligerante. Ella es Luz Aldape. Su labor tiene una trayectoria de cerca de 20
años en la plástica. Su camino ha sido los tapices con variaciones de tamaños y
técnicas, así como una labor docente en el taller fundado por ella en los Talleres
Libres de la Universidad Veracruzana.

Referirse a Luz Aldape es evocar a un personaje característico de la bohe-
mia porteña. Luz Aldape es oriunda de Muzquiz, Coahuila, pero tiene muchos
años radicando en el puerto de Veracruz. Su labor no se ha limitado al telar y a
la enseñanza, es promotora y organizadora cultural dentro de la Universidad
Veracruzana y de otros grupos difusores del puerto en el quehacer artístico, de
manera independiente.

Ingresa a la Escuela de Artes Plásticas de la Universidad Veracruzana en
1974. Es becada por la Universidad Veracruzana al Taller Nacional de Tapiz,
INBA en la Ciudad de México, durante 3 años. Imparte cursos de tapiz en la
Casa de Cultura de Gómez Palacios y Torreón, Coahuila.

Participa dentro de la II Bienal de Tapiz obteniendo mención honorífica,
participa también en la III Bienal de Tapiz en la Ciudad de México. Ha expuesto
en diferentes Casas de Cultura, Institutos de Cultura dentro del país, como
Aguascalientes, San Luis Potosí, Oaxaca, Guadalajara, Gomez Palacios, Durango;
Torreón, Monterrey, La Habana, Cuba, en el Salón Internacional del Textil en
Miniatura en la Ciudad de México, Xalapa y algunas exposiciones individuales
en Lucerna, Suiza. Su última exposición la realizó en el Museo de la Ciudad en el
puerto.

Allí de forma retrospectiva, pudimos apreciar parte de su trabajo de ayer al
más reciente. Su temática nos centra en el juego de luminosidad sui generis en la
tonalidad del color en cuanto a contraste con los fondos y sobrerrelieves de sus
figuras. En la mayoría de ellos, la abstracción nos pierde en la pureza de un
cromatismo iridiscente, dejando en segundo plano los estereotipos de ángulos y
posibles conformaciones; permitiéndonos con ello disfrutar la armonía compositiva
de los hilos como caprichos escapados de los dedos de la artista del telar. El
proceso de esta metodología plástica requiere de experiencia y sensibilidad.
Puede resultar más fácil hasta cierto punto, resolver la problemática del color
sobre una superficie al óleo o en una madera que en el hilado; conseguir la
mesura en su estructura para no caer en propuestas comerciales o manipuladas
en telas comunes existentes, es cuestión de entrega tesón dobles: Ruptura para
conseguir reproducir un objeto acorde a una estructuración mental y emotiva
previamente planeada por parte de la artista; no continuadora de lo ya estable-
cido, para conjugar los elementos compositivos en el tapiz, para atraer la vista y
gusto del espectador.
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Hace algún tiempo nombré a Luz Aldape “La
Penélope del Sotavento” por su tarea incansable
de proponer un sinnúmero de tópicos alusivos a la
interioridad humana y al contorno celeste del mar
del Golfo; hoy, Luz continúa esta función. En el te-
rreno del arte, como degustadores aún tenemos
mucho por descubrir, educar nuesta vista, agudizar
nuestros sentidos. Jacques Derrida, en su espléndi-
do libro La Verdad sobre la Pintura (Argentina,
2001), nos comparte: “lo que comienza a implicar
es que el arte es, la palabra, el concepto, la cosa
tiene una unidad y más, aun un sentido originario,
una verdad, una y desnuda que bastaría develar a
través de la historia. Y en principio que arte puede
abordar según las tres vías de la palabra, del con-
cepto y la cosa, incluso del significante, del signifi-
cado y del referente y hasta de una oposición en-
tre presencia y representación”.

En el trabajo plástico de Luz Aldape el signi-
ficante varía las veces de las técnicas aplicadas en
el telar dirimiendo nuevos paradigmas, cuya alter-
nancia con nuestra realidad nos darían una multi-
plicidad de significados. El referente estaría en fun-
ción del espectador cuya posibilidad de lecturas a
las obras del telar se harán en referencia a la sensibi-
lidad brindada por la textura y el color.

En cuanto a la verdad, no sólo hay una, tanto en
la vida como en la dimensionalidad privilegiada del
arte. ¿Usted, como espectador, podría develar su ver-
dad en cuanto a su manera de vivir y gozar el arte?

Pues, luego entonces, intégrese a la metamor-
fosis entre la faena plástica y la particularidad del
telar, con ello comprenderá la trascendencia del
mismo y la mística de Luz Aldape.

Ivonne Moreno Uscanga
Licenciada en Ciencias Políticas y Administración

Pública por la Universidad Iberoamericana.
Articulista cultural en diversos medios.
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La sangre del smog y la cópula sin bozal

erro en el más peyorativo sentido del uso de la palabra
y hasta rayando en un bestialismo impactante. Cabrón, no se deja, zangolotea, muerde
antes de que lo sobajen; está perro el asunto, sin aristas para resolverlo o cuando menos
complicada su salida. Situación límite o extrem(perr)a tipo volado, tipo acantilado, tipo
sálvesequienpueda. Está perro. Perro mundo cuando la crueldad sobrepasa la capacidad
de asombro. Perro mundo cuando la vesanía exhibe el auténtico sino de la condición
humana. O el amor es un perro infernal cuando la rabia de la soledad y la lógica del
desdén se imponen a la buenaventura y el debe ser. Ni siquiera el amor, por consecuen-
cia, se rescata de esta tabla rasa del canino, más bien vuelto cancerbero en la propia
Tierra:     Amoresperros.Amoresperros.Amoresperros.Amoresperros.Amoresperros.

Así parece que ladra el concepto de Antonio González Iñárritu en su ópera prima
Amoresperros,Amoresperros,Amoresperros,Amoresperros,Amoresperros, película mexicana galardonada en Francia, en el Festival de Cannes, al
recibir el premio de la crítica, que no es poca cosa, cuestión que directores veteranos
anhelan sin que hasta el momento México tenga un reconocimiento de tal naturaleza..

Mucho talento plástico y sonoro se advierte en     Amoresperros.Amoresperros.Amoresperros.Amoresperros.Amoresperros. Desde por supuesto los
enlaces musicales de González Iñárritu que traslucen primero que nada su afición melómana

Amoresperros

Raciel Martínezpor

P
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y por lo que fue ampliamente
conocido y reconocido en el
ambiente de los mass media.

El director previo a su nue-
vo oficio en la pantalla grande
fue el arquitecto de la imagen
de WFM que modificó la forma
de hacer radio en el centro del
país. Por ello no extraña el uso de
la música tan variada y tan contex-
tualizante que se instala como
descripción sentimentaloide de los
personajes.

Para el teporocho exgue-
rrillero venido de los setenta ocu-
pa un rock duro, mientras que con
la historia de barrio se va liso con
Molotov Molotov Molotov Molotov Molotov o Nacha Pop.Nacha Pop.Nacha Pop.Nacha Pop.Nacha Pop. Aunque,
habrá que decirlo, cierto engo-
losinamiento se advierte en la
narración de videoclips; por cier-
to, bien su resolución, sin embar-
go pudiéronse matizar todavía
más los momentos enclichados
(hecho que no interfiere en el
todo fílmico).

Con AmoresperrosAmoresperrosAmoresperrosAmoresperrosAmoresperros es jus-
to señalar que el cine mexicano
enseña una vez más la alterna-
tiva del circuito comercial. El Esta-
do propiamente se repliega a una
producción ínfima de apenas una
decena de filmes por año, abrien-
do y obligando así a la búsque-
da de financiamiento privado e
incluso a la busca de apoyos en
la industria de Hollywood, tal y
como ocurre con Alfonso Arau,
Guillermo del Toro o Alfonso
Cuarón.

Altavista Films es la produc-
tora privada de AmoresperrosAmoresperrosAmoresperrosAmoresperrosAmoresperros
y Todo el poder, Todo el poder, Todo el poder, Todo el poder, Todo el poder, ya dos gran-
des éxitos en taquilla y con pro-
puestas temáticas interesantes
que denuncian y se acercan a
otro tipo de realidades.

Pero todavía más agrada

el guión de Guillermo Arriaga
Jordán (Un dulce olor a muerte)(Un dulce olor a muerte)(Un dulce olor a muerte)(Un dulce olor a muerte)(Un dulce olor a muerte)
que fractura la linealidad de la
sintaxis. La historia luce por el ar-
mado además de las sustancias
que se aglutinan en la misma.

Aunque AmoresperrosAmoresperrosAmoresperrosAmoresperrosAmoresperros no
inventa el hilo negro, sí utiliza
muy bien el recurso de los rom-
pecabezas azarosos que en la
actualidad, por cierto, se han
convertido en una especie de
moda; por ejemplo, el escritor
Paul Auster, luego de la acepta-
ción de discursos como el de
Raymond Carver, se transformó
en director de cine y un casi best
seller de librería de culto.

Y es que dicha ruptura de
la linealidad se ha constatado
en los últimos cincuenta años de
cine con creadores como Akira
Kurosawa con Rashomon,Rashomon,Rashomon,Rashomon,Rashomon, Stanley
Kubrick con Casta de malditos,Casta de malditos,Casta de malditos,Casta de malditos,Casta de malditos,
recientemente Quentin Tarantino
con Perros de reservaPerros de reservaPerros de reservaPerros de reservaPerros de reserva y TiemposTiemposTiemposTiemposTiempos
violentos, violentos, violentos, violentos, violentos, Jorge Fons en El calle-El calle-El calle-El calle-El calle-
jójójójójón de los milan de los milan de los milan de los milan de los milagrosgrosgrosgrosgros y Paul Thomas
Andersson con Magnolia,Magnolia,Magnolia,Magnolia,Magnolia, que
narraron a través de jirones y des-
de diferentes puntos de vista
anécdotas encadenadas por la
casualidad.

Propuesta de ver, por cier-
to, hermanada a una estética de
obra abierta posmoderna, que
habían teorizado en cantidades
considerables desde Roland
Barthes con El placer del textoEl placer del textoEl placer del textoEl placer del textoEl placer del texto
a Umberto Eco con el título de
marras, pasando por los otros
estructuralistas perestroikos perestroikos perestroikos perestroikos perestroikos que
atribuyen al significante la posi-
bilidad de multiplicar los signifi-
cados. Lo que conlleva, asimis-
mo, a una fractura importante de
las ideologías metidas a artes: la
disminución del autoritarismo del

narrador (determinismo, leccio-
nes, etcétera).

Amén de esta relación
con postulados teórico—estéti-
cos se observan muchas deudas
fílmicas concretas con Fons, por
el planteamiento espacial de las
esquinas convergentes, que en el
caso de Amoresperros Amoresperros Amoresperros Amoresperros Amoresperros es el ac-
cidente, y por la compactación
en forma de cuento de los distin-
tos episodios que se cruzan.

Y ya con Tarantino se
notan alianzas más subrepticias:
tanto para Quentin como para
Antonio, la sangre derramada es
una circunstancia epílogo que
lentamente despide a la vida. En
la sangre vertida en una pelea
de perros o en una madriza madriza madriza madriza madriza de
hampones, se la juega el animal
o el humano como si fuese el
hecho cotidiano más cumbre
para decidir si, en esta selección
de las especies, el ciudadano o
el perro feroz darwinianamentedarwinianamentedarwinianamentedarwinianamentedarwinianamente
son aptos para conservarse más
o menos deshilachados en la ciu-
dad más perra del país: el Distri-
to Federal.

En Perros de reserva Perros de reserva Perros de reserva Perros de reserva Perros de reserva el
desangre es el epicentro para
contarnos un asalto. Y en
AmoresperrosAmoresperrosAmoresperrosAmoresperrosAmoresperros también es la neu-
ralgia que impulsa a la película:
el Cofi malherido de un balazo
y en perpetua huida para cho-
car y chocar durante toda la cin-
ta a raíz de la repetición.

Este tinte es el que im-
pregna a la cinta de González
Iñárritu que escoge al perro
como silueta metafórica en don-
de encajan todas las secuen-
cias, la virtud más deliciosa del
guión. Los tres cuentos son de
perros. El primero directamente
refiere a las apuestas y ya en
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Raciel Martínez
Periodista y crítico de cine

los otros dos los perros sirven de analogía para
destronar apariencias.

Al principio el tono narrativo es de
Doberman,Doberman,Doberman,Doberman,Doberman, con el grano reventado y con la cáma-
ra al hombro inventando posiciones descuidadas y
simulando un verismo shocking.shocking.shocking.shocking.shocking. Después cambia
González Iñárritu, y cambia todo. Los personajes
de los cuentos segundo y tercero pertenecen a una
esfera social más alta; es verdad, la clase baja se
presenta como iracunda, tipejos azuzados por la
miseria, pero en los mencionados dos y tres no ha-
bría razón de clase para explicar la violencia; sin
embargo, existe entre los pudientes: se desata una
pelea de perros, pelea de amores, pelea de her-
manos, pelea de pareja: siempre, pelea de perros.

Esto es lo más inteligente de Antonio: saber
convencernos en la trama del traslado de animal a
hombre. Y luego ya no son más que confusiones: el
humor negro es humor perro para la dama, la mo-
delo de medias que pierde una pierna grotes-
camente, fatalmente, como si fuese película de la
hija de David Lynch o Una zeta y dos ceros Una zeta y dos ceros Una zeta y dos ceros Una zeta y dos ceros Una zeta y dos ceros de

Peter Grenaway, y que destruye el idilio apolíneo
con todo y un perro pitufí al que le comen la cabe-
za las ratas del subsuelo del departamento yuppie.
Está perro.

Y hablando de yuppies también nos conven-
ce González Iñárritu del plan perverso del exguerrillero
con los fresotas ambiciosos que orilla a enfrentarse
como naciente leyenda bíblica: como Caín y Abel,
los primeros perros del paraíso.

Más lecturas seguramente surgirán de la po-
lémica Amoresperros. Amoresperros. Amoresperros. Amoresperros. Amoresperros. Supongo defectos en otras
áreas del filme, pero lo que sí es evidente es que
estamos ante una obra conceptual muy del nuevo
siglo. Dice y vende. Está en el ángulo más cercano
a eso que llaman realidad. Apela por el azar y por
la contradicción: es sangre del crepúsculo smog,
es la cópula sin bozal, son los canes en faz tanática,
es Amoresperros.Amoresperros.Amoresperros.Amoresperros.Amoresperros. Está perra.
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lectoralmente sobresalen las tres últimas décadas del
siglo XX, por el triunfo de la democracia sobre el autoritarismo. Este proceso ha significado
un profundo cambio en los valores y las percepciones de las sociedades contemporáneas
a favor de los derechos y las libertades fundamentales de la persona, quien finalmente es
el sustento y fin del constitucionalismo democrático.

Sin embargo, no se ha logrado aún el triunfo definitivo sobre el autoritarismo, pues la
democracia moderna exige cada día más imaginación y responsabilidad, más conoci-
mientos y mejor formación de ciudadanos libres y responsables; es decir, con una sólida
cultura democrática. Es así como Dieter Nohlen minimiza completamente el hecho de que
las cuestiones que giran en torno a los sistemas electorales son cuestiones de poder y que
los sistemas electorales son, por regla general, “producto de las negociaciones que existen
entre las partes”; en pocas palabras, su tesis es que los sistemas electorales no son produc-
tos del diseño racional sino de un proceso político.

Las formas o sistemas de gobierno de un régimen constitucional democrático, se pre-
sentan en dos formas: el presidencial y el parlamentario; cada uno con sus elementos
característicos, a saber:

En un Sistema Presidencial: El Presidente es jefe de Estado y de Gobierno; la elección
de éste es directa o semidirecta; el jefe de gobierno y su gabinete son designados o
promovidos por el propio Presidente; y los poderes Ejecutivo y Legislativo están claramente
separados.

Los sistemas electorales
contemporáneos

El hombre es la medida de todas las cosas.
Protágoras

Humberto Frutis Montes de Ocapor

E
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En un Sistema Parlamentario: el jefe de Estado
y el jefe de Gobierno son personas distintas; los
miembros del Parlamento son elegidos por el voto
popular; el jefe de Gobierno y el Gabinete son
designados y removidos por el Parlamento; los po-
deres Ejecutivo y Legislativo no están separados,
se comparten.

Sin embargo, en los dos sistemas existen pro-
cesos de elección popular, es decir, mediante los
votos de los ciudadanos se trata de traducir la vo-
luntad popular en representación política.

El sistema electoral contemporáneo se entien-
de como el conjunto de instituciones, organizacio-
nes y procesos políticos que se caracterizan por
cierto grado de interdependencia y porque rigen y
conforman la vida política de una determinada co-
munidad.

Actualmente, existen tres tipos de sistemas elec-
torales en el mundo: el de mayoría relativa, el de
representación proporcional y el mixto o combina-
do; cada uno de ellos con diversos métodos logís-
ticos y operativos y con sus respectivas formulas de
asignación de escaños.

Son tres tipos ideales que, en su forma pura,
se aplican sólo en unos cuantos países. Sin embar-
go, su configuración política—electoral los ha he-
cho centro de polémicas que se producen cada
vez que se analiza cuál de los sistemas electorales
es el mejor. Por esta razón, mencionaremos única-
mente los rasgos fundamentales de doce países,
incluyendo México, por supuesto, de manera ge-
neral y lo más explícita posible. Leonardo Valdés
Zurita, en su libro Sistemas Electorales y de Parti-
dos, comenta y coincide con  los tres tipos de siste-
mas electorales.

El de mayoría simple, conocido en los países
de habla inglesa como el First Past the Post System
(FPTP) que normalmente se aplica en distritos
uninominales, para elegir a un sólo representante
popular; resumiendo, que cada elector tiene un voto
y el candidato que obtiene en la jornada electoral
mayor número de votos, gana.

Por lo que respecta al sistema de representa-
ción proporcional, se aplica en demarcaciones o
circunscripciones plurinominales en las que partici-
pan los partidos, mediante listado de candidatos
que los electores votan en bloque.

En este sistema, no hay ideas predominantes

de la sociedad en el momento del sufragio, sólo
existen especies de encuestas de opiniones múlti-
ples y desorganizadas. En el caso de México, los
asigna el Consejo General del Instituto Federal Elec-
toral, lo cual efectúa de la siguiente manera:

Distribución de la asignación
de Representación Proporcional

1. El cómputo de senadores y diputados federales
lo lleva a cabo el Consejo General del Instituto
Federal Electoral. Así como las asignaciones corres-
pondientes.

2. Los senadores se registran mediante una sola
lista (una sola circunscripción nacional). El sistema
comprende 32 senadores de representación pro-
porcional.

3. Los diputados se registran en 5 listas regionales,
en 5 circunscripciones, 40 diputados de represen-
tación proporcional por cada circunscripción, para
elegir un total de 200 diputados.

4. Posterior al día de la elección y cómputos
distritales, locales y de circunscripción, el Consejo
General del Instituto Federal Electoral realiza el
cómputo nacional.

5. Votación Total Emitida: es la suma de todos los
votos depositados en las urnas; de los cuales res-
tan los votos a favor de los partidos políticos que
no hayan obtenido el 2% y los votos nulos. Esto se
entenderá como Votación Nacional Emitida.

Ejemplo:

15,500.000 votos   (Votación total emitida)
–   500.000 votos   (Votación de los partidos políticos
                               que no obtuvieron el 2% y los
                                votos nulos)
15‘000.000 votos   (Votación Nacional Emitida)

6. Se realiza por medio de una fórmula de propor-
cionalidad pura integrada por los elementos de Co-
ciente Natural y Resto Mayor.
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7. Cociente natural es el resultado de dividir la votación nacional emitida entre los
200 diputados de representación proporcional.

Ejemplo:

15,000.000  votos /
–          200  diputaciones = 75,000 votos, que es el Cociente Natural

Para asignar cada uno de los diputados se necesitan 75,000 votos.
Los 15,000.000 votos distribuidos como los hayan obtenido los 6 partidos polí-

ticos que hayan participado en la elección, quedarían de la siguiente manera:

Partidos Políticos o CoalicionesPartidos Políticos o CoalicionesPartidos Políticos o CoalicionesPartidos Políticos o CoalicionesPartidos Políticos o Coaliciones    TotalTotalTotalTotalTotal

      AAAAA                  B    B    B    B    B         CCCCC              D  D  D  D  D                   E   E   E   E   E       F  F  F  F  F

Votos Obtenidos           3,500,000     3,000,000      2,500,000    2,300,000     2,200,000    1,500,000     15,000,000

Diputados Asignados         46             40                   33                   30                 29                  20          198

Votos Utilizados            3,450.000      3,000.000     2,475.000     2,250.000     2,175.000     1,500.000    14,850.000

Votos Restantes                   50,000   0                 25,000          50,000          25,000              0              150,000

8. Resto Mayor: es el remanente más alto entre los restos de las votaciones de cada
partido político, y se utilizará cuando todavía hubiese diputaciones por distribuir.

En este caso se repartieron 198, restan 2 diputaciones, que se asignarán; uno al
Partido “A” y uno al Partido “D”, ya que a éstos les restan 50,000 votos a cada uno.

En los sistemas mixtos o combinados, la lista adicional es una de las variantes:
en éstas, se mezclan elementos de los mecanismos (normativos—operativos) de ma-
yoría y de representación proporcional. En este sistema prevalecen los porcentajes
mínimos de votación de los partidos políticos para participar en la distribución de la
lista adicional. En la Ley Federal de Organización Política y Procesos Electorales, que
estuvo vigente entre 1978 y 1986 en México, se utilizó por primera vez la lista
adicional. Sólo había 300 distritos uninominales de mayoría para elegir igual núme-
ro de diputados, pero como ya existían las circunscripciones plurinominales se ele-
gían 100 diputados más por la vía de la representación proporcional. Los 100 dipu-
tados por representación proporcional se reservaban para los partidos minoritarios
que hubiesen alcanzado más del 1.5% del total de la votación nacional.

Los países que emplean este sistema son: México, Italia, Camerún, Costa Rica,
Croacia y, quizá el más conocido, Alemania, donde participan todas las listas de
votaciones que hayan alcanzado más del 5% de la votación de la Circunscripción.

Ahora veremos las características de cada uno de los seis sistemas estudiados.
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México

El Poder Ejecutivo se deposita
en un solo individuo que se de-
nomina Presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. Es elec-
to cada seis años por mayoría
relativa y voto directo. El Con-
greso General se divide en dos
Cámaras, una de Diputados y
otra de Senadores. La Cámara
de Diputados se integra por
300 diputados electos según el
principio de votación mayorita-
ria relativa, mediante el sistema
de distritos uninominales y 200
diputados electos —según el prin-
cipio de representación propor-
cional, mediante listas regionales
votadas en cinco circunscripcio-
nes— plurinominales— que se re-
nuevan cada tres años.

La Cámara de Senadores
se integra por 128, de los cua-
les, dos pertenecen a cada es-
tado y el Distrito Federal; son
electos por el principio de ma-
yoría relativa y uno será asigna-
do a la primera minoría. Los 32
senadores restantes son elegi-
dos por el principio de represen-
tación proporcional, votados en
una sola circunscripción plurino-
minal nacional.

Australia

Sistema Político:Sistema Político:Sistema Político:Sistema Político:Sistema Político:
El primero de enero de 1901,
las seis colonias británicas esta-
blecidas en Australia decidieron
federalizarse. Así, oficialmente, se
convierte en un Estado federal par-
lamentario (el Commonwealth).

Está conformada por seis
Estados: Australia Occidental,
Australia del Sur, Nueva Gales

del Sur, Queensland, Tasmania
y Victoria; y dos Territorios: la
Capital Federal y el Territorio del
Norte.

Australia tiene un área de
7’686,300 km2; su capital es
Canberra (300,000 habitan-
tes); sus ciudades más importan-
tes son Sydney (3, 772.700)
Melbourne (3’218.100), Brisbane
(1’489,100; Perth, Adelaide y
New Castle).

El Poder Ejecutivo Federal
Australiano es encabezado por
la reina del Reino Unido, quien
como en Canadá o Nueva
Zelanda, designa a un Gober-
nador General para que le re-
presente en las tareas de Go-
bierno.

Sistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoral
El Parlamento australiano es de
carácter bicameral, compuesto
por un Senado y una Cámara
de Representantes. El Senado
está formado por 76 miembros,
12 por cada estado y, desde
1974, dos por cada territorio.
Los senadores tienen un manda-
to de seis años, pero la Cáma-
ra se renueva, por mitad, cada
tres años. La Cámara de Repre-
sentantes tiene 148 miembros,
todos electos para un mandato
de tres años.

Los 148 miembros de la
Cámara de Representantes son
electos mediante el sistema de
«Voto Preferencial» o «Alternati-
vo». Para efectos electorales,
Australia esta dividida en 148
distritos, cada uno de los cua-
les envía a la Cámara baja un
solo representante. En las elec-
ciones, si un candidato obtiene
por lo menos el 50% de los vo-

tos, es elegido al Parlamento
automáticamente. Se trata de
una especie de elección unino-
minal a las vueltas, sólo que el
elector define sus votos y prefe-
rencias en una sola asistencia a
las urnas.

Principales Partidos Políticos:Principales Partidos Políticos:Principales Partidos Políticos:Principales Partidos Políticos:Principales Partidos Políticos:
Partido Laborista Australiano
(PLA) y Partido Liberal (PL)

Brasil

Datos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticos
Tiene un área geográfica de
8’456,508 km2; su capital es
Brasilia (1’778,000 habitantes).
Brasil está dividido en 26 esta-
dos y un Distrito Federal; su pobla-
ción (1997) es de 159’691,000
habitantes; su idioma oficial es el
portugués. Su moneda, el real.

Instituciones PolíticasInstituciones PolíticasInstituciones PolíticasInstituciones PolíticasInstituciones Políticas
Su forma de gobierno es una
República federal presidencial,
su fiesta nacional es el 7 de sep-
tiembre, el día de la Indepen-
dencia; la promulgación de la
Constitución vigente data de
1988.

Según su Constitución polí-
tica, Brasil es una República pre-
sidencial, federal y democrática,
con los tres poderes indepen-
dientes entre sí: Legislativo, Eje-
cutivo y Judicial.

De acuerdo a la Constitu-
ción política de 1988, el Presi-
dente es electo por mayoría ab-
soluta; si ninguno de los can-
didatos obtuviere el 50% de los
sufragios en la primera ronda,
se celebrará una segunda vuel-
ta exclusivamente con los aspi-
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rantes de mayor votación. La duración del manda-
to presidencial es de cinco años y es posible la
reelección inmediata.

Para la elección de diputados, existen 27 cir-
cunscripciones plurinonimales (en Brasil hay 513
diputados); en lo que respecta a la elección de
senadores, se eligen tres por cada estado (71 se-
nadores). Cada estado representa circunscripcio-
nes uninominales y binominales respectivamente. El
Senado se renueva parcialmente cada cuatro años,
por un tercio o dos tercios alternativamente.

Los partidos políticos con registro definitivoLos partidos políticos con registro definitivoLos partidos políticos con registro definitivoLos partidos políticos con registro definitivoLos partidos políticos con registro definitivo
Partido del Movimiento Democrático Brasileño
(PMDB), Partido del Frente Liberal (PFL), Partido De-
mocrático de los Trabajadores (PDT), Partido Popu-
lar Brasileño (PPB), Partido de la Social Democracia
Brasileña (PSDB), Partido de los Trabajadores (PT) y
Partido del Trabajo Brasileño (PTB).

Canadá

Datos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticos
Capital Ottawa, con 930,000 habitantes; área
geográfica 9’970.610 km2. Su división política está
conformada en 10 provincias: Alberta, Columbia

Británica, Isla Príncipe Eduardo, Manitoba, Nueva
Brunswick, Newfoundland, Nueva Escocia, Ontario,
Quebec, Saskatchewan y tres territorios del noroes-
te, Yukón y Nuva—Vult. Canadá tiene una pobla-
ción de 30‘287,000 (1997), con una población
urbana del 77.9% y rural del 22.1%; los idiomas
oficiales son el inglés y francés.

Su forma de gobierno es una Monarquía
parlamentaria federal. Su fiesta nacional es el 1o de
julio. Su moneda es el dólar canadiense, con un pro-
ducto interno nacional bruto de 573,695’000,000
de dólares y con una población económicamente
activa de 15’145,000 personas.

Sistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoral
Este país cuenta con 301 distritos electorales, cada
uno de los cuales envía a la Cámara de los Comu-
nes a un representante, que es aquel que haya ob-
tenido mayoría de votos en una sola vuelta.

Desde las elecciones de 1997, cuenta con un
total de 310 escaños, elegidos en distritos electora-
les integrados por secciones electorales con un
mínimo de 250 electores.

El oficial electoral en jefe (Chief Electoral
Officer) designado por la Cámara de Comunes,
es quien tiene la responsabilidad de dirimir y super-
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visar la administración de las elecciones. Asimismo, cada go-
bernador de provincia nombrará a un oficial electoral distrital,
el cual realizará la organización electoral operativa de su res-
pectivo distrito.

La Election Expenses Act (Medios de Comunicación) men-
ciona que las estaciones de radio y televisión están obligadas
a facilitar 6.5 horas de su horario estelar, para la publicidad
pagada de candidatos y partidos políticos, debiendo ceder
tiempo gratuitos durante las tres semanas previas a la celebra-
ción de las elecciones.

Principales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos Políticos
Partido Liberal (PL), Conservador Progresista (PCP), Partido de la
Reforma (PR), Partido Nueva Democracia (PND) y Bloque de
Quebec (BQ).

España

Datos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticos
Su forma de Gobierno es una monarquía constitucional parla-
mentaria, con el Rey como Jefe de Estado y con un Presidente
como Jefe de Gobierno; su división de Gobierno se representa
en tres poderes: Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

Su fiesta nacional se lleva a cabo el 12 de octubre, día de
la Hispanidad y de Nuestra Señora del Pilar. Su moneda es la
peseta; el idioma oficial, el español o castellano y su práctica
religiosa está compuesta por católicos (94.9%); musulmanes
(1.2%); protestantes (0.5%). Su capital es la ciudad de Madrid,
tiene una población (1996) de 39’270,313 habitantes, aproxi-
madamente.

Sistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoral
El sistema constitucional en España señala que la Administra-
ción Electoral es el órgano superior en materia electoral, cuyo
objetivo es garantizar la legalidad y la transparencia de las
elecciones; ésta comprende: Las juntas electorales (central, pro-
vinciales y de zona), así como las mesas electorales. Las mesas
electorales son las responsables del desarrollo de la Jornada
Electoral; a cada una le corresponde recibir y contar los votos
de entre 500 y 2000 electores de una sección electoral.

La mesa está formada por un presidente y dos vocales,
quienes son designados por sorteo y su desempeño en esta
función es obligatorio. La Jornada Electoral comienza a las
nueve de la mañana y se cierra a las ocho de la noche, lapso
durante el cual se efectúa la votación. El sistema electoral de
la monarquía parlamentaria española es de mayoría y de

representación proporcional.
El Congreso de los diputados

(elecciones del 3 de marzo de 1996)
está compuesto por 350 escaños; y la
conformación del Senado consta de
250 escaños.

Partidos PolíticosPartidos PolíticosPartidos PolíticosPartidos PolíticosPartidos Políticos
Partido Popular, Partido Socialista Obre-
ro Español, Izquierda Unida, Partido
Nacionalista Vasco, Convergencia y
Unión de Cataluña.

Estados Unidos de Norteamerica

Datos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticos
Capital: Washington D.C.; tiene un área
geográfica de 9’809,155 km2. Está for-
mado por 50 estados, con una pobla-
ción (1996) de 265’284,000 habitan-
tes. El idioma oficial es el inglés, su
moneda es el dólar americano.

Instituciones políticasInstituciones políticasInstituciones políticasInstituciones políticasInstituciones políticas
Su forma de gobierno es una Repúbli-
ca presidencial federal, basada en los
tres poderes: Ejecutivo, Legislativo y Ju-
dicial. El día de la Independencia es el
día 4 de julio.

El Poder Ejecutivo está representa-
do por el Presidente de los Estados
Unidos de América, el cual es electo
cada cuatro años; sus funciones inclu-
yen las de Jefe de Estado y de Gobier-
no. Su elección se lleva a cabo en for-
ma indirecta, mediante selección, por
parte de los ciudadanos, de 538 elec-
tores, quienes lo designan, pudiendo
reelegirse por un solo periodo.

El Congreso de los Estados Uni-
dos es bicameral, compuesto por el
Senado o Cámara Alta y por la Cáma-
ra de Representantes o Cámara Baja.
La Cámara Alta se integra por 100
miembros electos por los estados de la
federación, para un mandato de seis
años; la Cámara de Representantes tie-
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ne 435 miembros electos mediante el sufragio uni-
versal.

Colegio electoralColegio electoralColegio electoralColegio electoralColegio electoral
Desde la primera elección en la historia de este
país el Presidente es designado mediante el voto
indirecto de los ciudadanos, quienes eligen dele-
gados al Colegio Electoral (538 miembros), órga-
no encargado en todo el país de designar por el
voto mayoritario de sus miembros al Presidente; los
ciudadanos de cada uno de los estados y del dis-
trito de Columbia eligen a una planilla de electores
que estén comprometidos con alguno de los distin-
tos candidatos a la Presidencia.

En los estados en que el candidato que obten-
ga el mayor número de votos se lleva la totalidad
de la planilla; es decir, el candidato presidencial
que obtiene la mayoría absoluta de Colegio Elec-
toral 270 votos (50%), más uno obtiene la victoria.

Partidos PolíticosPartidos PolíticosPartidos PolíticosPartidos PolíticosPartidos Políticos
Los partidos más representativos de este país son el
Partido Demócrata y el Partido Republicano.

Francia

Instituciones políticas y datos estadísticosInstituciones políticas y datos estadísticosInstituciones políticas y datos estadísticosInstituciones políticas y datos estadísticosInstituciones políticas y datos estadísticos
Francia es una República semipresidencial unitaria.
Su Capital es París. En 1958 se promulgó su Cons-
titución vigente; su fiesta nacional se celebra el 14
de julio, aniversario de la Toma de la Bastilla.

Francia tiene un área geográfica de 551,500
km2, dividida en 22 regiones, 96 departamentos y
36,627 comunidades. El idioma oficial es el fran-
cés; tiene una población (1997) de 58,610 habi-
tantes; su moneda es el franco francés y su religión:
Católica (76.4%), Protestante (3.6%), Ateísmo (3.4%)
y Musulmana (3.0%).

En Francia existe una combinación de los regí-
menes presidencial y parlamentario. Este sistema
semipresidencial ha sido tan efectivo que prevale-
ce también en varias naciones europeas, como
Austria, Portugal, Islandia, Finlandia, Irlanda; y en
otros países como Rusia, Polonia, Turquía, Rumania
y Bulgaria.

En Francia el Presidente de la República o jefe
de Estado es electo en comicios directos. El perio-

do presidencial es de siete años y es posible la
reelección. Las facultades presidenciales son am-
plias, ya que absolutamente todas las iniciativas de
ley de gobierno debe estar firmadas por el Presi-
dente. La Constitución de la Quinta República, con-
cede al Presidente la facultad de designar al Pri-
mer Ministro, y también la capacidad de removerlo
libremente.

Francia tiene un Parlamento bicameral, com-
puesto por un Senado y una Asamblea Nacional.

La Cámara Baja (Asamblea Nacional), com-
puesta por 577 miembros, es el verdadero órgano
legislativo del país; la duración de los asambleistas
es de 5 años. El periodo de los senadores es de
nueve años y se renueva cada tres años.

Principales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos Políticos
Reunión por la República (RPR); Unión por la De-
mocracia Francesa (UDF); Partido Socialista Fran-
cés (PSF); Partido Comunista Francés (PCF) y Frente
Nacional (FN).

Italia

Forma de gobiernoForma de gobiernoForma de gobiernoForma de gobiernoForma de gobierno
Italia es una República parlamentaria unitaria. Su
Constitución política vigente se promulgó en 1948.
Su fiesta nacional se celebra el 2 de junio.

La moneda es la lira italiana; el idioma oficial
es el italiano; su religión Católica, (83.2%); Ateís-
mo y no religiosos (16.0%).

 Tiene una población (1997) 57,500 habitan-
tes; su área geográfica es de 301,278 km2. La ca-
pital es Roma (2,800 habitantes),

El Jefe de Estado es elegido por un Colegio
Electoral, integrado por la totalidad de los senado-
res y diputados, y por 58 representantes regiona-
les. El mandato presidencial es de 7 años y es po-
sible una reelección.

El Consejo de Ministros está compuesto por
el Presidente del Consejo (Primer Ministro) y los
ministros que conforman el Consejo de Ministros
(Gabinete). Italia es una democracia representati-
va en la que la función de legislar recae en el
Parlamento; éste está conformado por dos Asam-
bleas: La Cámara de Diputados y el Senado de
la República.
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Sistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoral
Para efectos electorales, Italia está dividido en 32 circunscripciones plurinominales,
cada una de las cuales integra a dos o tres provincias del país. Cada Distrito
consta de 200,000 ciudadanos. Su sistema electoral, mediante Referéndum, es
una fórmula electoral mixta en la que el 75% de los diputados son electos en
distritos uninominales de mayoría simple y 25% mediante un sistema proporcio-
nal. Cuenta con un total de 629 diputados.

Principales partidos políticosPrincipales partidos políticosPrincipales partidos políticosPrincipales partidos políticosPrincipales partidos políticos
Integrantes del Pueblo de la Libertad: Forza Italia (FI), Alianza Nacional (AN),
Centro Cristiano Demócrata (SD) y Unidad Cristiana Demócrata (CDU);

Partido Democrático de la Izquierda (PDS), Partido Popular Italiano (PPI), Par-
tido Republicano Italiano (PRI), Unión Democrática (UD), Federación de Verdes
(FV), Renovación Italiana (RI) y otros partidos de filiación religiosa.

Japón

Datos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticos
Su capital es Tokio (11,800 habitantes en la zona metropolitana). Tiene un área
geográfica de 337,835 Km2; su forma de Gobierno es una monarquía constitu-
cional parlamentaria. Su Constitución vigente fue promulgada en 1947; su fiesta
nacional es el 11 de febrero, día de la Fundación Nacional; el idioma oficial es
el japonés y las religiones que se practican son shintoísmo (39.5%), budismo
(38.3%) y el cristianismo (4%). Su moneda es el yen japonés.

Su división política está conformada por nueve regiones y sus principales
ciudades son: Yokohama, Osaka, Nagoya, Sapporo, Kobe y Kioto; tiene una
población de 126,110,000 habitantes aproximadamente (1997).

Sistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoralSistema electoral
Para efectos electorales, Japón está dividido en 130 distritos de representación
múltiple; se utiliza un sistema mixto para la elección de ambas cámaras de la
dieta. Para la elección de la Cámara Baja, 300 de 500 curules se eligen por
mayoría relativa en distritos uninominales y 200 se reparten a través de una fór-
mula proporcional. Para la repartición proporcional, el país ha sido dividido en
11 circunscripciones plurinominales.

Los legisladores duran cuatro años y la Cámara Baja se renueva en su tota-
lidad. Seis años permanecen en el mandato los 250 consejeros de la Cámara
Alta, pero se cambia por mitades cada tres años, utilizándose una fórmula mixta
de designación: 24 son electos en distritos uninominales, 100 en una sola Cir-
cunscripción Plurinominal y 126 mediante el sistema de voto único no transferible.

Principales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos Políticos
Partido Liberal Democrático, Partidos Social Demócrata, Partido Democrático,
Partido Comunista, Nuevo Partido del Gobierno Limpio, Partido Liberal, Club Re-
formista y Voz del Pueblo.
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Reino unido

Datos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticos
Capital: Londres; área geográfica 241,752 km2; el
idioma oficial es el inglés, su moneda es la libra
esterlina.

Forma de GobiernoForma de GobiernoForma de GobiernoForma de GobiernoForma de Gobierno
Monarquía constitucional parlamentaria, la fiesta
nacional es el 21 de abril, cumpleaños de la Reina.
La Reina es el Jefe de Estado del Reino. La transmi-
sión de la monarquía es hereditaria hacia los hijos
varones o a falta de éstos, hacia la hija mayor. La
casa Windsor ha preservado la corona desde 1714.

Por lo que respecta al Parlamento británico,
éste se compone de dos cámaras: la Cámara Baja
o de los Comunes y la Cámara Alta o de los Lores.

La Cámara Baja se integra actualmente por
659 miembros electos por los ciudadanos, mediante
la fórmula del sistema de mayoría simple; su dura-
ción es de cinco años. Lo significativo de este país,
es que no existe una fecha destinada para cele-
brar elecciones generales, pues el Primer Ministro
tiene la atribución de disolver el Parlamento y con-
vocar a elecciones en cualquier momento de su
gestión; sin embargo, las elecciones se llevan a
cabo, tradicionalmente, un día jueves.

Primer ministroPrimer ministroPrimer ministroPrimer ministroPrimer ministro
Esta persona constituye el objetivo central de la
competencia entre los candidatos, pues ha llega-
do al grado de operar prácticamente todo el con-
trol político de su persona. Su nombramiento es atri-
bución de la Reina, quien lo designa por ser
supuestamente la persona más apta.

Sistema ElectoralSistema ElectoralSistema ElectoralSistema ElectoralSistema Electoral
El sistema mayoritario simple o Pluralytem System
dispone que un candidato únicamente requiere
obtener en una sola vuelta la mayoría simple en su
distrito, para ser miembro del Parlamento. El minis-
terio del interior es la máxima autoridad electoral,
ya que es el responsable de llevar las elecciones
generales en las que se elige a todos los miembros
del Parlamento, a través de comicios nacionales.

Principales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos Políticos
Partido Conservador, Partido Laborista, Partido So-

cial y Liberal Demócrata, Partido Nacional Esco-
cés, Plaid Cymru (Nacionalista Inglés).

República Federal de Alemania

Geografía, demografía y sociedadGeografía, demografía y sociedadGeografía, demografía y sociedadGeografía, demografía y sociedadGeografía, demografía y sociedad
Capital: Berlín (3,300 habitantes); área territorial
(357,010 km2). Esta República está dividida en 16
estados: Baja Sajonia, Baviera, Berlín, Brandenburgo,
Bremen, Hamburgo, Hessen, Meklemburgo, Pome-
rania, Renania, Westfalia, el Sarre, Schleswing,
Holstein y Turingia.

Sus ciudades más importantes son: Hamburgo
(1’650,000), Munich (1’300,000), Colonia
(1’000,000), Bremen (697,000), Francfort del Main
(641,000).

Datos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticos
La población está integrada por 80,600,000 ha-
bitantes (1997); su densidad poblacional es de 223
habitantes por km2, con una población urbana de
85.3% y rural 14.7%.

Sus religiones son: católica (43.0%), protestante
(42.0%), musulmana (3.0%). El idioma oficial es el
alemán. En cuanto a su economía, la moneda es el
marco alemán, su población económicamente ac-
tiva es de 39,985.000 personas y el producto na-
cional bruto es de 2 billones 252,343millones de
dólares aproximadamente; y con un crecimiento
anual de 1996 de 1.4%. Sus principales socios eco-
nómicos son actualmente la Unión Europea; países
en vías de desarrollo y los Estados Unidos de
Norteamérica.

Sistema ElectoralSistema ElectoralSistema ElectoralSistema ElectoralSistema Electoral
El Presidente de la República es electo para un
periodo de cinco años  pudiendo ser reelecto para
un mandato más; la elección es directa y se lleva a
cabo mediante una convención federal que se re-
úne exclusivamente para la elección del jefe de
Estado.

Forma de GobiernoForma de GobiernoForma de GobiernoForma de GobiernoForma de Gobierno
Es una República federal parlamentaria; su constitu-
ción vigente data desde 1949; su fiesta nacional
es el 3 de octubre, día de la reunificación.

El total de electores (elecciones federales del
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27 de septiembre de 1998) es de 60’396,272, obteniendo una participación electoral
del 79.1%.

La Cámara Federal cuenta con 68 representantes designados por las legislaturas
locales de cada estado federal. El mandato de los legisladores es de 4 años, con excep-
ción de El Sarre, que es de cinco.

Para la integración del Bundesrat (Cámara Federal), el país está dividido en 334
distritos uninominales.

Su sistema electoral es mixto, ya que en cada Distrito Uninominal, cada elector alemán
tiene derecho a 2 votos: con un voto se escoge al representante de su Distrito Uninominal y con
el otro decide por una lista de los partidos. Las elecciones federales en este país es responsabi-
lidad de la Comisión Federal Electoral, cuyo director es designado por el ministro del interior.

República Federal Argentina

Datos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticosDatos estadísticos
Capital: Buenos Aires; cuenta con área territorial de 3,761.174 km2, políticamente dividida
en 23 provincias.

Fecha de independencia 9 de julio de 1816 y su fiesta nacional se celebra el 25 de
mayo, día de la Revolución.

La población (1997) es de 35,797.985 habitantes aproximadamente, su idioma ofi-
cial es el español, su densidad poblacional es de 11.7 habitantes por km2. La religión:
católica—romana y judía. Respecto a su economía, la moneda oficial es el peso argentino,
tiene una población económicamente activa del 10.9 millones de personas, el producto
interno bruto es de 348,200 millones de dólares.

Sistema político—electoralSistema político—electoralSistema político—electoralSistema político—electoralSistema político—electoral
Argentina es una República representativa, democrática y federal, dividida en 23 provin-
cias, además la ciudad de Buenos Aires, que es la capital federal.
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La Constitución política data de 1853; es una de las cartas magnas más antiguas
del mundo.

Su régimen político es presidencialista, el cual es electo junto con el vicepresidente
cada cuatro años. Desde que es República (1930—1999) hasta la fecha, ha habido 25
presidentes.

Diputados y senadores integran el Poder LegislativoDiputados y senadores integran el Poder LegislativoDiputados y senadores integran el Poder LegislativoDiputados y senadores integran el Poder LegislativoDiputados y senadores integran el Poder Legislativo
La Cámara de Diputados representan a la nación y la de los Senadores a las provincias y
a la ciudad capital, Buenos Aires.

Los diputados se eligen por periodos de cuatro años, por los sistemas de mayoría y
representación proporcional, hasta llegar al numero de 257. Por otro lado, cada provincia
se compone por tres senadores y por tres de la ciudad de Buenos Aires, hasta llegar al
número de 72 que se renueva por tercios cada dos años.

El sistema electoral argentino actualmente es de representación proporcional, privile-
giando la representatividad del mandato de los electores sobre el principio de gober-
nabilidad.

La Cámara Nacional Electoral es la máxima instancia en material electoral, designan a
una Junta Electoral Nacional para cada una de las provincias y la ciudad de Buenos Aires.

Contrario a lo que sucede en otros países, el sistema electoral argentino presenta dos
características: en primer lugar, existen mesas receptoras de votos exclusiva para cada
sexo; en segundo, el elector puede identificarse de diversos modos, sin que existan una
identificación única.

Principales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos PolíticosPrincipales Partidos Políticos
Partido Justicialista, Unión Cívica Radical, Alianza Frente País Solidario.

Sistemas Electorales en Europa del Este

A finales de los años ochenta, los países de Europa del Este experimentaron transformacio-
nes económicas, políticas y sociales, que preocuparon a los estudiosos de la política inter-
nacional interesados en el análisis de la conformación de los sistemas electorales del antigüo
bloque socialista. Dieter Nohlen1 analiza esta situación y hace estudios comparativos de
los sistemas electorales de estos países, distinguiendo dos tipos de elecciones: las
prefuncionales,prefuncionales,prefuncionales,prefuncionales,prefuncionales, cuya principal característica es el dualismo proindependencia y la
contraindependenciacontraindependenciacontraindependenciacontraindependenciacontraindependencia como sistema de mayoría absoluta; y las fundacionales, caracteriza-
dos por un sistema de representación proporcional.

Este autor, en su cuaderno de ensayos, clasifica los sistemas electorales de Europa del
Este en tres tipos:

1. Sistema de Mayoría Absoluta
2. Sistemas Proporcionales
3. Sistemas Electorales Combinados

1 Especializado en Política Comparada, concretamente en las áreas de Instituciones Políticas y Sistemas Electorales. Para una
información más detallada, consúltese el ensayo de los Sistemas Electorales en Europa del Este. Génesis, Critica, Reforma.
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Estos tres sistemas son estudiados comparativamente en las elecciones de varios países de Europa del
Este, enfocando el tema central en reflexiones sobre los “cambios y opciones de los sistemas electorales”. Los
países estudiados son los siguientes:

Nombre del PaísNombre del PaísNombre del PaísNombre del PaísNombre del País Nombre del PaísNombre del PaísNombre del PaísNombre del PaísNombre del País Nombre del PaísNombre del PaísNombre del PaísNombre del PaísNombre del País

Albania Moldavia República Checa

Boznia—Herzegovina Montenegro Croacia

Bulgaria Polonia Rusia

Estonia Rumania Hungría

Yugoslavia República Eslovenia Eslovaca

Lituania

Hasta aquí se ha intentado presentar en for-
ma sencilla los sistemas electorales contemporá-
neos; aunque algunos analistas políticos han seña-
lado la incompatibilidad entre democracia y
gobernabilidad, se puede sostener que “cuando
la democracia cumple los requisitos que le dan base
y sentido, las crisis de gobernabilidad suelen ser
pasajeras; ya que el sistema democrático cuenta
con los recursos institucionales suficientes para auto—
regenerarse”.2

2 Salazar Luis y José Woldenberg: Cuaderno de Divulgación de la
Cultura Democrática, México, Instituto Federal Electoral.

Humberto Frutis Montes de Oca
Vocal de Organizción de la Junta Local Ejecutiva

del IFE en el estado de Veracruz
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ste trabajo se sitúa en el debate acerca de qué objeti-
vos persiguen los partidos políticos en su actividad cotidiana. La superación de la tradicio-
nal consideración de que los partidos políticos únicamente se mueven hacia la obtención
del poder o de los votos, permite considerar otros ámbitos de actividad política partidista.
En este sentido, se propone un instrumento analítico para la valoración de los procesos de
toma de decisiones de los partidos políticos, aplicado en el caso específico de la forma-
ción de gobierno en España en 1996.

1. Una herramienta para el análisis de los objetivos de los partidos políticos

Uno de los lugares comunes en la ciencia política ha sido la consideración de que los
partidos políticos única y exclusivamente orientaban su actuación hacia la obtención del
poder, expresado éste en cargos gubernamentales. Así, se argumentaba, los diferentes
procesos de toma de decisiones, intra e interpartidistas, se encontraban condicionados a
la efectiva obtención del poder político. Ello suponía una limitación sustancial en los estu-
dios sobre los motivos que llevaban a los partidos políticos, como actores centrales del
proceso político, a adoptar determinadas decisiones en detrimento de otras.

E

Josep María Reniu I Vilamalapor

en los partidos políticos
Toma de decisiones
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Las principales opciones metodológicas eran,
hasta no hace mucho, dos. Por un lado la conside-
ración de que los procesos de toma de decisiones
eran el reducto de unos pocos analistas, quienes
debían unir a su condición de politólogos la de miem-
bros y participantes en dichas instancias decisorias.
La segunda opción, por otro lado, era considerar
estos procesos decisionales como “cajas negras”,
cuyo interior quedaba situado en una zona de som-
bras inaccesible a los analistas.

A partir de las recientes aportaciones, en es-
pecial durante los años 90 (cuadro 1), respecto a
los motivos que guían la acción de los partidos
políticos, y en especial a partir de los trabajos de
Torbjörn Bergman, consideramos que los partidos
políticos, principalmente sus líderes, persiguen cua-
tro grandes objetivos; cada uno de ellos asociado
a una arena política.

Strom, 1985

Peterson y De Ridder, 1986

Maor, 1990

Strom, 1990b

Harmel y Janda, 1994

Mitchell, 1995

Bergman, 1995

Narud, 1996

Downs, 1998

Muller y Strom, 1999

Reniu, 2001

Instituciones

Legislación

Influencia

parlamentaria

Ideología

Cargos

Cargos

Cargos

Cargos

Cargos

Cargos

Cargos

CargosCargosCargosCargosCargos

Cohesión

Intra—party

Intra—party

democraty

Organización

Cohesión

Cohesión

CohesiónCohesiónCohesiónCohesiónCohesión

Votos

Votos

Electorado

Votos

Votos

Elecciones

Votos

Votos

Votos

Votos

VotosVotosVotosVotosVotos

Políticas

Políticas

Políticas

Policy

advocacy

Políticas

Políticas

Programa

Político

Políticas

Políticas

PolíticasPolíticasPolíticasPolíticasPolíticas

Inter—party

Autor/es Objet ivos  o arenas

FFFFFUENTEUENTEUENTEUENTEUENTE: : : : : Reniu, 2001: 219Reniu, 2001: 219Reniu, 2001: 219Reniu, 2001: 219Reniu, 2001: 219

Cuadro 1. Aproximaciones a la identificación de los objetivos de los partidos políticos
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Buena parte de los estudios acerca de los
objetivos y el comportamiento de los partidos coin-
ciden en señalar la importancia para los partidos
de la búsqueda de cargos, votos, políticas y cohe-
sión interna. Estos objetivos se asocian, respectiva-
mente, a las arenas ministerial, electoral, parlamen-
taria e intrapartidista, por cuanto es básicamente en
cada una de ellas donde se producen los efectos
de dichos objetivos, aunque ello no supone negar la
evidente interacción existente entre los objetivos y
entre las arenas. Una vez que asumimos que las de-
cisiones tomadas por los líderes buscan, en términos
generales, dichos objetivos, debemos considerar la
importancia otorgada a los mismos.

Dicho análisis se realiza a partir del modelo
propuesto por Bergman (1995), en el que se eva-
lúan las utilidades esperadas para cada curso de
la acción posible a partir de la toma de una deci-
sión de especial importancia para el partido (como
lo es su participación o no en un gobierno de coa-
lición), para cada una de las arenas y objetivos.
Así, las cuestiones o las preguntas a las que los
líderes de los partidos deben dar respuesta son las
siguientes: ¿cuáles serán las consecuencias en tér-
minos de nuestra capacidad para obtener ministe-
rios?, ¿y en nuestra capacidad por acercar las
políticas públicas lo más posible a nuestra posición
política preferida?, ¿y en términos de nuestro rendi-
miento electoral o de la respuesta de nuestros elec-
tores? y, finalmente, ¿qué supondrá para la cohe-
sión interna del partido?

El contenido de las respuestas permite anali-
zar la ordenación que los líderes realizan de los
diferentes objetivos y de su importancia en cada
arena, teniendo presente que la utilidad estimada
de un objetivo en una arena se encuentra influen-
ciada por las demás estimaciones del resto de ob-
jetivos en las otras arenas. En este sentido, si bien
los cuatro objetivos se consideran, a priori, de igual
importancia para los actores, Bergman asume que
puede diferenciarse entre objetivos intrínsecos (car-
gos y políticas) e instrumentales (votos y cohesión).
La razón para ello es diferenciar entre objetivos que
son un fin (intrínsecos) y objetivos que son medios
para conseguir ese fin (instrumentales). Aceptando
esta diferenciación podemos entender que las ma-
niobras estratégicas de los líderes partidistas al cam-
biar o minusvalorar temporalmente un objetivo in-

trínseco en beneficio de uno instrumental, a fin de
conseguir otro objetivo intrínseco (por ejemplo no
formar parte del gobierno para así ganar votos y
obtener un mayor poder negociador en el diseño
de las políticas públicas preferidas por el partido).1

Como puede observarse, el abanico de posi-
bles efectos que los partidos deben considerar al
tomar una decisión queda prácticamente cubierto
por el modelo diseñado por Bergman. Estos efec-
tos son evaluados mediante el establecimiento de
las utilidades esperadas derivadas de la toma de
una decisión para cada uno de los objetivos en
cada arena. Las utilidades esperadas pueden cuan-
tificarse utilizando la escala de utilidades ordinales
de Bergman (cuadro 2), con unas equivalencias en
las evaluaciones que oscilan en una horquilla de
valores de +3 a –3.

Valor Equivalencia

+3 Ganancias significativas

+2 Ganancias moderadas

+1 Ganancias escasas

0 Consecuencias insignificantes

–1 Pérdidas escasas

–2 Pérdidas moderadas

–3 Pérdidas significativas

1 En el transcurso del tiempo, no obstante, ello no implica que siempre
deba seguirse con esa misma estrategia: “Over a period of time,
party leaders should not continue to use one intrinsic goal simply as
an instrument to reach the other. Moreover, they should never sacrifice
(or put less emphasis on) both of their intrinsic goals (office and policy)
in favor of one or both of their instrumental goals (votes and internal
cohesion)”. Bergman, 1995, pp. 102.

FUENTE:FUENTE:FUENTE:FUENTE:FUENTE: Bergman, 1995: 88 Bergman, 1995: 88 Bergman, 1995: 88 Bergman, 1995: 88 Bergman, 1995: 88

Cuadro 2. La escala de utilidades
ordinales de Bergman
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El valor total de las utilidades esperadas para cada objetivo en cada arena
permite conformar una ordenación entre las distintas alternativas o preferencias
de los actores, en un abanico que oscila entre +12 a –12.2 Con estos resultados
podemos establecer un orden de las diversas posibilidades que el curso de la
acción puede adoptar, esperando que el actor adopte la alternativa con el valor
más elevado, que no representa más que el grado de satisfacción futura que el
actor espera obtener de una determinada decisión.

No obstante el interés del paradigma que suscita el modelo de Bergman, la
principal dificultad para su utilización, tal y como se ha presentado, reside en el
proceso de valoración de los diferentes grados de utilidad esperados. En este
sentido somos reacios a la cuantificación de las diferentes utilidades propuestas
por Bergman, como respuestas ante una determinada decisión. Si bien para
algunas arenas y objetivos (como en el caso de los ministerios en la arena gu-
bernamental) podría llegar a formularse un índice que nos diera una aproxima-
ción a las ganancias o pérdidas en las que podría incurrir un partido al tomar
una decisión determinada, ello es difícilmente generalizable al resto de objeti-
vos. Esta inexistencia de métodos fiables de valoración de los diferentes efec-
tos de una decisión en cada una de las arenas incide en la dificultad de valo-
rar las diferentes utilidades siguiendo la escala de Bergman. Así, a modo de
ejemplo, se constata claramente la dificultad argumental de otorgar valores de
+2 o +3 al impacto que la incorporación a un gobierno de coalición con el
Partido Socialista Obrero Español (PSOE) habría de suponer para Convergen-
cia i Unió (CiU) o, por otro lado, con 0 o–1 a la utilidad esperada por el
Partido Popular (PP) en la arena intrapartidista ante la imposibilidad de llegar a
acuerdos parlamentarios con CiU.

Esta ausencia de métodos evaluadores fiables, así como la dificultad en la
apreciación de los diferentes grados de ganancia o pérdida derivados de la
evaluación de una decisión determinada nos lleva a plantear una adaptación
del modelo de Bergman a fin de hacerlo más operativo. Nuestra opción pasa
por aceptar una disminución en la capacidad explicativa a priori del modelo,
mediante la simplificación de los valores asociados a cada utilidad esperada. En
este sentido, hemos optado por mantener solamente la orientación de las dife-
rentes utilidades; esto es, la indicación de la expectativa de ganancias o de
pérdidas para cada objetivo y arena (cuadro 3). Así, en nuestro análisis única-
mente habremos de valorar si una determinada decisión puede acarrear pérdi-
das o ganancias para los actores involucrados en la misma, indicando dichas
ganancias con un valor positivo (+) y las pérdidas con un valor negativo (–).

2 Preferencias que, a nivel práctico, únicamente informarían acerca del ránking que podríamos establecer entre
los diferentes valores. En este sentido la obtención de unos valores de +10, +6, +1 y –2 sólo indicarían que
el primero de ellos es preferido al segundo, y así sucesivamente. No nos darían ninguna información especial
sobre la distancia existente entre +1 y +10, sino que únicamente indicarían que un actor racional optaría
primero por una decisión que le proporcionase una utilidad de +10 antes que optar por otro curso de la
acción que le reportase sólo +1.
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Cuadro 3. Modificación de la escala de utilidades de Bergman

UUUUUtilidades ordinales de Bergmantilidades ordinales de Bergmantilidades ordinales de Bergmantilidades ordinales de Bergmantilidades ordinales de Bergman                   Modificación de ReniuModificación de ReniuModificación de ReniuModificación de ReniuModificación de Reniu

  Valor  Valor  Valor  Valor  Valor         Equivalencia   Equivalencia   Equivalencia   Equivalencia   Equivalencia                              Valor   Valor   Valor   Valor   Valor                 EquivalenciaEquivalenciaEquivalenciaEquivalenciaEquivalencia

+3          Ganancias significativas

+2          Ganancias moderadas                    +                    Ganancias

+1          Ganancias escasas

0            Consecuencias insignificantes           0                Utilizable sólo como resultado

–1          Pérdidas escasas

–2          Pérdidas moderadas                     –                     Pérdidas

–3          Pérdidas significativas

Si bien ello supone no poder contar con el apoyo de una horquilla de valores
como la establecida por Bergman, con la consiguiente pérdida de precisión expli-
cativa, la modificación adoptada habrá de reportarnos mayores facilidades para
el análisis y contrastación de los efectos de cada posible decisión. Se sustituye así
la difícil opción de cuantificar una determinada decisión por la apreciación gene-
ral de sus efectos, sean éstos positivos o negativos. El resultado total, tras valorar las
diferentes expectativas de beneficios o pérdidas, oscilará entre dos opciones favo-
rables a la decisión (cuatro y dos valores positivos), dos opciones negativas (cuatro
y dos valores negativos) y una opción neutra en la que las diferentes utilidades
esperadas se contrarrestan (0).

La reducción en el abanico de posibles utilidades totales esperadas aporta
una mayor claridad en el análisis, aunque no obstante debe tenerse presente que
la interrelación de los diferentes valores obtenidos para cada decisión se configura
como una ordenación de preferencias. Así seguiremos considerando que, ante
unas utilidades totales esperadas de cuatro valores positivos (4+), dos valores posi-
tivos (2+) y dos valores negativos (2–), el actor en cuestión optará por el curso de
la acción que le reporta mayores beneficios. Si bien en los casos donde Bergman
aplica el modelo, éste permite una comprensión de las decisiones tomadas, siem-
pre contando con el soporte de la consideración de los elementos limitadores y de
las influencias ejercidas por las múltiples dimensiones que inciden sobre el fenóme-
no coalicional, para el caso español hemos considerado otra pequeña modifica-
ción adicional.

FFFFFUENUENUENUENUENTETETETETE::::: Reniu, 2001: 209 Reniu, 2001: 209 Reniu, 2001: 209 Reniu, 2001: 209 Reniu, 2001: 209
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Habida cuenta del papel central que los partidos de ámbito no estatal (habitualmente
conocidos entre los politólogos españoles como PANE, en formulación elaborada por Molas
en 1977) han desempeñado en los procesos de formación de gobierno en España, su
incorporación al marco teórico no podía sólo referirse a su actuación en el ámbito estatal.
Ello se debe a que presentan una doble vertiente que debe tomarse en cuenta: por un
lado, en el ámbito estatal actúan como un partido más de los que obtienen representación
en el Congreso de los Diputados, pero, por otro lado, su actividad parlamentaria se en-
cuentra condicionada por el status político que ostentan en sus respectivas comunidades
autónomas. Esta actuación en dos niveles político—territoriales difiere de la igualmente
observable en los partidos de ámbito estatal, puesto que sus principales objetivos políticos
se encuentran supeditados al mantenimiento (en el peor de los casos) de su status político
en el ámbito autonómico.

Es por ello que al considerar el proceso de toma de decisiones consideramos una
arena adicional: el ámbito autonómico (cuadro 4). Si bien no hemos modificado el mode-
lo de Bergman en el sentido de incorporar la arena autonómica al cálculo de las utilidades
esperadas, la toma en consideración del valor otorgado por cada partido a dicha arena
nos permite dotar a la argumentación de una mayor coherencia respecto a la realidad
política, en tanto que los PANE presentan una clara diferencia en este sentido en relación
con los partidos de ámbito estatal. Como puede verse, dos son las arenas que presentan,
a nuestro entender, una clara diferencia entre ambos tipos de partidos: la arena ministerial
y la autonómica.

Cuadro 4. Valoración de los objetivos de los partidos políticos españoles

PPPPPAEAEAEAEAE  Cargos Cargos Cargos Cargos Cargos  Cohesión Cohesión Cohesión Cohesión Cohesión    Votos   Votos   Votos   Votos   Votos  Políticas Políticas Políticas Políticas Políticas   CC.AA.  CC.AA.  CC.AA.  CC.AA.  CC.AA.

UCD Intrínseco Instrumental Instrumental Intrínseco Instrumental

PSOE Intrínseco Instrumental Instrumental Intrínseco Instrumental

PP Intrínseco Instrumental Instrumental Intrínseco Instrumental

PANE

CIU Instrumental Intrínseco Instrumental Intrínseco Intrínseco

PNV Instrumental Intrínseco Intrínseco Instrumental Intrínseco

CC Instrumental Instrumental Instrumental Intrínseco Intrínseco

FFFFFUENTEUENTEUENTEUENTEUENTE: : : : : Reniu, 2001: 221. (Nota: Reniu, 2001: 221. (Nota: Reniu, 2001: 221. (Nota: Reniu, 2001: 221. (Nota: Reniu, 2001: 221. (Nota: UCDUCDUCDUCDUCD = Unión de Centro Democrático;  = Unión de Centro Democrático;  = Unión de Centro Democrático;  = Unión de Centro Democrático;  = Unión de Centro Democrático; PNVPNVPNVPNVPNV     = Partido Nacionalista Vasco; = Partido Nacionalista Vasco; = Partido Nacionalista Vasco; = Partido Nacionalista Vasco; = Partido Nacionalista Vasco; CCCCCCCCCC     = Coalición= Coalición= Coalición= Coalición= Coalición

Canaria)Canaria)Canaria)Canaria)Canaria)

En cada una de ellas se produce una clara distribución entre los partidos, con lo que
asumimos que los principales objetivos de los partidos estatales son la obtención de car-
gos, así como la aprobación de políticas, mientras que las arenas intrapartidista, electoral
y autonómica son consideradas como instrumentales. Los PANE, por su parte, se caracteri-
zan por la importancia otorgada a la arena autonómica y la consideración común de la
arena ministerial como meramente instrumental, en consonancia con su interés autonómico.
No obstante, presentan variaciones respecto a las restantes arenas, puesto que considera-
mos que si bien CiU y Partido Nacionalista Vasco (PNV) otorgan un valor intrínseco a la
cohesión intrapartidista, difieren en el valor que otorgan a los votos y las políticas.
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Desde nuestro punto de vista CiU se encuentra motivada especialmente por la obten-
ción de medidas políticas acordes a su programa político, con lo que la arena electoral es
considerada como instrumental en su actuación en el ámbito estatal. Esta argumentación se
basa, por un lado, en la consideración de la relativa estabilidad de los resultados electora-
les obtenidos por CiU en el ámbito estatal, mientras que por otro lado entendemos que su
consolidación como coalición de gobierno en Cataluña desde 1980 le ha permitido no
tener que modificar el orden de prioridades de sus objetivos en el ámbito estatal. No es
este el caso del PNV, a quien consideramos que la fragmentación del sistema de partidos
vasco y sus experiencias de gobierno de coalición le obligan, en el ámbito estatal, a
condicionar sus decisiones en función de los cálculos electorales que éstas puedan repor-
tarle. En el caso de Coalición Canaria (CC) consideramos que sus principales objetivos
pasan por la obtención de medidas políticas que favorezcan la situación socioeconómica
del archipiélago canario en el contexto de la Unión Europea, por lo que las arenas minis-
terial, intrapartidista y electoral se consideran como instrumentales en su actuación política
estatal.

La incorporación de la arena autonómica en el análisis de la toma de decisiones no
sólo tiene que ver con los argumentos anteriores relativos a los PANE, sino que también viene
dada por la relación que éstos tienen con los partidos de ámbito estatal en sus respectivas
comunidades autónomas. En este sentido, cobra especial relevancia la inclusión en nuestro
análisis de la posible existencia de un acuerdo multiparlamentario entre uno de estos PANE

y un partido de ámbito estatal.
Acuerdo o pacto que no necesariamente debe implicar la participación de ambos en

sendos gobiernos de coalición, como sostienen Colomer y Martínez (1993), sino que pue-
de suponer el intercambio de apoyos multiparlamentarios, así como el aprendizaje de
nuevas o diferentes fórmulas coalicionales (Downs, 1998). De hecho, ésta ha sido una de
las soluciones adoptadas en el caso español, en especial por lo respecta tanto a las
relaciones CiU—PSOE —en las que el Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC) se ha visto
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«sacrificado», en aras de la obtención de los objetivos nacionales y la consideración instrumen-
tal de la arena autonómica (Aguilera, 1999)— como a las existentes entre CiU y PP (en las que CiU
obtuvo, además del apoyo parlamentario en el Parlament, la marginación política del principal
crítico de la coalición nacionalista dentro de las filas conservadoras, Alejo Vidal—Quadras).

El conjunto de estos elementos delimita el marco teórico con el que vamos a analizar los
procesos de toma de decisiones que dieron como resultado, contrariamente a la formación de
gobiernos de coalición esperada por las teorías formales, los cinco gobiernos minoritarios
registrados hasta la fecha en España en el ámbito estatal.

2. Los gobiernos en España: 1977—2000

España es el único país de la Europa continental en el que ninguno de sus gobiernos ha sido
formado por más de un partido (Lane y Ersson, 1998: 201—231): los gobiernos de 1977, 1979
y 1981 lo fueron por la UCD; los de 1982, 1986, 1989 y 1993 por el PSOE y los de 1996 y
2000 por el PP. Debe antes realizarse una precisión sobre cómo contamos el número de gobier-
nos. Identificaremos a cada uno en las siguientes situaciones: 1) después de cada elección
general; 2) tras cada cambio de Presidente del Gobierno; 3) cuando se dé una modificación
en la composición partidista del gobierno y 4) en el caso en que una elección parcial produz-
ca un cambio del status político del gobierno: de mayoría a minoría o viceversa (Strom, 1990a).3

Cuadro 5. Los gobiernos españoles (1977—2000)

3 Quedan excluidas así las remodelaciones gubernamentales que no incidan en alguno de los supuestos considerados, aunque supongan la reducción
del número de ministerios o su multiplicación por tres. Estos criterios se han convertido en un tipo de concepto «estándar» comúnmente aceptado en
los estudios comparados de los gobiernos de coalición en las democracias parlamentarias.

4 Equivalencias: (m) minoritario; (M) mayoriario. *Su carácter mayoritario estuvo dado por la ausencia de los diputados de HB.

GobiernoGobiernoGobiernoGobiernoGobierno FechaFechaFechaFechaFecha

investidurainvestidurainvestidurainvestidurainvestidura
FechaFechaFechaFechaFecha

dimisióndimisióndimisióndimisióndimisión

formalformalformalformalformal

Días paraDías paraDías paraDías paraDías para

sususususu

formaciónformaciónformaciónformaciónformación

DuraciónDuraciónDuraciónDuraciónDuración

potencialpotencialpotencialpotencialpotencial

(en días)(en días)(en días)(en días)(en días)

DuraciónDuraciónDuraciónDuraciónDuración

(días)    (meses)(días)    (meses)(días)    (meses)(días)    (meses)(días)    (meses)
ComposiciónComposiciónComposiciónComposiciónComposición

del Gobiernodel Gobiernodel Gobiernodel Gobiernodel Gobierno44444

Suárez I          17.06.1977      02.03.1979    2    _          654        21.8          UCD (m)

Suárez II         04.04.1979       29.01.1981  34          1.427         665         22.1          UCD (m)

Calvo-Sotelo         25.02.1981      29.10.1982              27             735          614        20.4          UCD (m)

González I          01.12.1982      23.06.1986  34          1.427       1.299        43.3         PSOE (M)

González II         23.07.1986       30.10.1989   31          1.430       1.190        39.6         PSOE (M)

González III         05.12.1989       07.06.1993  37          1.424       1.279       42.6       PSOE (M*)

González IV         10.06.1993      04.03.1996  35                1.457          997       33.2          PSOE (m)

Aznar I                     05.05.1996      18.01.2000              62          1.403       1.325       44.2             PP (m)

Aznar II                    26.04.2000 ————               43                           _            —           PP (M)

                                  Medias  Medias  Medias  Medias  Medias           33.9 33.9 33.9 33.9 33.9         1.329   1.329   1.329   1.329   1.329      1.002    1.002    1.002    1.002    1.002        33.4 33.4 33.4 33.4 33.4
FFFFFUENTEUENTEUENTEUENTEUENTE: Reniu, 2001: 172: Reniu, 2001: 172: Reniu, 2001: 172: Reniu, 2001: 172: Reniu, 2001: 172
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Además de la característica anteriormente
mencionada debe destacarse, en primer lugar, la
caracterización del periodo necesario para la for-
mación del gobierno. Así, tras la celebración de
las elecciones legislativas transcurre poco más de
un mes (33.9 días) hasta que el gobierno ha sido
formado mediante la investidura de su presidente.5

Exceptuando a los gobiernos Suárez I y Calvo—
Sotelo, ambos constituidos en situaciones particu-
lares (en la legislatura constituyente, el primero, y
tras la dimisión de Suárez, el segundo), todos se
han mantenido en unos valores cercanos a la me-
dia del periodo. La principal desviación la prota-
goniza el primer gobierno de José María Aznar,
con casi el doble de días de duración, consecuen-
cia en gran medida de la determinación del tempo
y el contenido de la agenda de la negociación
por parte de Jordi Pujol y CiU.

En segundo lugar, y tomando en considera-
ción la duración potencial de los gobiernos, la me-
dia española se sitúa en algo menos de los cuatro
años (1,329 días), en gran medida debido a la
coexistencia de dos gobiernos en la misma legisla-
tura (Suárez II y Calvo—Sotelo). En este sentido, los
gobiernos con un mayor aprovechamiento del tiem-
po disponible durante la legislatura han sido los
gobiernos de mayoría presididos por Felipe
González (I, II y III) con una duración media de 41.8
meses. No obstante, el gobierno con una mayor
longevidad hasta la fecha ha sido el primer gobier-
no presidido por José María Aznar, que con 44.2
meses ha puesto de relieve la solidez de los acuer-
dos alcanzados con los partidos nacionalistas ca-
talanes, vascos y canarios.

La importancia de ello radica en el hecho de
que la duración del gobierno Aznar I pone en en-
tredicho la supuesta inestabilidad de los gobiernos
minoritarios, cualquiera que sea el tipo de apoyo
parlamentario del que gocen. En este sentido, una
primera aproximación pone de manifiesto que la
diferencia entre la duración media de los gobier-
nos minoritarios en España, respecto de los mayori-
tarios, se sitúa más de un año por debajo (41.8
meses por 28.3, cuadro 6). Con la única referen-
cia de las dos primeras filas del cuadro 6 todo pa-
recería indicar que el caso español cumpliría con
los parámetros esperables en lo que a estabilidad
gubernamental se refiere. No obstante, si diferen-

ciamos dentro de los gobiernos minoritarios a aque-
llos que han contado con un apoyo explícito y for-
mal (gobiernos minoritarios formales; Strom, 1990a),
negociado con anterioridad a la formación del go-
bierno y con una voluntad de permanencia más
allá de la investidura implicando la garantía de es-
tabilidad del Ejecutivo, entonces los valores obteni-
dos deben ser detenidamente analizados.

Cuadro 6. Estabilidad de los gobiernos
españoles según tipo (1977—2000)

Tipo de gobiernoTipo de gobiernoTipo de gobiernoTipo de gobiernoTipo de gobierno              GobiernosGobiernosGobiernosGobiernosGobiernos                           Duración mediaDuración mediaDuración mediaDuración mediaDuración media

Mayoritario       González I, II y III             41.8 meses

Minoritario Resto             28.3 meses

Minoritario Formal     González IV y Aznar I                 38.7 meses         38.7 meses         38.7 meses         38.7 meses         38.7 meses

Minoritario

Substantivo      Suárez I y II y Calvo—Sotelo          21.4 meses

                   Todos los gobiernos              33.4 meses

Si bien la duración media sigue siendo inferior
a la mostrada por los gobiernos mayoritarios, la
distancia de más de un año que existía con anterio-
ridad se ha reducido hasta aproximadamente tres
meses, en lo que se refiere a los gobiernos minori-
tarios formales presididos por González y Aznar
en 1993 y 1996, respectivamente. En cuanto a los
gobiernos minoritarios substantivos, aquéllos en los
que no existen unos acuerdos explícitamente for-
malizados y la dinámica negociadora está basa-
da más en la formación de mayorías cambiantes o
ad hoc, el valor medio aún es inferior, hasta situar-
se en menos de los dos años de duración.

A la vista de ello puede establecerse así una
correlación entre la estabilidad, en cuanto a la du-
ración, de los gobiernos españoles y su status par-

5 En uno de los casos no podemos tomar como referencia la fecha de
la celebración de las elecciones, puesto que el gobierno de Calvo—
Sotelo tuvo como punto de referencia la dimisión del entonces
presidente Adolfo Suárez. Para este particular nuestra referencia en
el cálculo del tiempo transcurrido es, lógicamente, la fecha de la
dimisión formal de Adolfo Suárez.

FFFFFUENTEUENTEUENTEUENTEUENTE::::: Re Re Re Re Reniu, 2001: 174niu, 2001: 174niu, 2001: 174niu, 2001: 174niu, 2001: 174
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lamentario. Como tipo de gobierno más inestable se sitúan los gobiernos minori-
tarios substantivos, presididos por Adolfo Suárez (I y II) y Leopoldo Calvo—Sotelo.
Aunque la principal característica de éstos sea el no haber conseguido articular
el apoyo de una mayoría parlamentaria sólida mediante la negociación con los
demás partidos, la realidad es que debe tomarse en consideración el contexto
histórico en el que estos gobiernos se formaron. Ello explica, en gran medida, la
situación de inestabilidad asociada al desarrollo de un proceso de transición
política en el que no sólo debían sentarse las bases de los futuros espacios de la
actividad política, sino que debían establecerse todos los mecanismos necesa-
rios para el desarrollo de una sociedad española en grave crisis. En segundo
lugar, debe considerarse la notable estabilidad obtenida por las fórmulas mino-
ritarias formales, que como se ha señalado sólo presentan tres meses menos de
promedio en su duración, respecto a los gobiernos mayoritarios.

Así, en términos generales, puede señalarse que los gobiernos españoles
no agotan la totalidad de su mandato durante las legislaturas, sino que su dura-
ción no llega a los tres años (33.4 meses).6 En este sentido cabe destacarse que
el más longevo ha sido un gobierno minoritario formal, por encima de los valores
obtenidos por los gobiernos mayoritarios del PSOE. Si ello es el resultado de la
funcionalidad de los acuerdos alcanzados entre el PP y los PANE catalanes, vas-
cos y canarios, deberá verse confirmado con los valores que el actual gobierno
mayoritario del PP obtenga, así como los futuros gobiernos minoritarios o de coa-
lición que se formen en el siglo XXI.

Por otro lado, deben considerarse también los efectos electorales de la
pertenencia de los partidos políticos al gobierno, sea ésta formal o informal. El
cuadro 7 muestra los valores obtenidos por cada partido en las elecciones si-
guientes a su presencia en el gobierno, así como aquellos partidos que han
prestado su apoyo parlamentario de manera externa al gobierno —los support
parties.

Cuadro 7. Rendimiento electoral de los partidos de gobierno y de los support parties (en %

de votos)7

Gobierno Support Parties

GobiernoGobiernoGobiernoGobiernoGobierno ElecciónElecciónElecciónElecciónElección Motivo fin       Motivo fin       Motivo fin       Motivo fin       Motivo fin         UCD  PSOE    PP CiU  PNV  CC

UCD 1977    1979 Técnico           +0.4    —    — –0.1 –0.2   —

UCD 1981    1982 Voluntario      –28.5    —    — +1.0 +0.4   —

PSOE 1982    1986 Técnico              — –4.2    —    —    —   —

PSOE 1986    1989 Voluntario  — –4.7    —    —    —   —

PSOE 1989    1993 Voluntario  — –1.1    — –0.2 +0   —

PSOE 1993    1996 Voluntario  — –1.3    — –0.3 +0.1    +0.2

PP 1996    2000 Técnico               —     —  +6.0 –0.4 +0.3    +0.2

FFFFFUENTEUENTEUENTEUENTEUENTE: : : : : Reniu, 2001: 178Reniu, 2001: 178Reniu, 2001: 178Reniu, 2001: 178Reniu, 2001: 178

6 Uno de los inconvenientes de trabajar con promedios es que en determinados casos ocultan información. Éste
es uno de ellos, puesto que debe tenerse presente la diferencia en la duración de los gobiernos españoles a
partir de 1982, en el que el tiempo medio de permanencia del Ejecutivo se eleva hasta los 40.5 meses.

7 Rendimiento calculado a partir de la diferencia (en %) de votos obtenidos por el partido en el gobierno en la
elección siguiente a su periodo gubernamental. Los valores de signo positivo indican obtención de beneficios
electorales, mientras que los signos negativos indican pérdida de votos.
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En lo que respecta a los
partidos de gobierno, los resul-
tados obtenidos se muestran co-
herentes con el argumento de
que la titularidad del poder im-
plica un riesgo electoral cuyo, re-
sultado se traduce en la pérdida
de votos en la siguiente cita elec-
toral (Rose y Mackie, 1983). En
esta dirección, si bien en líneas
generales el caso español se
ajusta a lo establecido, dos son
las principales excepciones: en
primer lugar la importante pér-
dida sufrida por la UCD en las
elecciones de 1982, que debe
entenderse en función del pro-
ceso de descomposición interna
iniciado con la dimisión de Adol-
fo Suárez, antes que como refle-
jo exclusivo de su actividad gu-
bernamental en la legislatura
1979—1982. En segundo lugar,
la obtención por el PP de una
importante ganancia de votos
(6%) tras su gobierno en mino-
ría. Esta ganancia no sólo supo-
ne un desafío a la idoneidad de
la argumentación presentada,
sino que parece indicar la clara
aceptación de la actividad del
gobierno durante la legislatura
anterior. No obstante, las pérdi-
das registradas por los partidos
de gobierno españoles se sitúan
en los valores europeos, en los
que los gobiernos mayoritarios
sufren unas pérdidas medias del
4.1% de sus votos, mientras que
los minoritarios lo hacen alrede-
dor del 1.2% (Strom, 1985). No
se desprende, por otro lado, nin-
guna relación significativa entre
el motivo de la finalización del
gobierno y el rendimiento elec-
toral obtenido.8

Por otro lado, el rendimien-
to electoral de los partidos que

han apoyado externamente al
gobierno no presenta unas va-
riaciones significativas en el vo-
lumen de ganancias o pérdidas.
Con excepción del 1% de ga-
nancias obtenido por CiU en las
elecciones de 1982, explicables
no sólo por la reorganización del
sistema de partidos sino también
por los efectos benéficos que la
titularidad del gobierno autonó-
mico catalán le reportó, los va-
lores registrados han oscilado
en una horquilla el más y el me-
nos 0.4%. Ello significa que los
partidos implicados en el apo-
yo externo al Ejecutivo nunca
han sufrido pérdidas mayores
que éste, ni en los casos en que
el apoyo parlamentario ha sido
formal y explícito ni en los casos
en que dicho apoyo ha sido pun-
tual. Resultados que son coheren-
tes con las tendencias mostradas
en estudios comparados, donde
ha sido difícil que todos los miem-
bros del gobierno de coalición
o de los partidos de apoyo ha-
yan mostrado una misma direc-
ción en la variación en sus ren-
dimientos electorales (Rose y
Mackie, 1983; Narud y Irwin,
1994).

Sí presenta variaciones, no
obstante, el comportamiento
electoral de los diferentes par-
tidos de apoyo entre sí: se
apunta la existencia de una re-
lación inversamente proporcio-
nal entre el tamaño parlamen-
tario y el rendimiento electoral
obtenido. En este marco, es apli-
cable la dinámica observada en
el rendimiento electoral de los
partidos integrantes de un gobier-
no de coalición, en tanto que los
partidos con mayor peso parla-
mentario son también los que el

electorado penaliza, puesto que
los hace más responsables que
el resto de las políticas guberna-
mentales. Así, a menor tamaño
parlamentario, mejores rendi-
mientos electorales y a la inver-
sa, a mayor peso parlamentario
peor rendimiento electoral. Esto
es así en todos los casos, si bien
debe hacerse otra vez la salve-
dad de que este rendimiento
electoral no sólo viene determi-
nado por la actuación parla-
mentaria en el Congreso de los
Diputados, sino que los tres parti-
dos objeto de análisis desarrollan
la parte central de su actividad
política en el ámbito autonómico
respectivo. Desvincular todo efec-
to electoral del ámbito político—
territorial en el que obtienen sus
recursos no nos permitiría cap-
turar adecuadamente las
interrelaciones que se estable-
cen entre la arena política esta-
tal y la autonómica.9

8 En este sentido, la obtención de pérdidas
mínimas puede ser interpretado como un
factor netamente positivo para el partido
en cuestión, tal y como puede interpretarse
la pérdida de un escaso 1.1% de los votos
por parte del PSOE en las elecciones de
1993, si bien es cierto que ese 1.1% debe
traducirse a votos absolutos para su correc-
ta valoración.

9 Como muestra de los trabajos a realizar,
debe mencionarse el estudio de Joan Font
que analiza, en los ámbitos autonómico y
local, el rendimiento electoral de los go-
biernos, llegando a la conclusión de que
“gobernar ofrece oportunidades que se
pueden o no aprovechar, gobernar en
coalición presenta riesgos para quien no
ocupa la jefatura del ejecutivo (general-
mente el partido pequeño), y los electores
parecen ser capaces de distinguir cuáles
son las políticas que se evalúan en esas
elecciones y cuáles tienen otros momentos
para ser juzgadas”. Font, 1999, p. 175.
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3. El proceso de formación de gobierno en 1996

El cuarto gobierno socialista liderado por Felipe
González (1993—1996) tuvo un final anticipado:
la creciente presión ejemplificada por parte de al-
gunos medios de comunicación acerca de los ca-
sos de corrupción, la política antiterrorista y los pro-
blemas intrapartidistas, abocaron a Felipe González
a optar por la disolución anticipada de las Cáma-
ras y la convocatoria de elecciones legislativas, en
un intento por contener el descenso anunciado que
sufriría el PSOE, según todos los cálculos. Ello situa-
ba al PP y a su líder José María Aznar ante la posi-
bilidad real de la alternancia de la derecha en el
poder, con lo que la campaña electoral fue una de
las más duras de las celebradas desde 1977.

El contexto de la negociación

La necesidad de una coalición de gobierno, o in-
cluso de un pacto de legislatura, no fue un aspecto
relevante de la campaña electoral: la agenda estu-
vo centrada única y exclusivamente en la lucha por

la mayoría absoluta, con lo que las manifestacio-
nes al respecto se realizaron al margen de la dinámi-
ca competitiva entre PSOE y PP. Arzalluz fue de los pri-
meros en exponer su futura posición negociadora,
anunciando su respeto por quien fuese el ganador,10

si bien a renglón seguido señalaba el miedo (sic) que
le producía al PNV un posible gobierno del PP.11

Jordi Pujol, por su parte, entró en campaña afir-
mando que

no es contradictorio enfrentarse al PP y luego intentar
pactar. Se puede plantar cara, se puede negociar y se
puede incluso llegar a acuerdos. Primero, ser lo
suficientemente fuertes como para plantar cara a quien
sea; segundo, si se dan las circunstancias, negociar;
tercero, pactar determinadas medidas y decisiones si es
posible.12

Y esas medidas se centran en una nueva revi-
sión del mecanismo de financiación, enfocado es-
pecialmente en la cesión del 30% del IRPF:

el tema de la financiación será básico y prioritario para
nosotros y por eso nos interesa conseguir el 3 de marzo
un buen resultado para tener una fuerza renovada,
precisamente para replantear con más fuerza que nunca
esta cuestión. […] Pactar no es el objetivo porque
pactaremos si conviene y si es posible hacerlo, y, además,
si eso concuerda con nuestro programa. Lo importante
es lograr un buen resultado que refuerce nuestra posición
en Cataluña y nos permita intervenir de manera eficaz y
constructiva en la política española.13

Los resultados de la cita electoral, desde el
primer momento, fueron claros: el PP había ganado
las elecciones pero necesitaba pactar con CiU para
asegurarse, como mínimo, la investidura de su can-
didato a Presidente del Gobierno.14 Este papel cen-
tral de la formación nacionalista catalana fue asu-
mido por todas las instancias, así como se pusieron
de relieve desde este momento los esfuerzos que
el PP se vería obligado a realizar a fin de conseguir
el éxito en la negociación, a la vista de su comporta-
miento político anterior. Las primeras valoraciones
efectuadas por los partidos involucrados en el pro-
ceso coalicional marcaron unos posicionamientos cla-
ros: desde CiU se reiteró la escasa predisposición po-
pular a un pacto, como habían mostrado los repetidos
ataques sufridos por la coalición nacionalista desde
su anterior apoyo parlamentario al PSOE,15 mientras
que desde el PP se empezaba a intentar pagar sus
excesos verbales con muestras de acercamiento por

10 “Vamos a respetar, en principio al partido que más votos obtenga a
nivel estatal. Si es el PP respetaremos su liderato. No nos tiraremos al
cuello, no haremos alianzas raras, y no pediremos condiciones impo-
sibles”, El País, 2/2/96, p. 20.

11 El País, 5/2/96, p. 15.
12 El País, 13/2/96, p. 1 (sección Cataluña).
13 El País, 17/2/93, p. 3 (sección Cataluña).
14 Fue la “amarga victoria, dulce derrota”, con la que Balfour titula su

crónica, y que pone de relieve el éxito del PSOE en la contención de
su anunciado declive electoral (Balfour, 1996). Aunque también es
la confirmación de una predicción realizada por Josep Ma Colomer:
“si, en cambio, el ganador necesita de nuevo los 17 escaños de CIU,
porque no existe otro socio posible, podemos estar seguros que si
es el PP, Aznar se pondrá la barretina, vendrá a Barcelona y dirá
bien alto que la burguesía catalana siempre ha sido liberal y
moderna, y que, por lo tanto, CiU es su socio natural”. Udina, 1995,
p. 57.

15 Manifestaciones que en el caso de Molins le llevan a afirmar que
“ya lo dije durante la campaña y lo mantengo. Aquello no fue una
estrategia electoral, sino la concreción rigurosa de una realidad,
que es el comportamiento del PP durante estos dos años y medio
últimos y el contenido de su programa. […] El PP deberá cambiar
mucho, como un guante”. Por su parte, Duran Lleida alentaba a
Aznar a “levantar la hipoteca” con actos y no sólo con palabras;
mientras que el secretario general de CDC, Pere Esteve, exponía que
“en la campaña electoral e incluso antes ha quedado claro que el
PP no puede contar con nosotros […] es imposible [el diálogo] porque
ha quedado claro que discrepamos en temas esenciales para
nosotros. Esto no significa que no estemos abiertos al diálogo, pero
las discrepancias son muy de fondo y han producido una situación
en la que el diálogo no es posible”, El País, 5/3/96, p. 17.
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parte de su cúpula directiva.16 Una de las más significativas fue el anuncio del
apoyo al gobierno autonómico de CiU, en situación minoritaria en el Parlament.
Ello llevó a Francesc Curto a declarar que en la política catalana a los diputados
autonómicos del PP les iba a tocar “aprender a cerrar la boca y morderse la
lengua y soportar la nueva situación […] si a alguien no le gusta que se vaya a
casa o al Grupo Mixto”. El proceso negociador llevó a cambios en las percep-
ciones de cada actor, con lo que desde CiU ya se admitía la posibilidad de votar
a favor de la investidura de Aznar: “si queremos ser clave, incluso para plantar
cara, defender los compromisos que tenemos y obtener cosas, deberemos votar
a favor de la investidura”.17

El proceso de toma de decisiones

El cuadro 8 muestra la valoración de las utilidades esperadas por cada actor, PP

y CiU, ante cada una de las posibles soluciones al proceso de formación de
gobierno tras las elecciones legislativas de 1996.

16 El encargado de romper el hielo será Mariano Rajoy, responsable de la campaña electoral popular y
vicesecretario general del partido. Al cuestionamiento, ustedes piden ahora a los demás partidos, y en particular
a CiU, que contribuyan a la estabilidad. Pero hasta hace tres días a ustedes les parecía una mercadería la
relación del PSOE y CiU para garantizar la estabilidad, éste respondía: “no es exactamente así. Criticamos a
Pujol no tanto porque hiciera una coalición (sic) con el PSOE sino por sostener a un gobierno lastrado por
escándalos de corrupción, y por haber preferido los acuerdos puntuales a un pacto con un programa claro.
[…] Los electores han obligado al PP a pactar. Y, lógicamente, han dicho también a los partidos que pueden
hacer de bisagra que pacten. Negociar acuerdos día a día es el germen de la inestabilidad. Por eso es
necesario un programa y un acuerdo para cuatro años”, El País, 5/3/96, p. 20.

17 Declaraciones de Joaquim Molins a El País, 29/3/96, p. 1. La justificación del cambio de actitud, por parte
de Joaquim Molins, toma tintes de diagnóstico «esquizofrénico»: “nosotros, durante la campaña electoral,
hicimos unas afirmaciones: una fue que no votaríamos sí a la investidura; la otra, que intentaríamos defender
unos compromisos muy concretos si teníamos una posición clave, que la hemos conseguido. El resultado
electoral ha provocado que estos dos compromisos sean contradictorios entre sí. Sólo podemos ser claves y
transformar el Estado en beneficio de Cataluña y de sus ciudadanos si podemos utilizar esta posición clave y
continuarla en el tiempo. Y esto pasa, inevitablemente, porque votemos sí a la investidura. Es decir, no se
pueden hacer las dos cosas a un tiempo. Y como los otros ya han dicho que votarán en contra, si nosotros no
votamos sí no habrá investidura. ¿Cómo debemos casar estas dos afirmaciones que los resultados electorales
han querido que sean contradictorias? De lo que sí me siento extraordinariamente responsable es de que de
nuestro sí a la investidura no resulte la imposibilidad de estas ganancias. Esto sí que hemos de vigilar que no
ocurra, porque sería incumplir absolutamente nuestro compromiso”, El País, 30/3/96, p. 13.

.



112

Pre–tex ta

Cuadro 8. Matriz de utilidades esperadas por PP

y CiU en el proceso de fomación de gobierno (1996)

Utilidades esperadas: PP - 1996

IntrínsecosIntrínsecosIntrínsecosIntrínsecosIntrínsecos    Instrumentales   Instrumentales   Instrumentales   Instrumentales   Instrumentales         Total        Total        Total        Total        Total

ArenaArenaArenaArenaArena GobiernoGobiernoGobiernoGobiernoGobierno ParlamentoParlamentoParlamentoParlamentoParlamento    Elecciones   Elecciones   Elecciones   Elecciones   Elecciones    Interna   Interna   Interna   Interna   Interna

ObjetivoObjetivoObjetivoObjetivoObjetivo MinisteriosMinisteriosMinisteriosMinisteriosMinisterios PolíticasPolíticasPolíticasPolíticasPolíticas       Votos      Votos      Votos      Votos      Votos CohesiónCohesiónCohesiónCohesiónCohesión

CiU acepta gobierno        –       –       –       –       –         +        +        +        +        +          –         –         –         –         –        –       –       –       –       –           2–          2–          2–          2–          2–

CiU rechaza gobierno        +       +       +       +       +         –        –        –        –        –          +         +         +         +         +        +       +       +       +       +           2+          2+          2+          2+          2+

CiU acepta pacto                     +                    +                    +                    +                    +                      +                     +                     +                     +                     +                      +                     +                     +                     +                     +        –       –       –       –       –           2+          2+          2+          2+          2+

CiU rechaza pacto        +       +       +       +       +         –        –        –        –        –          –         –         –         –         –        –       –       –       –       –           2–          2–          2–          2–          2–

Utilidades esperadas: CiU – 1996

ArenaArenaArenaArenaArena InternaInternaInternaInternaInterna ParlamentoParlamentoParlamentoParlamentoParlamento    Elecciones   Elecciones   Elecciones   Elecciones   Elecciones  Gobierno Gobierno Gobierno Gobierno Gobierno

ObjetivoObjetivoObjetivoObjetivoObjetivo CohesiónCohesiónCohesiónCohesiónCohesión PolíticasPolíticasPolíticasPolíticasPolíticas    Votos   Votos   Votos   Votos   Votos  Ministerios Ministerios Ministerios Ministerios Ministerios

Aceptar gobierno       –      –      –      –      –      +     +     +     +     +        –       –       –       –       –        +       +       +       +       + 00000

Rechazar gobierno       +      +      +      +      +      +     +     +     +     +        +       +       +       +       +        –       –       –       –       –            2+           2+           2+           2+           2+

Aceptar pacto       +      +      +      +      +      +     +     +     +     +        +       +       +       +       +        –       –       –       –       –            2+           2+           2+           2+           2+

Rechazar pacto       –      –      –      –      –      –     –     –     –     –        –       –       –       –       –        –       –       –       –       –            4–           4–           4–           4–           4–

Fuente: Reniu, 2001: 302Fuente: Reniu, 2001: 302Fuente: Reniu, 2001: 302Fuente: Reniu, 2001: 302Fuente: Reniu, 2001: 302

Para los populares, la oferta de un gobierno de coalición suponía desvirtuar su victo-
ria, puesto que las pérdidas de ministerios no sólo no se veían compensadas por las facilida-
des en la elaboración de las políticas deseadas desde las filas conservadoras, sino que
además se presumían importantes reveses en ambos objetivos instrumentales (votos y cohe-
sión). Si se consideran las declaraciones realizadas durante la campaña electoral, respecto
a la gestión socialista desde 1982, el PP pretendía modificar completamente la gestión políti-
ca estatal, para lo cual era indispensable contar con las «manos libres» para tal ejercicio
político. Ello sería impensable en caso de compartir las responsabilidades de gobierno con
los nacionalistas, quienes además querrían ver colmados sus intereses políticos de carácter
autonómico, verdadero punto de fricción entre ambos partidos.

Por otro lado, la evaluación de las utilidades esperadas relativas a los objetivos instru-
mentales, los resultados tampoco animaban a considerar el gobierno de coalición como una
posibilidad deseable. En este sentido eran de prever pérdidas en la arena electoral por
cuanto la campaña se había centrado en la denostación del pacto suscrito entre socialistas
y nacionalistas, que les había reportado, entre otros motivos, un incremento apreciable de
votos. En la misma línea se valoran las pérdidas que provocaría un posible gobierno de
coalición PP—CiU en la arena  intrapartidista, puesto que si bien el liderazgo de José Maria
Aznar habría sido claramente reforzado gracias a los resultados electorales, no es menos
cierto que la cesión a las presiones nacionalistas habría de provocar tensiones internas entre
las diferentes formaciones territoriales autonómicas del PP.
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Por otro lado, el rechazo de los nacionalistas
a la oferta de un gobierno de coalición se evalua-
ba por los populares mucho mejor que su acepta-
ción, en especial por cuanto que éste era el curso
de la acción deseado por Aznar. Si bien, ello su-
ponía pérdidas en la capacidad de llevar adelan-
te las políticas que el gobierno conservador po-
dría formular, el efecto de la titularidad en solitario
del gobierno habría de suponer un incremento de
votos, así como una mejoría en la cohesión
intrapartidista.18

Las expectativas derivadas de la hipotética
formación de un gobierno de coalición con CIU res-
ponden, como se ha señalado, a la estrategia de
José Maria Aznar y del PP por obtener los apoyos
necesarios para la estabilidad de su primer gobier-
no, sin por ello tener que compartir las ventajas de
un gobierno unipartidista. Esta estrategia negocia-
dora lleva a la consideración del pacto de legisla-
tura como la fórmula política a adoptar para ga-
rantizar los apoyos parlamentarios necesarios para
la investidura de Aznar como Presidente del Go-
bierno. A ello contribuye la innecesariedad de los
nacionalistas vascos y canarios para la formación
de un gobierno de coalición, toda vez que el socio
minoritario indispensable, CiU, se hubiera negado
a aceptar tal fórmula de compromiso político.

La característica principal de esta segunda eta-
pa negociadora es la aceptación del pacto de le-
gislatura como requisito indispensable para la for-
mación y consolidación del proyecto político
conservador. Como se ha señalado, el objetivo pri-
mario y básico del PP era la formación de su gobier-
no, reforzando en la medida de lo posible su posi-
ción en el espectro político estatal español, para lo
cual el carácter unipartidista del mismo era un re-
quisito sine qua non. El acuerdo de legislatura
con los nacionalistas catalanes habría de permitir
la estabilidad gubernamental y la posibilidad de
desarrollar buena parte de las políticas que los
conservadores propugnaban, si bien aplicando los
correctivos resultantes de la negociación para la
consecución de dicho apoyo. No obstante, podrá
observarse cómo esta opción tampoco supone la
expectativa de grandes ganancias, apareciendo
así, dentro del proceso secuencial de la negocia-
ción, como la opción menos mala para la consecu-
ción de los objetivos políticos del partido.19

Como resultado, la valoración realizada mues-
tra la expectativa de beneficios electorales, contra-
rrestados por las pérdidas esperables en la arena
intrapartidista, en especial por parte de aquellos
dirigentes y sectores del partido reacios a la reali-
zación de concesiones políticas a CiU e, incluso, a
la mera formalización de cualquier tipo de acuer-
do. Esta consideración se encontraba avalada, ade-
más, por cuanto que la estrategia electoral del PP

(tanto en el ámbito estatal como en Cataluña) ha-
bía incidido insistentemente en la necesidad de re-
ducir la presencia de los nacionalistas en el ámbito
político estatal, si bien estos efectos se intentaron
neutralizar desde el inicio de las negociaciones, a
través de la censura política impuesta a los líderes
conservadores en Cataluña; no obstante, habría de
gestionarse un nuevo marco de relaciones entre po-
pulares y el resto de PANE, en especial los de carác-
ter regionalista.

Aunque la concreción de un pacto de legisla-
tura con CiU no obtenía una valoración especial-
mente favorable (como pudiera ser la expectativa
de obtención de beneficios en todas las arenas),
su carácter de second best, o de opción menos
mala, se confirma con las utilidades esperadas res-
pecto de no poder llegar a dicho acuerdo. En el
supuesto de que CiU no aceptase un pacto de le-
gislatura, al PP y Aznar les sería sumamente difícil
hacer efectiva la iniciativa política que los resulta-
dos electores les habían otorgado. Unida a esta
imposibilidad en el ejercicio de la acción política
parlamentaria, cabía considerar las pérdidas elec-
torales que podían derivarse, puesto que el hori-
zonte temporal del nuevo gobierno quedaría
drásticamente limitado sin el apoyo de los naciona-

18 De especial relevancia si se toman en consideración los datos al
respecto aportados por Jordi Capo, entre los que cabe destacar
que la opción por un gobierno de coalición era preferida solamente
por 33% de los votantes del PP. Capo, 2000, p. 259.

19 Tal y como sostenemos en nuestro análisis del proceso de toma de
decisiones en la formación de gobierno en 1996, y de lo que se
desprende de las declaraciones efectuadas por José María Aznar y
los principales líderes políticos del PP durante la campaña electoral,
el principal objetivo de los conservadores españoles era la formación
de un gobierno minoritario unipartidista, en el convencimiento de
que ello habría de permitirles su consolidación como partido de
gobierno para posteriormente (en el año 2000) intentar la obtención
de la mayoría absoluta (como ha sucedido).
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listas catalanes. Pérdidas mode-
radas en el supuesto de optar por
la permanencia como gobierno
minoritario aritméticamente aleja-
do en demasía de una situación
parlamentaria cómoda de traba-
jo (working majority), pudiendo
convertirse en pérdidas significa-
tivas en caso de tener que disol-
ver las Cámaras, ante la imposi-
bilidad de investir a Aznar como
Presidente del Gobierno. El resul-
tado habría de incidir, obviamen-
te, en la correlación de fuerzas
en el seno del partido, por lo
que cabía suponer que un re-
chazo convergente al pacto de
legislatura podía llegar a plan-
tear un cuestionamiento del
liderazgo de Aznar, en el peor
de los supuestos contemplados,
o cuando menos, la exigencia
de responsabilidades a las
élites del partido por parte de
sus bases.

Catalunya (CDC) y de Unió De-
mocrática de Catalunya (UDC).
Rechazo que se extendería al
ámbito interpartidista, al ser difí-
cil de justificar no sólo el cam-
bio de actitud coalicional, res-
pecto a la etapa socialista, sino
que dicho socio fuese el repre-
sentante de una determinada
concepción nacionalista espa-
ñola difícilmente compatible con
el nacionalismo político catalán.
Las dificultades a las que la coa-
lición nacionalista catalana de-
bería enfrentarse se extenderían
además al ámbito electoral, por
cuanto que PP y CiU compiten
electoralmente de manera direc-
ta tanto en elecciones autonó-
micas como estatales.21

No sorprende así que las
utilidades esperadas al rechazo
de la coalición con los popula-
res sean mejores que las obteni-
das al considerar un hipotético
gobierno de coalición. El análi-
sis de cada arena y objetivo
muestra una clara valoración po-
sitiva del rechazo a la coalición,
respecto de los objetivos intrín-
secos de CiU. Además de la ex-
pectativa de leves beneficios
electorales derivados del man-
tenimiento de las distancias polí-
ticas con su principal adversario
político en la derecha autonómi-
ca, los principales argumentos
para el rechazo de la coalición
gubernamental deben buscarse
en el interés de CiU por preser-
var su cohesión interna, lo mis-
mo que su capacidad de influen-
cia política, manteniendo el
control de la negociación gra-
cias a su posición mediana en
el arco parlamentario. Este con-
trol, unido a la ansiedad de los
conservadores por asegurarse

Se perfilaba así un pai-
saje político en el que el PP, ante
la necesidad de contar no sólo
con los apoyos de PNV y de CC20

—con quienes también se encon-
traba dialogando—, se veía abo-
cado a una situación un tanto
esquizofrénica por cuanto de-
seaba obtener la titularidad del
poder estatal, cuanto antes me-
jor y al menor precio posible,
pero se veía obligado a nego-
ciar con aquél a quien había de-
nostado y agraviado durante la
campaña electoral, CiU. La ne-
gociación por la parte naciona-
lista se basó en forzar al máxi-
mo las concesiones políticas del
PP, mediante el control de la
agenda y del tiempo disponible
para la celebración de la vota-
ción de investidura, así como
para asegurar la asimilación de
la deseabilidad de la colabo-
ración con el PP de las bases de
la coalición nacionalista.

Ante la posibilidad de
entrar a formar parte de un go-
bierno de coalición con el PP,
Jordi Pujol y CiU muestran una
cuasi indiferencia general hacia
la concreción de una coalición
ejecutiva. Si bien uno de los es-
cenarios coalicionales baraja-
dos en el inicio de las negocia-
ciones con el PP era la posible
participación de otro socio, en
este caso el PNV, para CiU las ven-
tajas derivadas de una hipotéti-
ca pertenencia al gobierno que-
daban contrarrestadas por las
pérdidas esperables en las are-
nas intrapartidista y electoral. Las
reticencias a la formación de un
gobierno de coalición con el PP

se focalizan así en el rechazo
existente en las bases de Con-
vergència Democràtica de

20 En el caso de los regionalistas canarios,
el PP ya había entablado negociaciones,
basadas en su mutua colaboración en el
Congreso y en el Legislativo autonómico
insular, mostrando fehacientemente la
validez de la consideración de las
interrelaciones que se establecen entre los
distintos ámbitos político—territoriales.

21 La estimación realizada parte de la
constatación de que “el 70% de
l’increment de votants pel PP a les eleccions
generals és degut a la incorporació
d’electors de CiU en les eleccions
autonòmiques. La majoria d’aquest grup
se situa en el punt central de la figura
(centre/«tan espanyol com català»), amb
derivacions cap al centre-dreta”, puesto
que “no existeix un electorat dels partits
polítics que sigui uniforme, estable i
concentrat en un espai sense competència.
En general, cal distingir—hi dues parts
diferenciades: una, més sòlida i estable en
el temps, formada per aquells que sempre
voten pel mateix partit, que configuren un
espai partidista «propi», i una altra formada
pels qui atorguen el seu vot d’una manera
esporàdica o per a un tipus d’elecció
determinat, que conformen un espai
«d’atracció»”. Molas y Bartomeus, 1999,
pp. 25—27.
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la titularidad del gobierno, implicaba por tanto la revalorización de su capaci-
dad de influencia y exigencia política de resultados políticos visibles que habría
de condicionar la posterior toma en consideración de otras posibilidades de
colaboración parlamentaria. Ello, no obstante planteaba serias dudas respecto
a sus efectos en la arena electoral, si bien la toma en consideración del carácter
dinámico de la negociación llevaba a valorar el rechazo de la coalición como
beneficioso electoralmente.

La consideración de un posible acuerdo parlamentario con el PP mediante
un pacto de legislatura constituyó también un aceptable escenario político para
Pujol. En él CiU salía beneficiada tanto en sus objetivos intrínsecos (cohesión y
políticas) como en la arena electoral. Uno de los principales aspectos a conside-
rar en la valoración de la aceptación de un pacto de legislatura con el PP era que
CiU conseguía forzar la aceptación por parte de los conservadores de las reivin-
dicaciones del nacionalismo catalán —que habían experimentado un crecimiento
considerable desde las formuladas en 1993—, al tiempo que ello suponía no
tener que corresponsabilizarse del conjunto de la gestión política del gobierno
liderado por Aznar.

De lo señalado se desprende que el rechazo al pacto de legislatura con
los populares se presentaba como la peor de las opciones disponibles, ya que
los beneficios políticos esperables de su negociación con un gobierno sumamen-
te inestable habrían de ser muy inferiores a las expectativas generadas durante el
proceso electoral y durante el proceso de formación de gobierno. Además, a
esa falta de rentabilidad política de los votos nacionalistas habría de añadirse la
expectativa de unas pérdidas electorales significativas; hecho que, unido a la
proximidad de las elecciones municipales de 1999, Pujol no estaría dispuesto a
asumirlo.

Cuadro 9. Utilidades totales esperadas por PP y CiU
en el proceso de formación de gobierno (1996)

          Convergència i Unió          Convergència i Unió          Convergència i Unió          Convergència i Unió          Convergència i Unió

 Aceptar Aceptar Aceptar Aceptar Aceptar RechazarRechazarRechazarRechazarRechazar

PartidoPartidoPartidoPartidoPartido    Gobierno de coalición      (2-, 0) 2+, 2+)2+, 2+)2+, 2+)2+, 2+)2+, 2+)

PopularPopularPopularPopularPopular    Pacto de legislatura  (2+, 2+) (2+, 2+) (2+, 2+) (2+, 2+) (2+, 2+)   (2-, 4-)

FFFFFUENTEUENTEUENTEUENTEUENTE: : : : : Reniu, 2001: 312Reniu, 2001: 312Reniu, 2001: 312Reniu, 2001: 312Reniu, 2001: 312

El proceso de negociación para la formación de gobierno en 1996 que-
da así definido en el cuadro 9, en el que se observa claramente cómo las dos
mejores opciones posibles en la toma de decisiones son, en un primer momento,
el rechazo a la formación de un gobierno de coalición y, posteriormente, la
aceptación de la formalización de un pacto de legislatura. Contrariamente a lo
sostenido por las teorías convencionales, la peor valoración de la posible forma-
ción de una coalición gubernamental era obtenida por el PP, decididamente dis-
puesto a no hacer real dicha posibilidad. A este respecto, también se valora
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negativamente por la parte nacionalista, de forma que para ambos la mejor de las opcio-
nes, ante la posibilidad de un gobierno de coalición, es su no realización, para pasar
posteriormente a la negociación de un pacto de legislatura.

Al igual que sucedió en el proceso de toma de decisiones durante la formación de
gobierno en 1993, la negociación entre CiU y PP se produce de manera secuencial, con lo
que la primera de las decisiones a adoptar es la relativa a la formación de un gobierno de
coalición. La claridad en el rechazo de dicha fórmula gubernamental indica una predispo-
sición de ambos actores hacia la definición de un gobierno minoritario, habida cuenta de
las facilidades ofrecidas por el ordenamiento parlamentario español.

Tras rechazar ambos actores la formación de un gobierno de coalición, los datos
muestran una nítida voluntad de llegar a acuerdos parlamentarios, en esta ocasión formales
y explícitos, con lo que el resultado del proceso de formación de gobierno en 1996 fue un
gobierno minoritario formal encabezado por José María Aznar.22 La contundencia con
que ambas formaciones políticas valoran el rechazo al pacto (cuadro 8) no deja lugar a
dudas acerca de la dirección del proceso de toma de decisiones, beneficiándose CiU de su
posición central en el espectro parlamentario para controlar el tempo y la agenda de la
negociación.

Cuadro 10. Utilidades totales esperadas, según tipo de objetivo, por PP y CiU en el proceso
de formación de gobierno (1996)

Objetivos intrínsecosObjetivos intrínsecosObjetivos intrínsecosObjetivos intrínsecosObjetivos intrínsecos Convergència i UnióConvergència i UnióConvergència i UnióConvergència i UnióConvergència i Unió
        Aceptar    Aceptar    Aceptar    Aceptar    Aceptar RechazarRechazarRechazarRechazarRechazar

PaPaPaPaPartidortidortidortidortido Gobierno de coalición           (0, 0)  (0, 2+) (0, 2+) (0, 2+) (0, 2+) (0, 2+)

PopPopPopPopPopularularularularular Pacto de legislatura         (2+, 2+)        (2+, 2+)        (2+, 2+)        (2+, 2+)        (2+, 2+)   (0, 2-)

Objetivos instrumentalesObjetivos instrumentalesObjetivos instrumentalesObjetivos instrumentalesObjetivos instrumentales

PPPPPartidoartidoartidoartidoartido Gobierno de coalición           (2-, 0) (2+, 0)(2+, 0)(2+, 0)(2+, 0)(2+, 0)

PopPopPopPopPopularularularularular Pacto de legislatura           (0, 0)          (0, 0)          (0, 0)          (0, 0)          (0, 0)  (2-, 2-)

FFFFFUENTEUENTEUENTEUENTEUENTE::::: Reniu, 2001: 314 Reniu, 2001: 314 Reniu, 2001: 314 Reniu, 2001: 314 Reniu, 2001: 314

La consideración de las decisiones adoptadas según los diferentes objetivos de
cada uno de los actores involucrados en el proceso refuerza las interpretaciones a las que
hemos llegado en nuestro análisis (cuadro 10). Las utilidades esperadas por CiU y PP al
considerar sus objetivos intrínsecos se muestran totalmente coherentes con el desarrollo del
proceso negociador, porque el rechazo al gobierno de coalición aparece como la prime-

22 Jordi Capo ofrece argumentos que sustentan esta interpretación al analizar el estado de la opinión pública. Así, eran más
los votantes populares que querían un gobierno monocolor (44%) que los que querían uno pluripartidista (33%), con lo que
Aznar seguía fielmente a sus partidarios al formar este gobierno en solitario. Pero también, al mismo tiempo, eran clara
mayoría (51%) lo que querían algún tipo de acuerdo con los nacionalistas frente a los que preferían acuerdos puntuales con
estos partidos según los temas, pero también con el PSOE o Izquierda Unida (26%). Así, Aznar cumplía escrupulosamente
con la voluntad de sus seguidores. En la política española ya resulta normal, pues, el juego de las segundas preferencias,
Capo, 2000, p. 26).
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ra opción en la secuencia decisoria. Por otro lado, las utilidades esperadas por
ambas formaciones en la segunda etapa de la toma de decisiones coinciden en
valorar la formalización de un acuerdo parlamentario como claramente positivo
para la consecución de sus objetivos principales.

Menor coherencia en la distribución de las utilidades esperadas para los
objetivos instrumentales de ambos actores, en las que únicamente destaca su
coincidencia en la negativa valoración de la imposibilidad de llegar a un acuer-
do parlamentario (ambas formaciones obtienen dos valores negativos), ya que
en ambos casos las pérdidas electorales impedirían la obtención de sus objetivos
primarios; asimismo, en el caso del PP, la cohesión intrapartidista podría verse seria-
mente amenazada al peligrar la estabilidad de su primer gobierno estatal.

La solución para ambos actores políticos se sitúa en la aceptación del pacto
de legislatura entre PP y CiU, en el que éste se configura como segunda opción
para ambas formaciones, tras el rechazo a la formación de una coalición guber-
namental en el proceso secuencial de toma de decisiones para la formación de
gobierno. Ello supone, tal y como se ha sostenido en el transcurso de nuestra
investigación, un ejemplo más que valida la consideración de la formación de
gobiernos minoritarios como una solución racional al proceso de formación de
gobiernos en situaciones minoritarias.

4. El modelo de múltiples arenas y múltiples objetivos modificado

Nuestra propuesta ha pretendido poner de relieve la importancia de la inclusión
de objetivos adicionales a los tradicionalmente manejados por la ciencia política
(cargos y votos), en los motivos que inducen a la toma de decisiones en el seno
de los partidos políticos. El ejemplo práctico para su validación ha sido el análi-
sis, a la luz de nuestro modelo de “múltiples arenas y múltiples objetivos modifica-
do”, del proceso de toma de decisiones intra e interpartidistas en el proceso de
formación de gobierno en España, tras las elecciones legislativas de 1996.

Además, tal y como se ha señalado, hemos podido mostrar el error en el
que incurren las teorías convencionales de las coaliciones políticas, quienes fa-
llan en sus predicciones de gobiernos de coalición siempre que ningún partido
obtiene la mayoría absoluta necesaria en los sistemas de parlamentarismo positi-
vo (Bergman, 1995: 40). Tras la experiencia española, y en especial los dos
últimos gobiernos minoritarios liderados por Felipe González (1993—1996) y
José María Aznar (1996—2000), nuestro interés se ha centrado en dilucidar si la
ausencia de un gobierno de coalición ha respondido a la existencia de reticen-
cias injustificadas a la formación de gobiernos de coalición entre los partidos
políticos españoles o si, por lo contrario, ello es única y exclusivamente resultado
de los diferentes objetivos que éstos persiguen.

Así, la identificación de los múltiples objetivos perseguidos por los partidos
políticos en las diversas arenas político—territoriales en las que operan, nos ha
mostrado cómo la decisión de entrar a formar parte de un gobierno de coalición
no sólo viene determinada por la viabilidad de las distintas posibilidades aritmé-
ticas que se abren tras un proceso electoral. La importancia en la valoración de
las posibilidades a disposición de los partidos para el ejercicio de la influencia
política, las expectativas de los líderes respecto a la obtención de futuras ganan-
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cias electorales, la consideración de los efectos de
los pactos sobre la cohesión intrapartidista o las
consecuencias que puedan derivarse de la forma-
ción de un gobierno de coalición estatal sobre las
dinámicas políticas de los respectivos ámbitos au-
tonómicos de actuación de los PANE involucrados
en el proceso de formación de gobierno condicio-
nan el proceso de toma de decisiones coalicionales.

No hay ningún argumento en la actualidad
que permita sostener coherentemente que los parti-
dos políticos son meros maximizadores de poder,
entendido éste como posesión de carteras ministe-
riales. Es, por tanto, obligatorio tomar en conside-
ración los efectos de los distintos objetivos, a veces
contradictorios entre sí, a los que los partidos de-
ben dar respuesta (Maor, 1995; Muller y Strom,
1999).

El análisis del proceso de toma de decisiones
ha mostrado cómo la solución adoptada ha res-
pondido a la mejor de las posibilidades, desesti-
mando la formación de un gobierno de coalición a
fin de obtener mejores resultados mediante el pac-
to de legislatura,23 más allá de las tradicionales con-
sideraciones de pretender conseguir el poder a toda
costa. En resumen, la futura agenda investigadora
en el terreno de las coaliciones políticas deberá
centrar buena parte de sus esfuerzos en el desarro-
llo y potenciación del estudio del amplio abanico
de relaciones existentes entre las distintas arenas
político—territoriales. De igual forma, deberá reali-
zarse un esfuerzo suplementario para una mejor y
más exhaustiva caracterización y evaluación de los
objetivos perseguidos por los partidos políticos.
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